
No 
FECHA 

FIJACION 
ESTADO 

JDO NI CONDENADO  DELITO FECHA DECISION 

1 20 7 19707 NELSON ANDRES VARGAS PARADA  PORTE DE ARMAS DE FUEGO  11-03-24 DECRETA ACUMULACION JURIDICA DE PENAS  

2 20 6 12719 JEFFERSON FABIAN  ROMERO 
FABRICACIÓN, TRAFICO, PORTE O TENENCIA 

DE ARMAS DE FUEGO 
12-03-24 

CERRAR TRAMITE ART 477 C.P.P MANTENIENDO EL SUBROGADO 
SUSPENSIÓN CONDICIONAL DE LA EJECUCION DE LA PENA 

3 20 6 33138 ADDALA EVAN NUÑEZ LESIONES PERSONALES CULPOSAS 13-12-24 
CERRAR TRAMITE ART 477 C.P.P MANTENIENDO EL SUBROGADO 

SUSPENSIÓN CONDICIONAL DE LA EJECUCION DE LA PENA 

5 20 6 35810 CESAR AUGUSTO LEON BRAVO ESTAFA 07-12-24 
REVOCA EL SUBROGADO DE LA SUSPENSIÓN CONDICIONAL DE LA 

EJECUCION DE LA PENA, EJECUTORIADO LIBRESE ORDEN DE CAPTURA 

6 20 6 12303 NINI JOHANA ALARCON 
FABRICACIÓN, TRAFICO O PORTE DE 

ESTUPEFACIENTES. 
20-02-24 DECLARAR EXTINGUIDA LA PENA PRINCIPAL Y ACCESORIA 

7 20 6 35891 LEIDY JULIANA MANTILLA MORALES 
FALSEDAD EN DOCUMENTO PUBLICO 

AGRAVADO 
20-02-24 DECLARA EXTINGUIDA LA PENA PRINCIPAL Y ACCESORIA 

8 20 6 28216 SERGIO GARCIA JAIMES   
ACCESO CARNAL O ACTO SEXUAL ABUSIVO 

CON INCAPAZ DE RESISTIR   
31-01-24 DECLARA EXTINGUIDA LA PENA PRINCIPAL Y ACCESORIA 

9 20 7 2274 JUAN CARLOS LONDOÑO MEJIA  HOMICIDIO AGRAVADO  13-03-24 REDENCION DE PENA - AUTORIZA 72 HOIRAS  

10 20 7 40746 JEFFERSON DAVID REYES GAONA  HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO  13-03-24 CONCEDE PRISION DOMICILIARIA  

11 20 7 38941 JOHAN SEBASTIAN MARTINEZ CARVAJAL  HOMICIDIO AGRAVADO  13-03-24 CONCEDE PRISION DOMICILIARIA  

12 20 7 40153 HERNAN DARIO FLOREZ MENDEZ  HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO  12-03-24 CONCEDE LIBERTAD CONDICIONAL  

13 20 7 12119 
MARIBEL DE LOS ANGELES AGUILAR 

JARAMILLO  
PORTE DE ESTUPEFACIENTES  01-12-23 REDENCION DE PENA -   

14 20 7 12119 
MARIBEL DE LOS ANGELES AGUILAR 

JARAMILLO  
PORTE DE ESTUPEFACIENTES  15-12-24 REDENCION DE PENA -   

15 20 7 27679 WALTER PARADA MARIÑO  HOMICIDO AGRAVADO  07-03-2024Q NIEA LIBERTAD CONDICIONAL  

16 20 3 
40569-

BestDoc 
BRAYAN GIOVANNY CALDERON MORENO HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO 13-03-24 

RECONOCE REDENCION  DE 57.5 Y  SE ABSTIENE  DE REDIMIR  
CERTIFICADO  NO. 18995864 

17 20 3 
31517-
Bestdoc 

IVAN DIAZ FLOREZ 
CONCIERTO PARA DELIQUIR AGRAVADO Y 

OTROS 
13-03-24 NO REPONE AUTO 22 DE NOVIEMBRE DE 2023- CONCEDE APELACION 

18 20 2 31848 ROBINSON PINZON ZABALA HURTO CALIFICADO Y AGRVADO 12-02-24 NIEGA LC 

19 20 2 39716 ANGI YURLEY ACEVEDO THOMAS 
FABRICACION, TRAFICO O PORTE DE ARMAS 

DE FUEGO 
29-01-24 REDIME PENA 

20 20 2 38452 SNDRA YOHANNA CHACON ACOSTA 
FABRICACION, TRAFICO O PORTE DE ARMAS 

DE FUEGO 
29-01-24 REDIME PENA 

21 20 2 38452 SNDRA YOHANNA CHACON ACOSTA 
FABRICACION, TRAFICO O PORTE DE ARMAS 

DE FUEGO 
14-02-24 REDIME PENA 



22 20 2 11838 DEIBER FERNANDO PEREZ OCHOA SECUESTRO EXTORSIVO  13-03-24 NIEGA PERMISO DE 72 H 

23 20 2 11238 SERGIO ANDRES NAVARRO REYES 
TRAFICO, FABRICACION O PORTE DE 

ESTUPEFACIENTES 
07-02-24 REVOCA LA PRISION DOMICILIARIA 

24 20 2 39038 PAOLA ANDREA VANEGAS PRADA 
TRAFICO, FABRICACION O PORTE DE 

ESTUPEFACIENTES 
13-03-24 NIEGA UTILIDAD PUBLICA 

25 20 2 39038 PAOLA ANDREA VANEGAS PRADA 
TRAFICO, FABRICACION O PORTE DE 

ESTUPEFACIENTES 
13-03-24 CONCEDE PRISION DOMICILIARIA 

26 20 7 29931 IDARWIN FLOREZ NARVAEZ  FEMINICIDIO EN TENTATIVA  21-02-23 REDENCION  

27 20 7 37151 PEDRO FABIAN TARAZONA JAIMES  HOMICIDIO  06-02-24 REDENCION  

28 20 5 32479 LUIS EDUARDO TOLOZA ORTIZ 
ACCESO CARNAL VIOLENTO AGRAVADO Y 

OTROS 
27-02-24 RECONOCE REDENCIÓN DE PENA 

29 20 5 39620 JUAN EDILBER SALCEDO RUEDA CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO 08-03-24 RECONOCE REDENCIÓN DE PENA 

30 20 5 3934 BRIGGIT COBOS GELVEZ 
TRÁFICO, FABRICACIÓN O PORTE DE 

ESTUPEFACIENTES 
02-02-24 RECONOCE REDENCIÓN DE PENA 

31 20 5 38353 FREDY ANDRÉS CRUZ VÉLEZ CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO 03-01-24 RECONOCE REDENCIÓN DE PENA 

32 20 5 10259 
BRAYAN STIVEN GUERRERO 

HERNANDEZ 
HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO Y OTROS 26-01-24 NIEGA ACUMULACIÓN JURÍDICA DE PENAS 

33 20 5 39490 WUINDER JOSÉ BOLÍVAR ROMERO 
TRÁFICO, FABRICACIÓN O PORTE DE 

ESTUPEFACIENTES Y OTROS 
24-01-24 DECRETA ACUMULACIÓN JURÍDICA DE PENAS 

34 20 5 10199 GERSON YESID JIMÉNEZ ABRIL CONCIERTO PARA DELINQUIR Y OTROS 29-01-24 NIEGA LIBERTAD CONDICIONAL 

35 20 5 38553 FABIÁN DARIO ALVAREZ 
TRÁFICO, FABRICACIÓN O PORTE DE 

ESTUPEFACIENTES 
02-02-24 RECONOCE REDENCIÓN DE PENA 
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JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN DE PENAS  

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

 

Bucaramanga, siete (7) de febrero de dos mil veint icuatro  (2024) 

 

ASUNTO REVOCATORIA PRISION DOMICILIARIA -  REVOCA  

R ADIC ADO NI  11238  (CUI  

68001.61.06.063 .2021.00015.00)  

EXPEDIENTE  FISICO  

ELECTRONICO  X 

SENTENCI ADO 

( A)  

SERGIO ANDRES NAVARRO REYES  CEDUL A 1 095 925 384  

CENTRO DE 

RECLUSIÓN 

CPMS ERE BUCARAMANGA  

DIRECCIÓN 

DOMICILIARI A 

Cal l e  20ª  #  24 -005904 Sec tor  1  Barr i o  Nuevo Gi rón  

BIEN JURIDICO  SALUD PÚBLICA  LEY906/2004  x  LEY 

600/2000  

 LEY 1826/2017   

PETICION P ARTE   OFICIO  X 

 

  ASUNTO 

 

Resolver la revocatoria de  la pris ión domici l iar ia  que se concedió a  

SERGIO ANDRES NAVARRO REYES, identificado con la cédula de 

ciudadanía número 1 095 925 384. 

 

ANTECEDENTES 

 

El Juzgado Tercero Penal del Circuito de Bucaramanga, en sentencia 

proferida el 15 de octubre de 2021, condenó a SERGIO ANDRES 

NAVARRO REYES, a la pena pr incipal  de 38 MESES DE PRISIÓN e 

INTERDICCIÓN DE DERECHOS Y FUNCIONES PÚBLICAS por el  término 

de la pena pr incipal,  como responsable del delito de TRAFICO, 

FABRICACIÓN O PORTE DE ESTUPEFACIENTES.    

 

Su detención data del 4 de junio de 2021, por lo que l leva pr ivado de 

la l ibertad 32 MESES 2 DÍAS DE PRISIÓN, que al sumarle la redención de 

pena que se le reconoció de 3 meses 8.5 días de pr is ión, se t iene un 

descuento de pena de 35 MESES 10.5 DÍAS DE PRISIÓN. Actualmente se 

halla privado de la l ibertad en prisión domiciliaria bajo la custodia del 

CPMS BUCARAMANGA por este asunto.  

 

En la sentencia se le negaron la suspensión condicional de la 

ejecución de la pena y la pris ión domicil iar ia,   no obstante en decisión del 
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15 de diciembre de 2022, el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y 

Medidas de Seguridad de San Gil (S) , le concedió la ejecución de la pena 

privat iva de la l ibertad en e l lugar de la residencia o morada, en apl icación 

a lo normado en el art.  38 G de la ley 599 de 2000.  Fijó el domici l io para el 

cumplimiento de la pris ión domicil iar ia en la Cal le 20ª # 24-005904 Sector 

1 Barrio Nuevo Girón de Girón.  

 

Mediante auto del 18 de jul io de 20231,  se inic ió trámite para una 

eventual revocatoria de la pr is ión domicil iar ia, ante el incumplimiento de 

las obl igaciones que el  mismo sustituto penal conlleva,  indicándose con 

clar idad sobre las situaciones que daban lugar a esta actuación,  

específ icamente el de no permanecer en el lugar  que se  f i jó para cumplir 

el sust ituto penal , toda vez que: 

 

“El  Operador  del  Centro de Rec lus ión Peni tenc iar io y  Carcelar io Vir tual 
CERVI ARCUV INPEC Bogotá informó que e l in terno sal ió del  domici l io 
en di ferentes horar ios y recorr idos a lugares no autor izados,  además 
repor tó en otras ocasiones batería agotada,  y se le l lamó al número 
te lefónico regis trado en e l s is tema 317583749 0 sin lograr  comunicac ión 
con el  PPL:  
  
-Of ic io 2023EE0064040 del 13 de abr i l  de  2023: los  días 8,9,12,  15,16, 
21,23,28,29 de marzo de 2023;  1, 2,3,4,,6,7,  11,  12, de abr i l  de 2023.  
-Of ic io 2023EE0087322 del  13 de mayo de 2023: los  días 28, 29 de abr i l  
de 2023;  2, 3,4,5,7, 9,  10,  12 de mayo de 2023.  
-Of ic io 2023EE0108486 del  10 de j unio de 2023: los días 18,  19,20,  22,  
de mayo de 2023; 4,7,8 y  9  de junio de 2023. ”  

 

Así  se  dio apl icación al trámite previsto en el art.  477 del C.P.P., y 

se ordenó correr los traslados de ley correspondientes2.  El enjuic iado 

ofreció respuesta en la cua l al lega var ios documentos, en pr imer lugar una 

l ista de f irmas que indica son de la comunidad del Barrio Nuevo Girón 

señalando que el Sr. Navarro Reyes se encontraba laborando para el 

benef ic io de su madre y sus hijos, se cuenta de igual manera con una 

declaración juramentada der Ruth Mary Reyes, quien manif iesta que su 

hijo Sergio Andrés Navarro Reyes sal ió a trabajar desde febrero de 2023 

hasta el mismo año en construcción debido a la enfermedad de su madre, 

que desempeñó su t rabajo en la Manzana 24 -12 del Barrio Girón, en igual 

sentido el cert if icado laboral expedido por el Sr. Víctor Hugo Rico Rangel 

quien indica que el Sr. Navarro Reyes laboró bajo sus órdenes desde el 1 

de febrero de 2023 hasta el 30 de mayo de 2023, sin novedad alguna y que 

durante ese t iempo brindó apoyo económico a sus menores hijos y famil ia.  

 

                                                           
1 A rch ivo 07,  Expediente  Dig i ta l ,  Bes tDoc .  
2 A rch ivo  024,  Expediente  Dig i ta l ,  Bes tDoc .  
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Daniel Herrera Páez en escr ito allegado al Despacho manif iesta que 

como  maestro de construcción, el Sr.  Navarro Reyes laboró bajo sus 

órdenes del 31 de mayo al 31 de julio de 2023, s iendo un a persona 

honesta, sin novedad alguna; en igual sentido se encuentra la constancia 

expedida por Álvaro Afanador Gómez quien indica que el sentenciado  

laboró como of icial de construcción para él desde el 1 de agosto de 2023 

hasta el 30 de sept iembre de 2023 devengando un (1) SMMLV. 

 

Así el Sr. Sergio Andrés Navarro Reyes al lega un escr ito ,  donde 

manif iesta que la  enfermedad de su señora madre la imposibil i tó para  

trabajar razón por la cual en vista de la necesidad de proveer al imentos 

para ella  y a sus h ijos decidió sal ir  a trabajar en labores de construcción.  

 

De igual manera aporta historia cl ínica de su progenitora la Sra. 

Ruth Mary Reyes, registro civi l de nacimiento de quienes dice son sus 

hijos L.M. Navarro Cel is de 6 años de edad, B.S Cel is Almeida de 1 año de 

edad, D.A. Navarro Celis de 12 años de edad, M.Y. Navarro Celis de 10 

años de edad.  

 

En cuanto a su defensa a l condenado le fue designada por parte de 

la defensoría públ ica a la Dra. Luz Ángela Plazas Sáenz a quien se le 

corr ió traslado de es te trámite de revocatoria con of icio No. 1313 del 29 de 

enero de 2024 3,  igualmente se cuenta con constancia del envió de dicha 

comunicación a la defensora 4,  sin que a la fecha y vencido el término 

previsto para tal f in se haya pronunciado al respecto.   

 

CONSIDERACIONES  

 

La revocator ia del sustituto de la pena privat iva  de la l ibertad, surge 

ante el incumplimiento de las obl igaciones que el sust ituto penal conl leva ;  

así se señala en el art.  31 de la ley 1709 de 2014 que adiciona el art.  29 f 

de la 65 de 19935.  El  incumplimiento  se da conforme se expone en la 

parte de antecedentes de este auto .  

 

De las obl igaciones que se derivan del sustituto de la pena privat iva 

de la l ibertad se enteró al condenado  junto con la advertencia que su 

                                                           
3 A rch ivo 031,  Expediente  Dig i ta l ,  Bes tDoc .  
4 A rch ivo 032  Exped iente  Dig i ta l ,  Bes tDoc  
5 A r t ícu lo   31.  Ad ic iónase  un ar t ícu lo  a  la  Ley 65 de 1993 e l  cua l  quedará  as í :  
A r t ícu lo  29F.  Revocato r i a  de la  detenc ión  y  pr is ión  dom ic i l ia r i a .  E l  i ncumpl im iento  de las  
ob l i gac iones  impues tas  dará lugar  a  la  revocato r ia  mediante  dec is ión  mot ivada de l  juez  
competente .  
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desconocimiento conl leva, de continuar el cumplimiento de la pena al 

inter ior del establecimiento carcelario, y en constancia de el lo f irmó un 

acta en que se comprometió a cumplir las 6,  siendo una de el las no cambiar 

de residencia sin la autorización previa del funcionario judicia l;  que el 

condenado olvidó,  pues se fue a otra viv ienda y no enter ó al Despacho de 

la dirección,  evadiéndose del domici l io en le fue concedido el sust ituto 

penal como dan cuenta los documentos aportados y las novedades 

informadas por el Centro Penitenciario.  

 

Se informa igualmente que el condenado sal ió del domici l io a 

trabajar, lo que se constituye en una afrenta más a su compromiso de 

permanecer en el domici l io , omit iendo solicitar le autor ización al Despacho 

para esa práct ica. No just if ica el actuar del condenado las razones que 

expone pues aunque indica que su madre estaba enferma , motivo por el 

cual debía trabajar no es razón suf iciente para  evadirse del cumplimiento 

de sus obl igaciones sin sol ic itar el correspondiente permiso.  

 

Resulta importante señalar que el s istema de monitoreo del INPEC, 

registró transgresiones en diferentes horarios y recorridos, incluso en 

horas no laborales , lo que contrasta con las just if icaciones que se 

al legaron por el sentenciado y deja ver que  se desplazó fuera del 

domici l io a su voluntad en reiteradas oportunidades.    

 

Es así como, si bien resulta razonable que haya sal ido sin permiso 

judicial a trabajar para procurar el al imento a su famil ia, no es aceptable 

de un lado, que lo real ice sin la autor ización judicial y de o tro que haya 

sal ido del domici l io el 20 de mayo de 2023 , 8:00 de la noche; 13 de julio  

de 2023 10:12 de la noche; 7 de jul io de 2023 8:33 de la noche; 4 de jul io  

de 2023 9:27 de la noche; 19 de junio de 2023 a las 8:00 de la noche; 16 

de junio de 2023 a las 11:57 de la noche; 15 de octubre de 2023 a las 8:11 

de la noche; 14 de octubre de 2023 a las 7:59 de la noche; 11 de octubre 

de 2023 a las 6:55 de la noche; el 1 de noviembre de 2023 a las 8:03 de la 

noche; el 30 de octubre de 2023 a las 7:21 de la noche ; el 26 de octubre 

de 2023 a las 08:01 de la noche; el 25 de octubre de 2023 a las 08:03 de 

la noche; 19 de octubre de 2023 a las 7:55 de la noche; el 9 de dic iembre 

de 2023 a las 08:03 de la noche y el 5 de dic iembre a las 7:19 de la noche , 

sumado a que en los cert if icados de trabajo que allega el sentenciado en 

sus expl icaciones no se hace mención a los horar ios de trabajo lo que no 

                                                           
6 A rch ivo 025,  Expediente  Dig i ta l  San Gi l ,  Bes tDoc .   
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permite l legar a suponer que se trataran de trabajos nocturnos, pues anda 

se mencionó al respecto.  

 

Aunado a lo anter ior  se t iene que el s istema de monitoreo virtual del 

INPEC, también reportó batería agotada, los días 22 de mayo de 2023;  4, 

9, 13, 19, 23 y 30 de junio de 2023; 4, 7 y 13 de julio de 2023; 24 de 

septiembre de 2023; 6, 11 y 18 de octubre de 2023; 6, 12, 20, 22 y 23 de 

noviembre de 2023; lo que denota igualmente el desconocimiento de las 

obl igaciones del condenado como persona privada de la l ibertad en pris ión 

domici l iar ia, de mantener el disposit ivo electrónico funcionando y no con 

batería baja o apagado.  

 

De las circunstancias, resulta evidente que NAVARRO REYES,  

quebrantó las obl igaciones que se der ivan  del sust ituto penal, pues no 

tuvo  el compromiso de permanecer en el domicil io  que se f i jó para cumplir 

la prisión domici l iar ia , como se evidencia de los documentos aportados a 

la foliatura y de mantener funcionando el disposit ivo electrónico de 

vigi lancia, que permit iera su ubicación . No evadirse del lugar del 

cumplimiento del sustituto de la pena pr ivat iva de la l ibertad, constituye la 

esencia de la medida, lo que el enjuic iado evidentemente desconoció .  

 

Esta clase de inst itutos penales ha sido aprovechada por algunos 

condenados quienes pretenden creer que la Justic ia admite 

condicionamientos y peregrinamente le  restan la importancia y gravedad 

del asunto; lo que no es así, pues una persona que se encuentra en pr is ión 

domici l iar ia, f ísicamente esta pr ivada de su l ibertad, del derecho a la 

locomoción, senci l lamente los barrotes de la Cárcel que le impiden sal ir  en 

l ibertad se modif ican por la estructura de su dom ici l io; desafortunadamente 

estas personas toman part ido de tal s ituación y l ibremente salen de esta 

esfera o cambian de domici l io, sabiéndose que en estr icto sentido no solo 

están presos sino que aún continúan por cuenta del INPEC.  

 

Sin duda, es claro que ante el  hecho de salirse  de su sit io de 

reclusión o cambiarse de domici l io s in que el Juzgado lo conozca , los 

penados se verán abocados a una eventual revocator ia de la gracia penal;  

aceptar una evasión de tal naturaleza sería tanto como permit ir  a quienes 

se encuentren en la Cárcel  salgan de pr is ión a sus anchas cuando a bien 

lo quieran.  En el presente caso se vis lumbra sin ninguna dif icultad que el 

condenado abiertamente y desconociendo por completo su situación 
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jur ídica de persona privada de la l ibe rtad, se sal ió reiteradamente de su 

domici l io. En tal sentido, se revocará ejecución de la pena privat iva de la 

l ibertad en el lugar de la residencia o morada que trata el art.  38 G de la 

ley 599 de 2000 al condenado, para que continúe ejecutando la pena que 

le impuso, en establecimiento carcelar io.   

 

Ante la decisión que en este auto se toma, s e solic itará a la 

Dirección del penal ,   TRASLADE EN EL TÉRMINO DE 5 DÍAS a SERGIO 

ANDRES NAVARRO REYES,  de la Cal le 20ª # 24-005904 Sector 1 Barr io 

Nuevo Girón, al Establecimiento Carcelar io. De no encontrarse se 

dispondrá inmediatamente su captura. 

 

Ha de indicarse también que no advierte el Despacho falta de 

defensa del condenado en este asunto,  pues estuvo as ist ido en el trámite 

de revocator ia de la prisión domici l ia r ia por la Dra. Luz Ángela Plazas 

Sáenz, por lo tanto no se advierte  causal de nul idad alguna, en los 

términos que se exponen.    

 

En razón y mérito de lo expuesto, el Juzgado Segundo de Ejecución de 

Penas y Medidas de Seguridad de Bucaramanga, administran do just ic ia;  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO.- REVOCAR la pris ión domicil iar ia  que trata el art.  38G 

del Código Penal, que se le concedió  SERGIO ANDRES NAVARRO 

REYES, identificado con la cédula de ciudadanía número 1 095 925 384, 

decisión que se toma, atendiendo la consideración efectuada.  

 

SEGUNDO .-   DISPONER que SERGIO ANDRES NAVARRO REYES, 

ejecute la pena que le falta por cumplir en el establecimiento carcelario .  

 

TERCERO .  SOLICITAR  a la Dirección del penal,  TRASLADE EN EL 

TÉRMINO DE 5 DÍAS  a SERGIO ANDRES NAVARRO REYES ,   de  la Calle 

20ª # 24-005904 Sector 1 Barr io Nuevo Girón , al establecimiento 

Carcelar io.  De no encontrarse se dispondrá inmediatamente su captura,  

para que  cumpla la pendiente  por ejecutar intramural  

 

CUARTO .  Contra la presente decisión proceden los recursos de 

reposición y apelación.  
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NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 

ALICIA MARTÍNEZ ULLOA 

JUEZ 

J U A N D G C  
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JUZGADO SEGUNDO  DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE 

SEGURIDAD 

 

Bucaramanga, 7 de febrero de 2024   

Of icio  Nº  0161   

CUI 68001.61.06.063.2021.00015.00   N.I.  11238  

 

 

Señor  

DIRECTOR CENTRO PENITENCIARIO DE MEDIA SEGURIDAD DE 

BUCARAMANGA 

 

 

Comedidamente en atención a lo que se dispuso en auto de la fecha  

mediante el cual se  revocó la pris ión domicil iar ia , me permito sol ic itarle 

TRASLADE EN EL TÉRMINO DE 5 DÍAS  a SERGIO ANDRES NAVARRO 

REYES ,  identif icado con la cédula de ciudadanía número  1 095 925 384 ,  

de Calle 20ª # 24-005904 Sector 1 Barrio Nuevo Girón , al establecimiento 

Carcelar io.   

 

Se le solic ita informe inmediatamente sobre la mater ial ización lo que aquí 

se ordena.   

 

 

Cordialmente,  

 

ALICIA MARTÍNEZ ULLOA 

Juez 
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JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN DE PENAS 
Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

 

Bucaramanga, trece (13) de marzo de dos mil veinticuatro (2024 ) 

 
 

ASUNTO Permiso Admin is t ra t i vo  7 2 Horas  (n ieg a)    

RADICADO NI   11838  
CUI  54001 6106 079 2010 0005 7 00  
 

EXPEDIENTE  FIS ICO 7  

ELECTRONICO  

SENTENCIADO (A)  DEIBER FERNANDO PÉREZ OCHOA  CEDULA 14 566 654  

CENTRO DE 
RECLUSIÓN  

CPAMS GIRÓN  

DIRECCIÓN 
DOMICILIARIA  

NO APLICA 

BIEN JURIDICO LIBERTAD 
INDIV IDUAL 

LEY906/200 4  X  LEY 
600/20 00  

 LEY 1826/20 17   

PET ICIÓN x  OFICIO   

 

ASUNTO 

 
Resolver la petic ión de permiso de permiso administrativo de las 72 

horas, incoada por el sentenciado DEIBER FERNANDO PÉREZ OCHOA 

identificado con cédula de ciudadanía No 14 566 654.  

 

ANTECEDENTES 

 

Mediante sentencia del 25 de marzo de 2011, el Juzgado Prime ro 

Penal del Circuito Especial izado con Función de Conocimiento de Cúcuta, 

condenó a DEIBER FERNANDO PÉREZ OCHOA, a la pena de 480 MESES 

DE PRISIÓN, MULTA de 6.666,66 SMLMV e INTERDICCIÓN DE 

DERECHOS Y FUNCIONES PÚBLICAS por el término de 20 años, como 

coautor responsable del deli to de SECUESTRO EXTORSIVO en concurso 

con FABRICACIÓN, TRÁFICO Y PORTE DE ARMAS DE FUEGO O 

MUNICIONES. Se le negó la suspensión condicional de la ejecución de la 

pena y la pris ión domici l iaria.   

PETICIÓN 

 

En esta fase de la ejecución de la pena, el penado PÉREZ OCHA, 

petic iona el otorgamiento del benefic io administrativo de 72 horas al 

considerar que reúne los requisitos de que trata el artículo 147 de la Ley 

65 de 1993 y encontrarse en fase de mediana seguridad, s in adjuntar 

soporte documental alguno.  

 

CONSIDERACIONES 
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Entra el Juzgado a establecer la procedencia o no de la solic itud de 

otorgamiento del permiso administrativo de 72 horas invocada por el 

sentenciado PÉREZ OCHA, previa verif icación de la documentación 

aportada por el  penal para tal efecto, así como de las prohibic iones 

contenidas en el artículo 26 de la Ley 1121 de 2006; por cuanto los hechos 

ocurrieron el 6 de octubre de 2010.  

 

En tal v irtud, y como quiera que para el sublite, los hechos que dan 

cuenta de la presente vigi lancia de la ejecución de la condena, como ya se 

advirt ió tuvieron ocurrencia el 6 de octubre de 2010, esto es, en plena 

vigencia de la Ley 1121 de 2006 1,  que excluye de benefic ios judic iales y 

administrativos, salvo los benefic ios por colaboración r egulados por la ley, 

s iempre que ésta sea efectiva, cuando  la persona haya sido condenada 

por el deli to de Extorsión, entre otros; específ icamente en su art. 26 2.  

 

Justamente en el evento que nos ocupa, se acomoda a la preceptiva 

legal, en la medida que se solic ita el permiso administrativo de 72 horas y 

el deli to por el que fue condenado PÉREZ OCHOA es el de SECUESTRO 

EXTORSIVO AGRAVADO en concurso con FABRICACIÓN, TRÁFICO Y 

PORTE DE ARMAS DE FUEGO O MUNICIONES;  encontrándonos ante una 

conducta que se encuentra excluida por el legis lador de los benefic ios 

penales precisamente por la dimensión de su gravedad, que se ha 

constitu ido un f lagelo que ha venido azotando a la sociedad; c ircunstancia 

que merece mayor efectiv idad en el tratamiento penitenciario, y s e 

constituye en la razón primordial para despachar desfavorablemente el 

benefic io de marras, por expresa prohibic ión legal . 

 

En tal v irtud, debe resaltarse que la Ley 1121 de 2006 , que entró en 

vigencia el 30 de dic iembre de 2006, para el sublite se torna en norma 

especial y de obligatoria aplicación en los términos concebidos por el 

legis lador, continúa convirt iéndose en obstáculo para la procedencia del 

benefic io invocado por el petic ionario, dado que la misma excluye de 

benefic ios y sustitutos penales, a  las personas que hayan sido condenadas 

 
1 30  de d ic iembr e de 2006 .   
2 “ARTÍCULO 26.  EXCLUSIÓN DE BENEFICIOS Y  SUBROGADOS.   Cuando se  t ra te  de d e l i tos  de 
te r ro r i smo,  f i n anc iac ión  de te r ror i s mo,  se cuestro ex tors iv o ,  ex to rs ión  y  con exos ,  n o  pr oceder án  
las  reba jas  de p ena por  s entenc i a  ant i c ip ad a y  confes i ón ,  n i  s e  conce derá n sub roga dos  pena les  
o  meca n ismos  sus t i tu t i vos  de  la  pena  p r i va t i va  d e la  l i ber t ad  d e co nden a d e e jecuc ión  
cond ic iona l  o  sus pens ión c ond ic ion a l  de  e je cuc ión  de la  pe na,  o  l i ber tad  con d ic iona l .  Ta mpoco a  
la  pr i s ión  do mic i l i a r ia  co mo s us t i tu t i va  de  la  pr i s ión ,  n i  habrá l ugar  ningún o tro benef ic io  o  
subrogado le gal ,  j ud ic ia l  o  ad min is t ra t i v o ,  s a lvo  los  b enef i c ios  por  co lab orac ió n  co nsagr ados  e n  
e l  Cód igo  de  P roce d imiento  Pena l ,  s iem pr e qu e  es t a  sea  e f i caz .  (Sub raya do y  Neg r i l l a  de l  
Juzgado )  
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por el deli to de SECUESTRO EXTORSIVO AGRAVADO y otros, haciéndose 

vis ible dicha prescripción en el artículo 26 de referida disposic ión.  

  

Para el lo, debemos recordar que el permiso de 72 horas, es un de 

benefic io administrativo y no un derecho; al respecto es importante traer a 

referencia la precis ión que frente a los benefic ios administrativos ha hecho 

el máximo Tribunal Constitucional:  “En cuanto t iene que ver con los  benef ic ios 

admin is t rat ivos , se t ra ta de una den ominac ión genér ica,  dent ro de la cual engloban una 

ser ie  de mecanismos de pol í t ica c r im inal  de l  Es tado, que son inherentes a la  e jecuc ión 

ind iv idual  de la condena.   Suponen una d isminuc ión de las cargas que deben sopor tar  

las  personas que es tá cumpl iendo u na condena y que, en a lgunos casos, pueden 

impl icar la  reducc ión del  t iempo de pr ivac ión efect iva de la l iber tad, d ispuesto en la 

sentenc ia condenator ia  o en una modif icac ión de la s  condic iones de la  e jecuc ión de la 

condena”  3     

 

Sufic ientes las consideraciones para denegar por improcedente el 

benefic io administrativo de las 72 horas, por expresa prohibic ión legal.  

 

Por lo anteriormente expuesto, EL JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN 

DE PENAS DE BUCARAMANGA, 

 

RESUELVE  

  

PRIMERO .  - NEGARLE a DEIBER FERNANDO PÉREZ OCHOA ,  el 

permiso administrativo de las 72 horas por expresa prohibic ión legal art.  

32 de la ley 1709 de 2014 en consonancia con la Ley 1121 de 2006.  

  

SEGUNDO .  - Contra la presente decis ión proceden los recursos de 

reposic ión y apelación.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

ALICIA MARTÍNEZ ULLOA 

Juez 

AR / 

 
 

 
3 Sentenc ia  C3 12/02 MP Dr .  Rod r igo  Escob ar  G i l .  
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JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

Bucaramanga, doce (12) de marzo de dos mil veinticuatro (2024)  

 

ASUNTO L iber ta d  cond ic io na l  -  N ie ga  

RADICADO NI   31848   
CUI  68001 6000 159 2019 0441 2 00 )  

EXPEDIENTE  FIS ICO 1  

ELECTRONICO  

SENTENCIADO (A)  ROBINSON P INZÓN ZABALA CEDULA 1 098 6 98 2 54  

CENTRO DE 
RECLUSIÓN  

CPMS BUCARAMANGA  

DIRECCIÓN 
DOMICILIARIA  

NO APLICA 

BIEN JURIDICO PATRIMONIO 
ECONÓMICO 

LEY906/200 4  X  LEY 600/200 0   LEY 1826/20 17   

PET ICIÓN PARTE X  OFICIO   

 

ASUNTO 

Resolver sobre la l ibertad condicional en relación con el sentenciado 

ROBINSON PINZÓN ZABALA, identificado con la cédula de ciudadanía 

número 1 098 698 254 .    

ANTECEDENTES 

 El Juzgado Cuarto Penal Municipal con Funciones de 

Conocimiento de Bucaramanga, emitió sentencia de fecha 9 de junio de 

2020, en la que condenó a ROBINSON PINZÓN ZABALA, a la pena de 120 

MESES DE PRISIÓN  e INTERDICCIÓN DE DERECHOS Y FUNCIONES 

PÚBLICAS por el término de la pena de pris ión , como autor responsable 

del deli to  de HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO.  Se le negaron la 

suspensión condicional de la ejecución de la pena y la pris ión domici l iaria . 

    

Su detención data del 19 de junio de 2019, y l leva privado de la 

l ibertad CINCUENTA Y SEIS (56) MESES VEINTITRES (23)  DÍAS DE 



 

   

 

PRISIÓN. Actualmente se halla privado de la libertad en el CPMS 

BUCARAMANGA por este asunto .   

 

PETICIÓN 

En esta fase de la ejecución de la pena, se recibe solic itud de l ibertad 

condicional elevada por PINZÓN ZABALA, que acompaña de la 

documentación del CPMS ERE de Bucaramanga, así:  

•  Concepto de favorabil idad expedido por la dirección del CPMS ERE 

de Bucaramanga, para el otorgamiento de la l ibertad condicional  

•  Certi f icado de residencia expedido por la Junta de Acción Comunal 

del barrio Girardot de Bucaramanga  

•  Referencia famil iar s ignada por Sandra Milena Pinzón Zabala y Luisa 

Fernanda Sarmiento Martínez 

•  Referencia laboral de Fabián Beltrán 

•  Recibo de servic io público del AMB de la v iv ienda ubicada en la 

Carrera 5 No 28-23 Apto 710 barrio Girardot de Bucaramanga 

•  Certi f icados de partic ipación en los programas de Logos Home 

School 

•  Carti l la biográfica. 

 

CONSIDERACIONES 

Entra el Juzgado a establecer la v iabil idad o no del sustituto de 

LIBERTAD CONDICIONAL deprecado por el interno PINZÓN ZABALA, 

mediante el anális is y valoración de los elementos fácticos y el acopio 

probatorio obrante en el expediente, así como de los presupuestos 

normativos establecidos por el Legis lador para tal precepto.   

Veamos entonces, como el Legis lador exige para la concesión del 

sustituto de l ibertad condicional el  cumplimiento efectivo de parte de la 



 

   

 

pena, adecuado desempeño y comportamiento durante el tratamiento 

penitenciario y que se demuestre arraigo famil iar y social. Además, debe 

existir previa valoración de la conducta punible y en todo caso su 

concesión estará supeditada a la reparación a la víctima o el 

aseguramiento del pago de la indemnización 1.   

 

En relación con el aspecto objetivo, la persona sentenciada debe 

haber cumplido mínimo las tres quintas partes de la pena que exige el 

artículo 30 de la Ley 1709 del 20 de enero de 2014 que modif icó el artículo 

64 de la Ley 599 de 2000 previamente modif icado por el artículo 5 de la 

Ley 890 del 7 de jul io de 2004, toda vez que los hechos ocurrieron el 19 de 

junio de 2019,  que para el sub l i te sería de 72 MESES DE PRISIÓN ,  

quantum ya superado, s i se t iene en cuenta que la detención data del 19 

de junio de 2019, y l leva a la fecha privación efectiva de la l ibertad  74 

MESES 14 DÍAS DE PRISIÓN, dada la sumatoria del t iempo fís ico y la 

redención de pena2.  No es del caso acreditar el pago de perjuic ios pues no 

se condenó por tal concepto. 

Luego, superado el presupuesto de orden objetivo, se hace necesario 

valorar el aspecto subjetivo, frente al cual la norma en cita prevé el 

adecuado desempeño y comportamiento durante e l tratamiento 

 
1 A r t .  cód igo pena l  a r t .  64 .  M od i f i cado  ar t ,  5  L ey  890/2 004 7  de ju l i o  de  2 004 - .  Mod i f i c ado ar t .  25  
ley  1453 de 20 11 -  Modi f i ca do ar t .30  ley  170 9  de 201 4 20 de e nero  de 2 014:  
L iber ta d  cond ic ion a l .  E l  j uez ,  p rev ia  va lor a c ión  de la  conduc t a  pun ib le  co ncede rá  la  l i ber tad  
cond ic iona l  a  la  pe rsona co ndena da a  pen a pr i va t i va  de la  l i ber t ad  cuan do haya cu m pl ido  los  
s igu ien tes  requ is i tos :  
1 .  Que la  perso na h aya cu mpl ido  las  3 /5  p ar t es  de la  p ena .  
2 .  Que su  adec uado desem peño  y  comp or ta m iento  du rant e  e l  t r a tamie nto  p en i tenc ia r io  e n  e l  
cent ro  de rec l us ión  p ermi ta  supo ner  f unda da mente  que n o ex is te  neces ida d de c ont inu ar  con la  
e jecuc ión  d e la  pe na.  
3 .  Que d emues t re  ar ra i go  fa mi l i a r  y  soc ia l .  
“ (…)  
En todo caso  su  conc es ión es tará  s uped i t ada  a  la  re parac ió n  a  la  v íc t ima o  a l  ase gura mie nto  de l  
pago d e la  i nd emnizac ió n  me diante… ”  
 

2 17  mes es  21 d ías  



 

   

 

penitenciario en el centro de reclusión que permita suponer fundadamente 

que no existe necesidad de continuar la ejecución de la pena además la 

demostración del arraigo famil iar y social; previa valoración de la conducta 

punible. 

En este caso advierte el Juzgado, que aun cuando se trata de una 

conducta que causa alarma en los términos que fue consignado en el fa l lo 

de condena, se le impuso la pena mínima y  como quiera que la aceptación 

de cargos se hizo acreedor a una rebaja de la sexta parte de la pena, 

conforme al art. 539 del Código de Procedimiento Penal ; lo que denota que 

para el Estado la conducta en los términos que se acordó no representa 

mayor prevención ni la gravedad sufic iente que impida el otorgamiento del 

sustituto de Libertad Condicional. 

 

Sin embargo, debe advertirse que se han de conservar los preceptos 

jurisprudenciales en pro de la no vulneración al principio del NON BIS IN 

IDEM  y por otra parte se acentuará el anális is frente al tratamiento 

penitenciario del interno, cuyo origen fue la comisión de punible de HURTO 

CALIFICADO Y AGRAVADO, al ser para ese momento necesario a efectos 

de lograr la concreción de los f ines de readaptación social y 

reincorporación a activ idades líc itas.  

  

En consonancia del f in resocial izador de la pena y la prevención 

especial de la misma, “…el  j uez  de e jecuc ión  de pe nas  s i  b ien  pue de tene r  en  c uenta  la  

conduc ta  pun ib l e ,  l a  p erson a l idad y  an tec edentes  de t odo o rden  par a  e fec tos  d e e va luar  e l  

p roceso d e rea daptac i ón  soc ia l  de l  co nden a do en pr ocura  d e pro tege r  a  la  soc ieda d de  nuevas  

conduc tas  de l i c t i vas ,  en  to do cas o,  de be v a lorar  l a  con duc ta  pun ib le  ten ie ndo e n cu enta  las  

c i rcuns tanc ias ,  e leme ntos  y  cons i derac io nes  hechas  por  e l  j u ez  pena l  en  la  s entenc ia  



 

   

 

condena tor ia ,  s ean es tas  favo rab les  o  des f avor ab les  a l  o to rgami ento  d e la  l i ber tad  co nd ic iona l  

de  los  con dena dos ”  3 

 

Continuando con el anális is frente al cumplimiento de las exigencias 

de orden subjetivo, es del caso precisar que PINZÓN ZABALA, ha 

observado comportamiento cali f icado en el grado de bu ena, s in 

irregularidad o acontecimiento que permitiera deducir lo contrario, y al 

interior del penal no se observa en los documentos al legados anotación 

por sanción discipl inaria y aun cuando no se le han reconocido benefic ios 

administrativos en la fase de  tratamiento, presenta concepto favorable 4 

para el sustituto de trato.  

 

Esta s ituación, en las condiciones que se exponen denota su interés 

en resocial izarse, demostrando no sólo su actitud de cambio frente a las 

c ircunstancias que le l levaron al estado d e privación actual s ino un buen 

proceso resocial izador y de contera la posibi l idad de otorgarle una 

oportunidad para retornar a la sociedad.  

 

No obstante, lo anterior esta veedora de la pena encuentra reparo en 

lo que t iene que ver con el arraigo social y famil iar, lo que surge de la 

ausencia de elementos a través de los cuales se pueda colegir el lugar y 

personas donde vive, pues si b ien al legó recibo de servic io público del 

inmueble ubicado en la Carrera 5 No 28-23 Apartamento 710 del barrio 

Girardot de Bucaramanga, s in que se tenga claridad que no se trata de un 

sit io transitorio y contrario a el lo, se constate que efectivamente 

permanecerá al l í  en razón a los vínculos que lo unen, y exista seguridad 

 
3 Sentenc ia  T -64 0/17.  MP. :  Anton io  José L iz a razo Cam po.  
4 Reso luc ión  de l  41 0 0 0349  de l  29  de  feb rer o  de 2 024,  emi t i d o  p or  l a  D i recc i ón  de l  CPMS ERE de 
Bucarama nga.   



 

   

 

de dónde se ciñe su real arraigo, en el cual dará conti nuidad a su proceso 

de reinserción social.   

 

El lo por cuanto de la lectura de la carti l la biográfica se extrae que, 

para el momento de su captura, registró como sit io de residencia en la 

Calle 6 No 11-27 San Rafael de Bucaramanga , y no ofrece justif icación 

alguna para tal variación, así como tampoco precisa del por qué se afincan 

sus raíces famil iares hoy por hoy , en el barrio Girardotr. Lo que no aclaran 

las referencias famil iares y personales dado que aluden a sus cualidades, 

s ituación que en manera alguna contribuye a despejar las inquietudes 

entorno al arraigo. 

  

Ante la s ituación expuesta se  desnaturaliza el f in de las exigencias 

de la normativ idad penal, pues con la expedición de la actual legis lación 

se busca no sólo reducir los índices de hacinamie nto carcelario a través 

del otorgamiento de benefic ios como el de trato, s ino hacer efectivos la 

concreción de los f ines de readaptación social y de reincorporación a 

activ idades líc itas por parte de la persona privada de la l ibertad que 

permita suponer fundadamente que no existe necesidad de continuar con 

la ejecución de la pena; lo que para el caso concreto no se encuentra 

demostrado en las condiciones que se exponen.    

 

Sufic ientes las consideraciones para denegar por improcedente el 

sustituto de la l ibertad condicional, a l  no darse a favor del encartado los 

presupuestos que exige la ley v igente.  

 



 

   

 

En razón y mérito de lo expuesto, el JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN 

DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA;  

RESUELVE 

 

PRIMERO. -  DECLARAR  que ROBINSON PINZÓN ZABALA ,  ha 

cumplido una penalidad de SETENTA Y CUATRO (74) MESES CATORCE 

(14) DÍAS DE PRISIÓN, teniendo en cuenta la detención fís ica y la 

redención de pena. 

 

SEGUNDO. - NEGAR  a  ROBINSON PINZÓN ZABALA ,  e l sustituto de 

la l ibertad condicional al no da rse a su favor los requisitos del artículo 5 

de la Ley 890 de 2004 modif icado por la Ley 1709 de 2014, conforme se 

expuso en la motiva de este proveído.  

 

TERCERO. – ENTERAR  a las partes que contra la presente decis ión 

proceden los recursos de reposic ión y apelación. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

  

 

 

ALICIA MARTÍNEZ ULLOA 

Juez  

AR / 
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JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 

Bucaramanga, veintinueve  (29) de enero de dos mil veinticuatro (2024)  

 

ASUNTO REDENCION DE PENA –  CONCEDE /  OFICIO 

RADICADO NI  38452  (CUI  

68001. 60.00 .159. 2022 .0461 3 .00 )  

EXPEDIENTE  FIS ICO  

ELECTRONICO X  

SENTENCIADO (A)  SANDRA YOHANNA CHACON 

ACOSTA 

CEDULA 37.511. 003  

CENTRO DE 

RECLUSIÓN  

CPMSM BUCARAMANGA 

DIRECCIÓN 

DOMICILIARIA  

NO APLICA 

BIEN JURIDICO SEGURIDAD 

PUBLICA 

LEY906/200 4  x  LEY 600/200 0   LEY 1826/20 17   

 

ASUNTO 

 

Resolver la redención de pena en relación con el sentenciado 

SANDRA YOHANNA CHACON ACOSTA, identificada con la cédula de 

ciudadanía número 37.511.003 .   

 

ANTECEDENTES 

 

 El Juzgado Noveno Penal del Circuito con Función de Conocimiento 

de Bucaramanga, en sentencia  del 28 de noviembre de 2022,  condenó a 

SANDRA YOHANNA CHACON ACOSTA, a la pena de 54 MESES DE 

PRISIÓN  e INTERDICCIÓN DE DERECHOS Y FUNCIONES PÚ BLICAS por 

el término de la pena principal,  como responsable del deli to de 

FABRICACIÓN, TRÁFICO O PORTE DE ARMAS DE FUEGO, 

ACCESORIOS, PARTES O MUNICIONES.   Se le negaron la suspensión 

condicional de la ejecución de la pena y la pris ión domici l iaria.  

 

Su detención data del 3 de junio de 2022, por lo que l leva privada de 

la l ibertad 19 MESES 26 DÍAS DE PRISIÓN. Actualmente se halla privada 

de la libertad en Reclusión de Mujeres de Bucaramanga  por este 

asunto.  

 

PETICIÓN 
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Se allegan documentos para redención de pena con ofic io  

2023EE0198881  del 12 de octubre de 20231,  contentivos de certi f icados 

de cómputos y cali f icaciones de conducta para reconocimiento de 

redención de pena de la enjuic iada, que expidió el CPMSM de 

Bucaramanga. 

  

CONSIDERACIONES 

 

Entra el Juzgado a establecer la v iabil idad de otorgamiento de la 

redención de pena, conforme a los  cert i f icados de cómputos que remitió 

La Reclusión, para lo que procede a detal lar los  mismos. En cuanto a  

redención de pena se  avalarán: 

  

CERTIFICADO 

No.  

PERIODO 
HORAS DÍAS  

RECONOCIDOS CERTIFICADAS 

DESDE HASTA TRABAJO   ESTUDIO ENSEÑAN TRABAJO  ESTUDIO ENSEÑAN 

188749 12  
Marzo 

2023  
Mayo 20 23  164   234   10 .25  19.5   

189672 71  Jun io  202 3  
Agos to  

2023  
472     29 .5    

189813 87  

1 

sept iemb re 

2023  

30 

sept iemb re 

2023  

208     13    

TOTAL 52.75  19.5  
 

 

TOTAL 72 día s  

 

TOTAL REDIMIDO   

 

 

2  meses 1 2 día s  

 

 

 

Que le redime su dedicac ión intramuros en activ idades de trabajo y 

estudio en 2 meses 12 días, que sumados a las redenciones de pena 

reconocidas en autos anteriores -1 mes 8 días-  se t iene un total de pena 

redimida de 3 MESES 20 DÍAS DE PRISIÓN.   

 

Y al revisar la evaluación de la  conducta de la interna, se t iene que 

se cali f icó como buena/ejemplar y activ idad sobresaliente, ta l y como se 

plasma en los certi f icados del Consejo de Discipl ina, lo que permite 

reconocer la redención de pena que se enuncia, en atención a lo normado 

en el Código Penitenciario y Carcelario sobre este aspecto.  

 
1 Sub ido a l  Bes tDoc  e l  11  d e d ic iem bre de 20 23 .   
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Así las cosas, al sumar la detención fís ica y la redención de pena se 

t iene que la enjuic iada ha descontado una pena de 23 MESES 16 DÍAS DE 

PRISIÓN. 

 

En razón y mérito de lo expuesto, el JUZGADO SEGU NDO DE 

EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO .- OTORGAR a SANDRA YOHANNA CHACÓN ACOSTA, 

identificada con cédula de ciudadanía número 37.511.003 ,  una 

redención de pena por trabajo y estudio de 2 MESES  12 DÍAS DE 

PRISIÓN ,  por los meses a que se hizo alusión en la parte motiva de este 

proveído, para un total redimido de 3 MESES 20 DÍAS DE PRISIÓN . 

 

SEGUNDO.- DECLARAR  que SANDRA YOHANNA CHACÓN 

ACOSTA, ha cumplido una penalidad de 23 MESES 16 DÍAS DE PRISIÓN , 

a l sumar la detención fís ica y la redención de pena reconocida. 

  

TERCERO .- ENTERAR  a las partes que contra la presente decis ión 

proceden los recursos de reposic ión y apelación.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 

 

ALICIA MARTÍNEZ ULLOA 

JUEZ 

J U A N D G C  
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JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 

Bucaramanga,  catorce (14)  de febrero de dos mi l  ve in t icuat ro  (2024)  

 

AS UNT O  RE D E NCIO N D E  P E NA  –  CO NCE D E   

RADI CADO  NI 38452  (CUI 
68001 . 60 . 00 . 159 . 2022 . 04613 . 00 )  

E X P E DI E NT E   F IS ICO   

E LE CTRO NICO  X  

S E NT E NCI ADO  (A)  S A ND RA  Y O HA NNA  CHA CO N 
A CO S TA  

CE DUL A 37  511  003  

CE NT RO  DE  
RE CL US I Ó N  

CP M S M  B UCA RA M A NG A  

DI RE CCI Ó N 
DO M I CI L I ARI A  

NO  A P L ICA  

BI E N JURI DI CO  S E G URID A D  
P UB L ICA  

L E Y 906 / 2004 x  L E Y  600 / 2000   L E Y  1826 / 2017   

P E T I CI Ó N P ART E  x  O F I CI O    

 

ASUNT O 

 

Resolver  la  redención de pena en re lac ión con e l  sentenc iado 

SANDRA YOHANNA CHACON ACOST A, ident i f icada con la  cédula de 

ciudadanía número 37 511 003 .   

 

ANT ECEDENT ES 

 

 E l  Juzgado Noveno Penal  de l  Ci rcu i to  con Función de Conocimiento 

de Bucaramanga,  en sent enc ia de l  28 de nov iembre de 2022,  condenó a 

SANDRA YOHANNA CHACON ACOSTA, a la  pena de 54 MESES DE 

PRISIÓN  e  INTERDICCIÓN DE DERECHOS Y FUNCIONES PÚBLICAS por  

e l  término de la  pena pr inc ipa l ,  como responsable de l  de l i to  de 

FABRICACIÓN, T RÁFICO O PORT E DE ARMAS DE FUEGO, 

ACCESORIOS, PART ES O MUNICIONES.  Se le  negaron la  suspensión 

condic ional  de la  e jecuc ión de la  pena y  la  pr is ión domic i l ia r ia .   

 

Su detenc ión data de l  3  de jun io  de 2022,  por  lo  que l leva pr ivada d e  

la  l iber tad 20 MESES 11 DÍAS DE PRISIÓN.  Actua lmente se ha l l a  p r i v a d a  

de la  l ibertad en Reclusión de Mujeres de Bucaramanga  por  este 

asunto.   

 

PET ICIÓN 
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Se a l legan documentos para redención de pena con of ic io  

2024EE0030377 del  8  de febrero de 2024 1,  content ivos de cer t i f icados de 

cómputos y  ca l i f icac iones de conducta para reconocimiento de redención 

de pena de CHACÓN ACOSTA, que expid ió  e l  CPMSM de Bucaramanga.  

  

CONSIDERACIONES 

 

Entra e l  Juzgado a establecer  la  v iab i l idad de otorgamiento de la  

redención de pena,  conforme a los cer t i f icados de có mputos que remi t ió  L a  

Reclus ión,  para lo  que procede a deta l lar  los  mismos.  En cuanto a 

redención de pena se avalarán:  

  

CERT IFICADO FECHA T RABAJO EST UDIO ENSEÑANZA 

19078483 Oct  a  Dic /23  604   

 T OT AL  604   

T iempo redimido  37.75=  1 mes 7 días  

 

Que le  red ime su dedicac ión in t ramuros en act iv idades de t rab a j o  e n  

1 mes 7  días,  que sumados a las redenciones de pena reconocidas en 

autos anter iores - 3  m es  20  d ías -  se t iene un to ta l  de pena red imida de 4 

MESES 27 DÍAS DE PRISIÓN.   

 

Y a l  rev isar  la  evaluac ión d e la  conducta de la  in terna,  se t iene que 

se ca l i f icó como buena /e jemplar  y  act iv idad sobresal iente,  ta l  y  como se 

p lasma en los cer t i f icados del  Consejo de Disc ip l ina,  lo  que permi te  

reconocer  la  redención de pena que se enuncia,  en atención a lo  normado 

en e l  Código Peni tenc iar io  y  Carcelar io  sobre este aspecto.   

 

Así  las cosas,  a l  sumar la  detenc ión f ís ica y  la  redención de p e n a  s e  

t iene que la  en ju ic iada ha descontado una pena de 25 MESES 8 DÍAS DE 

PRISIÓN.  

 

En razón y  mér i to  de lo  expuesto,  e l  JUZGADO SEGUNDO DE 

EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA,  

 

RESUELVE 

 
1 S ub i d o  a l  B es t D oc  e l  14  d e  f eb re ro  d e  2024 .   
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PRIMERO .  -  OTORGAR a SANDRA YOHANNA CHACÓN ACOST A, 

una redención de pena por  t rabajo de 1 MES 7 DÍAS DE PRISIÓN ,  por  los  

meses a que se h izo a lus ión en l a  par te  mot iva de este  proveído,  para un 

to ta l  red imido de 4 MESES 27 DÍAS DE PRISIÓN .  

 

SEGUNDO. -  DECLARAR  que SANDRA YOHANNA CHACÓN 

ACOST A, ha cumpl ido una penal idad de 25 MESES 8 DÍAS DE PRISIÓN ,  

a l  sumar la  detenc ión f ís ica y  la  redención de pena reconocida.  

  

T ERCERO .  -  ENT ERAR  a  las par tes que contra la  present e  d e c i s i ó n  

proceden los recursos de repos ic ión y  apelac ión.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 

 

ALICIA MART ÍNEZ ULLOA  

JUEZ 

A R /  
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JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN DE PENAS  
Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

 

Bucaramanga, trece (13) de marzo de dos mil veint icuatro (2024 )  

 
 

ASUNTO SERVICIOS DE UTILIDAD PÚBLICA – NIEGA  

R ADIC ADO NI  39038   (CUI  544986001132 -  

2020-02247 -00)  

EXPEDIENTE  FISICO  

ELECTRONICO X 

SENTENCI ADO ( A)  PAOLA ANDREA VANEGAS PRADA  CEDUL A 1.010.001.599 de 

Bucaramanga  

CENTRO DE 

RECLUSIÓN 

CPMSM DE BUCARAMANGA  

DIRECCIÓN 

DOMICILIARI A 

NO APLICA  

BIEN JURIDICO  SALUDD 

PÚBLICA  

LEY906/2004  X  LEY 600/2000   LEY 1826/2017   

PETICIÓN X OFICIO  

 

ASUNTO 

 

Resolver la sol icitud de servicios de ut i l idad públ ica en relación con  

PAOLA ANDREA VANEGAS PRADA, identificada con cédula de 

ciudadanía número 1.010.001.599 de Bucaramanga. 

 

ANTECEDENTES 

 

 

El Juzgado Segundo Penal del Circuito con Función de  Conocimiento del 

Socorro, el  1 de marzo  de 2023, condenó a PAOLA ANDREA VANEGAS 

PRADA,  a la pena principal de 54  MESES DE PRISIÓN, multa de 2 

SMLMV  e INTERDICCIÓN DE DERECHOS Y FUNCIONES PÚBLICAS por 

el término de la pena de prisión,  como autora resp onsable del del ito de 

TRÁFICO, FABRICACIÓN O PORTE DE ESTUPEFACIENTES AGRAVADO .  

En la sentencia se le negaron la suspensión condicional de la ejecución de 

la pena y la pr isión domici l iar ia.  

 

Su detención data del 17 de abr il de 2022, por lo que l leva privada de la 

l ibertad VEINTIDÓS MESES VEINTISÉIS DÍAS DE PRISIÓN, que al 

sumarle la redención de  pena que se le reconoció de cuatro meses 

veint inueve días, se t iene un descuento de pena de VEINTISIETE MESES 
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VEINTICINCO DÍAS DE PRISIÓN.  .  Actualmente se hal la privada de la 

l ibertad en el CPMSM de Bucaramanga por este asunto.  

  

PETICIÓN 

 

La defensora de la interna reclamó el otorgamiento de los servicios de 

ut i l idad públ ica como mecanismo de prisión de que trata la Ley 2292 de 

2023.   Previo a decidir sobre la sol icitud de los servicios de ut i l idad 

pública como mecanismo de la pr isión que elevó la apoderada de la 

sentenciada,  este Despacho consideró  sol ic itar a la Asistencia Social de 

los Juzgados de Penas de esta ciudad, se traslade  a la Carrera 61ª # 14-

03 del Barrio Buenos Aires -Parte Baja- de Bucaramanga y se circunscr iba  

a su núcleo familiar ,  tendiente a recopi lar la información suf iciente para 

establecer las condiciones de marginalidad, y madre cabeza de famil ia en 

los términos de la ley 2292 de 2023.  

 

Se solicitó se  indague sobre las condiciones anter iores a su privación de 

l ibertad, con qué personas residía, su act ividad económica, aquel los que 

conformaban su núcleo familiar y el rol que desarrollaba al inter ior del 

mismo.  

 

Igualmente,  se  suministre la orientación para que se real ice la art iculación 

entre la confraternidad carcelaria y la interna, en la realización del plan de 

ejecución del servicio de ut i l idad públ ica; conforme a los requisitos 

señalados en el art ículo 2.2.1.14.1.2.C del Decreto 1 451 de 2023.  

 

Advirt ió también el Despacho que no fue posible establecer la propuesta 

dado que no se señaló la ent idad a la que desea vincularse, ni el t ipo de 

plaza, la descripción de la misma, así como tampoco no se t iene certeza 

sobre el área de desempeño, la act ividad a real izar, la intensidad horar ia y 

los resultados esperados, por lo que mediante auto del 30 de enero de 

2024, requir ió  a la penada,  así como a su defensora para que allegue  el 

plan de ejecución de servic ios de ut i l idad pública en el q ue se incluya la 

descr ipción del servic io de ut i l idad públ ica , la entidad, el NIT de la 

entidad, el per iodo de la act ividad, la intensidad horaria mensual 
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proyectada, el resultado esperado con la act ividad ; de acuerdo con el 

art ículo 2.2.1.14.1.2.C del Decreto 1451 de 2023.  

 

Arr ibado el informe de la Asistencia Social de los Juzgados de Penas y sin 

que se cuente con la aludida  información que s e requir ió se pronuncia el 

Despacho respecto  de la sol icitud que se invoca.  El informe social da 

cuenta de:  i .  Lugar de residencia, i i .  condición de madre cabeza de 

familia, i i i .  Personas a cargo y grado de dependencia,  iv. Situación 

sociofamil iar,  v. condiciones de marginal idad, vi. Convenios para 

vinculación a servicio.  

 

CONSIDERACIONES 

 

La creación de normas ta les como los servic ios de ut i l idad pública de que 

trata la Ley 2292 de 2023, como sustitut ivo a la pr ivación de la l ibertad, 

constituye avance signif icat ivo en procura de compensar las dist intas 

formas de discr iminación y marginal idad social de las mujeres , como grupo 

poblacional históricamente discriminado, buscando que la ejecución de la 

pena se adecue con sus necesidades habida cuenta de la forzosa 

part ic ipación en del i tos f rente a los cuales ellas y sus famil ias reciben el 

impacto desproporcionado ante la ausencia de polít ica criminal con 

enfoque restaurat ivo, propiciando la mínima intervención del derecho 

penal, estableciendo mecanismos alternativos para lograr los f ines de la 

pena con efectos en la reintegración social y la prevención de la 

del incuencia.   

 

De suerte que logren una auténtica cohesión con los mandatos 

internacionales tales como las reglas de Tokio y Bangkok, sobre la 

necesidad de que los Estados contemplen en su ordenamiento jur ídico 

medidas sobre tratamiento específ ico y diferenciado en  contraposición a la 

privat iva de la l ibertad como respuesta al comportamiento delict ivo con 

efectos de reintegración y reparación efect iva, y que no impliquen la 

separación de la mujer de su núcleo famil iar,  veamos: regla 59 – “En genera l ,  

se  u t i l i za rán medios  de p ro tecc ión que no supongan pr ivac ión de la  l i be r tad,  como a lbe rgues  

admin is t rados  po r  órganos  independientes ,  organ i zac iones  no gubernamenta les  u  o t ros  serv ic ios  

comuni ta r ios ,  pa ra  b r i nda r  pro tecc ión a  l as  mujeres  que la  requ ie ran.  Se ap l i carán me didas  

tempora les  de pr ivac ión de l a  l iber t ad pa ra pro teger  a  una  muje r  ún icamente cuando sea 

necesar io  y  lo  haya so l i c i tado exp resamente la  i n teresada,  y  en todos  los  casos  ba jo  la  
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superv is ión de las  autor i dades  jud ic ia les  u  o t ras  autor i dades  competentes .  Se de ja rán de ap l i car  

esas  medidas  de p ro tecc ión s i  se  opone a  e l las  la  i n t eresada ”  

 

Entonces en aras de abonar caracteres de dignidad y humanidad, así como 

propender por la reconstrucción del tej ido social ante los nocivos efectos 

de la pris ionalización, aunado a la necesidad de crear medidas 

diferenciales y con enfoque de género, surgen a la vida jur ídica como una 

alternativa a modo de acción af irmativa para las mujeres cabeza de 

familia, inmersas en conductas punibles a causa de su vulnerabil idad 

económica, para que cumplan su pena prestando servic io social a la 

comunidad.  

 

El art ículo 7 de la Ley 2292 de 2023 que adicionó el art ículo 38 I a la Ley 

599 de 2000 1,  consagra la medida alternat iva de prestación de servic ios de 

ut i l idad pública, en favor de la mujer quien para hacerse benef iciar ia debe 

haber sido condenada a pena igual o inferior de 8 años, o por unos 

específ icos delitos ,  excepto el contemplado en el art.  188D del CP, 

                                                           
1 “ ARTÍCULO 38I .  Requisi tos para  conceder  la  prestación de  servic ios de ut i l idad públ ica 
como sust i tut i va de la  pr is ión.  Son requ is i tos  p ara conceder  l a  pres tac ión de se rv ic i os  de 
u t i l i dad púb l ica :  1.  Que  l a  pena  impues ta  sea igua l  o  in fe r io r  a  ocho (8 )  años  o  s e t ra te  de 
condenas  impues tas  por  la  com is ión de  los  de l i tos  es tab lec idos  en los 
ar t ícu los  239,  240,  241,  375,  376 y  377 de l  Código Penal .  2.  Que la  condenada no tenga 
antecedentes  jud ic ia les ,  es to  es ,  una condena en f i rme dent ro  de los  c inco (5 )  años  anter i ores  a 
la  com is ión de l  de l i t o ,  sa lvo que se t ra te  de de l i tos  cu lposos ,  que t engan como pena p r inc ipa l  l a  
mul ta  o  que sea po r  los  m ismos  de l i tos  de l  numera l  ante r io r .  3.  Que l a  condenada mani f i es te  su 
vo luntad de v incu larse  l ib remente a  la  pena  sus t i tu t i va  de pres tac ión de s erv ic ios  de u t i l i dad  
púb l ica .  4 .  Que se demues t re  que es  madre cabeza  de fam i l ia ,  que para los  e fec tos  de es ta  ley 
será  entend ido c omo tene r  v íncu los  fam i l ia res ,  demos t rando que  la  condenada  e je rce la  je f a tura 
de l  hogar  y  t iene ba jo  su cargo  a fec t i va ,  económica y  soc ia lmente  de manera  pe rmanente  h i j os  
menores  o  pe rsonas  en cond ic ión de d iscapac idad permanente .  5 .Que la  conduc ta  a t r ibu ida a  la  
condenada no t ip i f i que e l  de l i to  es tab lec ido en e l  ar t ícu lo  188D de l  Código Penal .  6 .  Que se 
demues t re  que la  com is ión de l  de l i to  es tá  asoc iada a  cond ic iones  de marg ina l i dad que a fec tan la  
manutenc ión de l  hogar . 7.  Que l a  condenada comparezca pe rsona lmente ante  l a  autor i dad  jud ic ia l  
que v i g i le  e l  cumpl im iento  de l a  pena cuando f ue re  requer i da para  e l l o  o  en los  té rm inos  
acordados  en e l  p lan de se rv ic i os .  

E l  serv ic io  de u t i l i dad púb l ica  en los  térm inos  desc r i tos  podrá ap l i ca rse en los  casos  de concurso 
de conduc tas  pun ib les  y  de conc ier to  pa ra  de l i nqu i r ,  de confo rm idad con lo  es tab lec ido en e l  
ar t ícu lo  2  de l a  presente  ley.   

La medida consagrada en  la  p resente  ley no será  ap l i cab le  cuando l a  pena menor  a  ocho (8 )  
años  de p r is ión se re f ie ra  a l  t ipo  penal  de v io l enc ia  in t ra fam i l ia r  consagrado en e l  
ar t ícu lo  229 de l  Cód igo Penal .  

PAR ÁGR AFO.  S in  per j u ic i o  de l o  anter ior ,  dent ro  de los  se is  (6)  meses  s igu ientes  a  la  
promulgac ión de l a  p resen te  ley,  le  co r responderá a l  Gobierno Nac iona l  reg lam entar  la  mater i a  
con e l  f in  de que se susc r iban convenios  ent re  l a  Nac ión y  e l  D is t r i to  o  l os  munic ip ios  para e l  
cumpl im iento  de los  serv ic i os  de u t i l i dad púb l ica  en ent idades  de l  Es tado" .  
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además de la carencia de antecedentes, y en especial que se demuestre la 

condición de madre cabeza de familia, en la noción vinculo -afect iva,  

económica y social de jefe de hogar, así como la asociación del delito a 

condiciones de marginal idad que afecten la manutención del hogar; 

siempre y cuando la condenada asuma los compromiso ac orde con el plan 

de servic ios.  

 

Procede entonces el Juzgado a establecer la viabi l idad o no de la sol ic itud 

de servic ios de ut i l idad pública como medida sust itut iva de la pena de 

pris ión, previa verif icación de lo que obra en el expediente y el   impulso 

por parte del grupo interdiscipl inario de Asistencia Social,  as í como de los 

elementos normativos previstos en la Ley 2292 de 2023, y el Decreto 1451 

de 2023.  

 

Frente a la modalidad delictual  se t iene que la interna  se condenó por el 

del ito de tráf ico, fabricación o porte de estupefac ientes agravado, a la  

pena de 54 meses de pr isión, guarismo inferior al término de 8 años que 

prevé la norma; de lo que se colige que la interna no está incursa dentro 

de la prohibición del art.  7 numeral 5 de la Ley 2292 de 2023, que adicionó 

el art.  38I a la Ley 599 de 2000 , ni por el del ito de que trata el art.  229 del 

Código Penal; tampoco se encuentra inmersa en la restr icción a que alude 

a que la persona haya sido condenada dentro de los 5 años anteriores a la 

comisión del del ito, como se ver if ica en la consulta del s istema de gestión 

documental Just ic ia XXI 2.   

 

Seguidamente, se aborda el enfoque diferencial de género entorno a la 

condición de madre cabeza de famil ia , en los términos de la sentencia C 

256 de 2022 3,  es decir considerando el ámbito de aplicación que se 

                                                           
2 Cor te  Suprema de Jus t ic ia  SP,  28 oc t .  2009,  rad.  31.568:  “A l  es tud iar  la  demanda de  
cons t i tuc iona l idad promov ida cont ra  e l  a r t ícu lo  32 de la  Ley 1141 de 2007,  la  Cor t e 
Cons t i tuc iona l  re f iere  que la  expresión c inco años anter iores se ref ie re  a  la  fecha de la  
nueva condena penal .  Además ,  es  mani f ies to  que ta l  d isposición no re f iere ,  n i  táci tamente,  la  
fecha de los hechos .   
Sumado a l o  ante r io r ,  una  in terpre tac ión s is temát ica  de ta l  p recepto  pe rm i te  conc lu i r  que alude a  
la  obl igación de los funcionar ios judic ia les  de ver i f icar ,  a l  momento de emi t i r  una sentencia  
condenator i a ,  s i  contra  e l  mismo ciudadano  se  emi t ió  otra  decis ión jud ic ia l  dentro  del  
a ludido lapso de c inco años anter iores .  
En es te  orden de i deas ,  la  Sa la  conc luye que la  i n terpre tac ión rea l i zada po r  las  autor i dades  
jud ic ia l es  acc ionadas  no es  la  adecuada y ,  por  tanto ,  cons t i tuye un defec to  sus tant ivo  que 
hab i l i t a  l a  p ro tecc ión cons t i tuc iona l  f rente  a  dec is iones  de natu ra leza ju r isd icc iona l ,  pues  
contab i l i zaron e l  té rm ino de c inco años  a  par t i r  de l  momento en que JHON JAIRO RICAURTE 
CASTAÑEDA incu r r i ó  en l as  conduc tas  po r  las  que se  em i t ió  la  se gunda condena. ”  
3 Cor t e  Cons t i tuc iona l  -6  de  ju l io  de 2022 Expediente  OG165 MP.  Jorge Enr ique Ibáñez Naja r  
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circunscribe al c itado grupo poblacional,  el cual debe “ tener v ínculos 

fami l iares,  demostrando que la condenada ejerce la jefatura del hogar  y t iene 

bajo su cargo afect iva,  económica y soc ia lmente de manera p ermanente h i jos 

menores o personas en condic ión de d iscapac idad permanente”,  abiertamente 

contraria con la predicada en el art.  314 de la Ley 906 de 2004 y la Ley 

750 de 2002, conforme a la exposición de motivos de la Ley, pues aun 

cuando ut i l izan palabras  similares madre de famil ia o cabeza de familia, 

aluden a inst itutos jur ídicos de diversa naturaleza, así:   

 

         “aunque ex is ten normas en las que se consagran benefic ios penales 
para las madres cabeza de fami l ia (v .gr.  la  Ley 750 de 2002, ord inar iame nte 
éstas no se apl ican por  ausenc ia de parámetros interpretat ivos que 
determinen cuando una mujer es cabeza de hogar.  Por esa vía,  se propuso 
“una medida a lternat iva a la pr is ión para aquel las  mujeres cabeza de fami l ia  
condenadas por del i tos re lacionados con drogas y hur to s imple, que 
demuestren que la comis ión del del i to  estuvo asoc iada a condic iones de 
marginal idad que afectaban la manutenc ión del hogar”.  Con e l lo se busca 
minimizar e l  t rauma famil iar ,  soc ial  y  económico que causa e l  encarcelamiento 
de las  madres en sus hogares,  reduc ir  los  índices de hacinamiento carcelar io,  
hacer  efect ivo e l  pr inc ip io de proporc ional idad de la pena y,  sobre todo,  
d isminuir  los costos humanos,  económicos,  fami l iares y soc iales  de la  
pr ivac ión de la l iber tad”   

 

 En tal virtud, se dir ige a las mujeres pr ivadas de la l ibertad que 

constituyen el soporte afect ivo, económico del entorno famil iar y a causa 

de su actuar del ict ivo vieron f ragmentado su núcleo famil iar en función del 

cumplimiento de la condena, y para probar dicha  condición se arr imó 

informe de Asistencia Social,  real izado en el inmueble ubicado en la 

Carrera 61 A No. 14-03 del Barr io Buenos Aires  de Bucaramanga , vivienda 

familiar ,  donde residen la señora Olga Lucia Prada Bastos -madre de l a  in t erna - 

de 53 años de edad, los hijas de la interna, dos sobr inos y una hermana 

condición de discapacidad.   

 

En relación con  la  red de apoyo familiar ,  la progenitora de la in terna es la 

principal responsable del sostenimiento económico de la famil ia y el papá 

de las niñas  les aporta mercado cada quince días. Ha tenido que valerse 

la interna de la ayuda de su mamá y otros miembros de la familia con 

ocasión de su pr ivación de la l ibertad.  

 

De modo que, se encuentra demostrada la condición de jefe de hogar , en 

los términos de la Ley 2292 de 2023, es decir que convergen en su 
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persona las calidades de soporte afect ivo, económico y social de sus hijas 

menores de edad.   

 

Cont inuando con el análisis con el nexo causal entre la comisión del delito 

y las condiciones de marginal idad que afectan directamente la 

manutención del hogar , que constituye otro rasgo diferencial en pro de la 

disminución de la desigualdad y discriminación social en especial,  para 

aquel las mujeres madres en situación de vulnerabil idad socioeconómica; 

bajo la égida que tales condiciones de marginalidad inf luyeron en la 

comisión del del ito como una forma de mantener el sustento del hogar a 

cargo; y presentar soluciones con la adopción de medidas que no sólo 

reconocen el contexto en el cual se comete el del ito a part i r  del cual se 

debe propiciar la búsqueda de procesos de prevención del del ito y 

resocialización, así como restaurat ivos,  del que deriva el componente o 

enfoque restaurat ivo, que se traerá a colación más adelante.  

 

Valga la pena señalar que conforme lo señala la norma en cita, en manera 

alguna la marginalidad se circunscr ibe al postulado del art.  56 del Código 

Penal, s ino aquel la que afecta la manutención del hogar consecuencia de 

la desproporcionada carga socioeconómica del rol de cuidado, y la 

ausencia de oportunidades estructurales y reales para mit igar dicho vacío.  

 

Descendiendo al part icular, dicho aspecto queda claramente desvirtuado 

conforme a lo que quedó consignado en el informe de Asistencia Social,  

dado que en la entrevista la enjuic iada,  manif iesta que en el momento de 

la comisión del del ito fue engañada por su hermano para ingresar la droga 

en EPMSC del Socorro y af irma que el la no tenía conocimiento que lo que  

iba ingresar al restablecimiento carcelar io era droga.   

 

Se advierte una situación importante de resaltar y es que la sentenciada  

af irma que no tenía conocimiento que estaba cometiendo un del ito, pues   

no sabía que lo que ingresaba a la cárcel era droga. D e esta forma se 

puede evidenciar que no hay un arrepentimiento así como tampoco hay un 

nexo causal entre la comisión del del ito y las condiciones de marginal idad 

que afectan directamente la manutención del hogar , pues queda claro que 

la comisión del delito no se debió a esas condiciones , pues según su relato 
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el la no ejecutó el comportamiento delictual;  advirt iéndose la aceptación de 

cargos  como medida para lograr un disminución en la pena. 

 

No es posible entonces, señalar que se ha comet ido una conducta debido 

a unas supuestas condiciones de marginal idad si al mismo t iempo se 

señala que no se es responsable de los hechos por los que resultó 

condenada.  

 

 Pues de ser así,  dif íc i lmente podría darse consecución al ar t ículo 10 de la 

Ley 2292 de 2023 que adicionó el art.  38L a la ley 599 de 2000, en cuando 

al control de la medida de prestación del servic io de ut i l idad pública.  

      

 Bajos los parámetros enunciados, no se accederá a  la petic ión incoada de 

servic ios de ut i l idad pública , por no cumplir  con los requisitos que la ley ha 

determinado para su concesión.   

 

En razón y mérito de lo expuesto, el JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN 

DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO .  – NEGAR a  PAOLA ANDREA VANEGAS PRADA, identificada 

con cédula de ciudadanía número 1.010.001.599 de Bucaramanga, la 

prestación de servic ios de ut i l idad públ ica como medida sustitut iva de la 

pena de prisión, contemplado en el art ículo 7 de la Ley 2292 de 2023 que 

adicionó el art.  38I a la ley 599 de 2000, conforme a la motivación que se 

expone.  

 

SEGUNDO. – ENTERAR  a las partes que, contra la presente decisión, 

proceden los recursos de reposición y apelación.  

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  
 
 
 
 

 
ALICIA MARTÍNEZ ULLOA 

Juez  
m j  
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JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN DE PENAS  
Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

 

Bucaramanga, trece (13) de marzo de dos mil veint icuatro (2024) 

  

 
 

ASUNTO PRISIÓN DOMICILIARIA   –  CONCEDE  

R ADIC ADO NI  39038  (CUI  544986001132 -  

2020-02247-00)  

EXPEDIENTE  FISICO  

ELECTRONICO X 

SENTENCI ADO ( A)  PAOLA ANDREA VANEGAS PRADA  CEDUL A 1.010.001.599 de 

Bucaramanga  

CENTRO DE 

RECLUSIÓN 

CPMS M DE BUCARAMANGA 

DIRECCIÓN 

DOMICILIARI A 

NO APLICA  

BIEN JURIDICO  SALUDD 

PÚBLICA  

LEY906/2004  X  LEY 600/2000   LEY 1826/2017   

PETICIÓN X OFICIO   

 

 

ASUNTO 

 

Resolver la petición de  EJECUCIÓN DE LA PENA PRIVATIVA DE LA 

LIBERTAD EN LUGAR DE RESIDENCIA O MORADA DEL CONDENADO ,  

en apl icación  del art.  38 G de la Ley 599 de 2000, adicionado por el art.  

28 de la Ley 1709 de 2014, que se invoca en favor de PAOLA ANDREA 

VANEGAS PRADA, identificada con cédula de ciudadanía número 

1.010.001.599 de Bucaramanga. 

 

 

ANTECEDENTES 

 

 

El Juzgado Segundo Penal del Circuito con Función de Conocimiento de l 

Socorro, el  1 de marzo  de 2023, condenó a PAOLA ANDREA VANEGAS 

PRADA,  a la pena principal de 54  MESES DE PRISIÓN, multa de 2 

SMLMV  e INTERDICCIÓN DE DERECHOS Y FUNCIONES PÚBLI CAS por 

el término de la pena de prisión ,  como autora responsable del del ito de 

TRÁFICO, FABRICACIÓN O PORTE DE ESTUPEFACENTES AGRAVADO .  
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En la sentencia se le negaron la suspensión condicional de la ejecución de 

la pena y la pr isión domici l iar ia.  

 

Su detención data del 17 de abr il de 2022, por lo que l leva privada de la 

l ibertad VEINTIDÓS MESES VEINTISÉIS DÍAS DE PRISIÓN, que al 

sumarle la redención de  pena que se le reconoció de cuatro  meses 

veint inueve días, se t iene un descuento de pena de VEINTISIETE MESES 

VEINTICINCO DÍAS DE PRISIÓN.  .  Actualmente se hal la privada de la 

l ibertad en el CPMSM de Bucaramanga por este asunto.  

  

PETICIÓN 

 

En esta fase de la ejecución de la pena mediante el correo electrónico 

que se envió el  26 de febrero de 2024,1 la defensora solicita se le 

conceda a la interna la prisión domiciliaria que trata el art. 38 G del 

C.P., en tanto considera que reúne los requisitos para tal efecto. Adjunta 

con la petición con la siguiente documentación.   

 

- Factura de servicio público domiciliario de la ESSA ilgible.  

- Fotocopia de a cédula de ciudadanía de Olga Lucía Prada Basto. 

- Certificado laboral de Olga Lucía Prada Basto. 

- Manifestación escrita de Olga Lucía Prada Basto. 

- Registro civil de nacimiento de los hijos menores de edad de la 

interna.  

- Referencia personal  que firmó Mirabel Florez Gamboa  

- Referencia personal  que firmó Nubia Esperanza Jaimes. 

 

También se cuenta con el informe de la Asistencia social de los 

Juzgados de penas de esta ciudad, de fecha 12 de febrero de 2024, 

sobre verificación de condiciones para acceder a sustituto  penal. 

  

CONSIDERACIONES 

 

                                                           
1 Ingresado al Despacho el 3 de mayo de 2023-.Folios 65 y 66 
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Procede el Despacho a estudiar los presupuestos contenidos en el art ículo 

28 de la Ley 1709 de 2014, que adicionó el art ículo 38G de la Ley 599 de 

20002,  para ver if icar la procedencia o no de l benef icio aludido en favor de 

la condenada,  en procura de favorecer la reintegraci ón de la  condenada a 

la sociedad, mediante el cambio de internamiento, de los muros del 

establecimiento penitenciar io a los de su morada, siempre y cuando se 

cumplan unos puntuales requisitos y haya ejecutado la mitad de la pena 

impuesta. 

 

Con la expedición de la Ley 1709 de 2014, que con el art.  28 adicionó el 

art.  38 G a la Ley 599 de 2000,  la pena privat iva de la l ibertad se cumplirá 

en el lugar de residencia o morada del condenado cuando haya cumplido la 

mitad de la condena, se demuestre el arraigo famil iar y social  y se 

garantice mediante caución el cumplimiento de las obligaciones que la 

misma norma señala, desde luego, excepto en los casos en que el 

                                                           
2 “Art .  28.  Ad ic ionase un a r t ícu lo  38G a la  ley  599 de 2000,  de l  s igu iente  tenor :  
 
A r t ícu lo  38G.  La e jecuc ión de la  pena  p r iva t iva  de la  l iber tad se  cumpl i rá  en e l  l ugar  de 
res idenc ia  o  morada  de l  condenado  cuando  haya  cumpl ido la  m i tad de  la  condena y  concur ran  
los  p resupues tos  contemplados  en  los  numera les  3  y  4  de l  ar t ícu lo  38B 2 de l  presente  c ód igo,  
excepto  en los  casos  en que e l  condena do pe r tenezca a l  g rupo fam i l ia r  de  la  v íc t ima o  en 
aquel los  eventos  en que fue sentenc iado por  a lguno  de los  s igu ientes  de l i t os :  genoc id io ;  cont ra  
e l  de recho in t ernac iona l  humani ta r io ;  desapar ic i ón fo rzada;  secues t ro  extors i vo ;  t o r tu ra ;  
desp lazam iento  fo rz ado;  t rá f i co  de menores ;  uso de menores  de edad para  la  com is ión de  
de l i tos ;  t rá f i co  de m igrantes ;  t ra ta  de pe rsonas ;  de l i t os  cont ra  la  l iber t ad,  in teg r idad y  fo rmac ión 
sexua les ;  exto rs ión;  c onc ier to  pa ra  de l i nqu i r  ag ravado;  lavado de ac t ivos ;  te r ror ismo;  usurpac ión 
y  abus o de func iones  púb l i cas  con f ines  ter ro r is tas ;  f inanc iac ión de l  te r ro r ismo y de ac t iv i dades  
de de l i ncuenc ia  o rgan i zada;  adm in is t rac ión  de  recursos  con ac t iv i dades  t er ror is tas  y  de 
de l i ncuenc ia  organ izada;  f inanc iac ión de l  te r ror ismo y adm i n is t rac ión de recu rsos  re lac ionados  
con ac t iv idades  te r ror is t as ;  fabr ic ac ión,  t rá f i co  y  por te  de armas  y  munic iones  de uso  
res t r i ng ido,  uso pr iva t ivo  de las  fuerzas  armadas  o  exp los ivos ;  de l i tos  re l ac ionados  con e l  
t rá f i co  de es tupefac ientes ,  sa lvo los  con templados  en e l  ar t ícu lo  375  y  e l  inc is o  2o de l  a r t ícu lo  
376  de l  p resente  cód igo. ”     
 
Art ícu lo  38B .  Requis i tos  para c onceder  la  pr is ión dom ic i l ia r ia .  Son requ is i tos  para conc eder  l a  
pr is ión dom ic i l ia r ia :   
1 .  Que l a  sentenc ia  se imponga po r  conduc ta  pun ib le  cuya pena m ín ima prev is ta  en la  l ey  sea de 
ocho (8)  años  de p r is ión o  menos .   
2.  Que no se t ra t e  de uno de los  de l i tos  inc lu idos  en e l  inc iso  2o de l  ar t ícu lo  68A  de  la  Ley 599 
de 2000.   
3.  Que se demues t re  e l  a r ra igo f am i l ia r  y  soc ia l  de l  c ondenado .   
En todo caso co r responde a l  juez de conoc im iento ,  que imponga la  medida,  es tab lece r  con todos  
los  e lementos  de prueba a l legados  a  l a  ac tuac ión la  ex is tenc ia  o  inexis tenc ia  de l  ar ra igo.   
4.  Que se garant ice  mediante  cauc ión e l  cumpl im iento  de l as  s igu ientes  ob l igac iones :   
a)  No cambiar  de res idenc ia  s in  auto r i zac ión,  p rev ia  de l  func ionar i o  jud ic ia l ;   
b)  Que dent ro  de l  té rm ino que f i j e  e l  juez sean repa rados  los  daños  ocas ionados  con e l  de l i t o .  E l  
pago de l a  indemnizac ión debe asegurarse mediante  garant ía  pe rsona l ,  rea l ,  bancar i a  o  mediante  
acuerdo con la  v íc t ima,  sa lvo que demues t re  ins o lvenc ia ;   
c )  Comparecer  pers ona lmente ante  la  auto r idad jud ic i a l  que v i g i le  e l  cumpl im iento  de la  pena 
cuando fue re  requer ido pa ra e l l o ;   
d)  Perm i t i r  la  ent rada  a  la  res idenc ia  de  los  se rv ido res  púb l ic os  enca rgados  de  rea l i za r  l a  
v ig i lanc ia  de l  cumpl im iento  de la  rec lus ión.  Además  deberá cumpl i r  las  cond ic iones  de segur idad 
que l e  hayan s ido impues tas  en la  sentenc ia ,  las  con ten idas  en l os  reg lamentos  de l  Inpec  para e l  
cumpl im iento  de la  pr is i ón  dom ic i l ia r i a  y  l as  ad ic i ona les  que impus ie re  e l  Juez de E jecuc ión de 
Penas  y  Medidas  de Segur idad. ”  Subrayado de l  Juzgado.  
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condenado pertenezca al grupo famil iar de la víct ima o en aquel los 

eventos en que se sentenció por unos específ icos del itos .  

  

Frente al supuesto objet ivo según el cual el  sentenciado debe haber 

cumplido mínimo la mitad de la condena, que para e l asunto de trato 

equivale a 27 meses; se advierte que a la fecha  ha descontado 27 meses 

24 días de prisión, como ya se señaló; guarismo que supera  el 

presupuesto contenido en el canon normativo ya referenciado.  

 

Aunado a lo anter ior , se aborda el tema de las exc lusiones,  para concluir  

que la interna no  está incursa dentro de la prohibic ión del art .  28 de la ley 

1709 de 2014, que adicionó un art.  38G a la ley 599 de 2000, en cuanto a 

los delitos que al l í  se mencionan, pues aunque al l í están los del itos 

relacionados con el t ráf ico de estupefacientes se excluye los contemplados 

en el art.  375 y el inc. 2 del art.  376 del C.P, este últ imo por el que se 

condenó a esta persona.  De otro lado el enjuic iado no pertenece al grupo 

familiar de la víct ima, como se puede apreciar de la información obrante en 

el expediente.  De otro lado la enjuic iada  no pertenece al grupo famil iar de 

la víct ima, como se puede aprecia r de la información obrante en el 

expediente.     

 

En cuanto al cumplimiento de los presupuestos contemplados en los 

numerales 3 y 4 del art ículo 38B de la Ley 599 de 2000 adicionado por el  

art ículo 23 de la Ley 1709 de 2014 3,  en lo que t iene que ver con  el arraigo 

social y familiar que establece la norma en cita, conforme la información 

que verif icó la Asistencia Social de los Juzgados de Ejecución de Penas  de 

                                                           
3 A r t ícu lo  23.  Ad ic i onase un  ar t ícu lo  38B a la  Ley 599 de 2000,  de l  s igu iente  tenor :   
A r t ícu lo  38B.  Requis i tos  para c onceder  la  pr is ión dom ic i l ia r ia .  Son requ is i tos  para conc eder  l a  
pr is ión dom ic i l ia r ia :   
3 .  Que se demues t re  e l  a r ra igo f am i l ia r  y  soc ia l  de l  c ondenado.   
En todo  caso cor responde a l  juez de conoc im iento ,  que impo nga l a  medida,  es tab lece r  con todos  
los  e lementos  de prueba a l legados  a  l a  ac tuac ión la  ex is tenc ia  o  inexis tenc ia  de l  ar ra igo.  
  
4 .  Que se garant ice  mediante  cauc ión e l  cumpl im iento  de l as  s igu ientes  ob l igac iones :   
a )  No cambiar  de res idenc ia  s in  auto r i zac ión,  p rev ia  de l  func ionar i o  jud ic ia l ;   
b )  Que dent ro  de l  t é rm ino que f i j e  e l  juez sean repa rados  l os  daños  ocas ionados  con e l  de l i to .  E l  
pago de l a  indemnizac ión  debe asegura rse mediante  garant ía  pe rsona l ,  rea l ,  bancar i a  o  mediante  
acuerdo con la  v íc t ima,  sa lvo que demues t re  ins o lvenc ia ;   
c )  Comparece r  pe rsona lmente ante  la  autor i dad jud ic ia l  que v ig i le  e l  cumpl im iento  de la  pena  
cuando fue re  requer ido pa ra e l lo ;   
d )  Pe rm i t i r  la  ent rada  a  la  res idenc ia  de  los  se rv ido res  púb l ic os  enca rgados  de  rea l i za r  l a  
v ig i lanc ia  de l   
cumpl im iento  de la  rec lus ión.  Además  deberá cumpl i r  las  cond ic iones  de segur idad que le  hayan 
s ido impues tas  en  la  sentenc ia ,  las  conten idas  en los  reg lamentos  de l  Inpec  pa ra e l  cumpl im iento  
de la  pr is i ón dom ic i l ia r ia  y  las  ad ic iona les  que im pus iere  e l  Juez de E jecuc ión de Penas  y  
Medidas  de Segur idad.  

mailto:csjepbuc@cendoj.ramajudicial.gov.co


 

 

 

Palacio de Justicia “Vicente Azuero Plata”, oficina 338 

Tel.: (7) 6339300│E-mail: csjepbuc@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Horario de atención: 8:00 am – 4:00 pm 

 

 

esta ciudad, se t iene que la condenada  ha convivido con su progenitora  la 

señora Olga Lucia Prada  Basto,   en la  Carrera 61 A No. 14-03 del Barrio 

Buenos Aires  de Bucaramanga, quien en este momento que se encuentra 

privada de la l ibertad se ha hecho cargo de sus  niñas.    También 

manif iesta la señora Olga Lucia su voluntad de acoger a su hija en s u 

vivienda una vez recobre la l ibertad, donde ha vivido desde hace 

aproximadamente diez años, vivienda  que es de su hermano.  

 

Así las cosas,  se tiene se t iene que la condenada t iene un sit io donde 

vivir en la en la carrera 61 A No. 14-03 del Barr io Buenos Aires  de 

Bucaramanga, donde ha residido con su mamá,  y otros miembros  de su 

familia, quien manif iesta su voluntad de recibir la y apoyar la  en todo lo que 

necesita.  

 

Sobre el  cumplimiento de las exigencias para el tan preciado sustituto 

f rente al arraigo social y familiar que establece la norma en cita, ha de 

referenciarse como def ine el arraigo nuestro máximo Tribunal de Just icia 

ordinaria 4:  

 

“…comprendiéndose el arraigo como el establecimiento de una persona de 
manera permanente en un lugar, con ocasi ón de sus vínculos sociales, 
determinados, por ejemplo, por la pertenencia a una familia, a un grupo, a 
una comunidad, a un trabajo o actividad, así como por la posesión de 
bienes..”  
 

Al amparo de estos l ineamientos es posible inferir  la intención de  la 

enjuiciada de  permanecer en el s it io del que se der iva su arraigo, que es 

donde se encuentra su progenitora y sus hijas .   

 

De lo anter ior se puede colegir el cabal cumplimiento de las directr ices 

contenidas en la norma aludida.  Así  las cosas, se otorgará  a la  interna la 

ejecución de la pena privat iva de la l ibertad en lugar de residencia o 

morada del condenado en los términos del art.  28 de la ley 1709 de 2014, 

que adicionó un art .  38G a la ley 599 de 2000, debiendo previamente 

suscribir di l igencia de compromiso con las obl igaciones señaladas en el 

                                                           
4 SP918-  2016 rad icado 46.647 de l  3  de febrero  de 2106.  M.P.  Jose Leon idas  Bus tos  Mar t ínez  
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art ículo 23 de la ley 1709 de 2014, que adicionó un art ículo 38B a la Ley 

599 de 2000, garantizadas mediante caución  prendaría por  valor de 

$180.000 en efect ivo, que serán consignados en la cuenta de depósitos 

judiciales número 68001-2037-002,  que posee este Juzgado en el Banco 

Agrario de la ciudad. También se comprometerá el  condenado   a 

presentarse en las instalaciones del Palacio de Justic ia, el próximo martes 

26 de marzo de 2024 a las 2:00 p.m a la capacitación por parte del 

personal de Asistencia Social de los Juzgados de Penas de esta ciudad .  

 

Verif icado lo anter ior, se dispondrá por parte del INPEC el traslado de  

PAOLA ANDREA VANEGAS PRADA, a la Carrera 61 A No. 14-03 del Barrio 

Buenos Aires  de Bucaramanga.  

 

Finalmente, en cumplimiento del Decreto 1142 de 2016 y el ar t ículo 4 de la 

Resolución 4005 del 2016 y art ículo 1 de la Resolución 5512 de 2016, se 

deberá of iciar al penal a efectos de que adelante los trámites de su 

competencia, que permitan al interno  el acceso a los servic ios de salud 

que all í se est ipulan, conforme a su privación de l ibertad en su sit io de 

domici l io.  

 

Se le aclarará  a la Reclusión ,  que deberá hacer efect ivo el traslado de  la 

condenada a la dirección que se f i jó para cumplir la pr is ión domici l iar ia 

siempre que no pese una medida pr ivat iva de la l ibertad más restr ict iva 

que la que ahora se impone.  

  

Así también, se dispondrá que el INPEC controle el sust ituto penal 

otorgado a la interna ,  con el mecanismo de vigilancia electrónica, en los 

términos del art.   25 de la ley 1709 de 2014, el cual adiciona el art iculo 

38D de la Ley 599 de 2000, en los términos indicados en la motiva, con la 

aclaración que en caso de no contar con el mismo de igual manera 

procederá el traslado al domici l io.  

 

Por lo expuesto, el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de 

Seguridad de Bucaramanga,  

 

RESUELVE 
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PRIMERO .  CONCEDER  a  PAOLA ANDREA VANEGAS PRADA, 

identificada con la cédula de ciudadanía número 1.010.001.599 de 

Bucaramanga  de Bucaramanga, LA  EJECUCIÓN DE LA PENA 

PRIVATIVA DE LA LIBERTAD EN LUGAR DE RESIDENCIA O MORADA 

DEL CONDENADO ,  en los términos de la en los términos del art.  28 de la 

ley 1709 de 2014, que adicionó un art.  38G a la ley 599 de 2000, quien 

debe previamente suscribir di l igencia de compromiso con las obligaciones 

señaladas en el art ículo 23 de la ley 1709 de 2014, que adicionó un 

art ículo 38B a la Ley 599 de 2000, garantizadas mediante caución 

prendaría por $180.00 ,  en efectivo,  que serán consignados en la cuenta 

de depósitos judiciales número 68001-2037-002,  que posee este Juzgado 

en el Banco Agrario de la ciudad .   También se comprometerá la  condenada 

a  presentarse en las instalaciones del Palacio de Just ic ia, el próximo 

martes 26 de marzo de 2024 a las 2:00 p.m a la capacitación por parte del 

personal de Asistencia Social de los Juzgados de  Penas de esta ciudad 

 

SEGUNDO.   Verif icado lo anter ior, ORDENAR  al INPEC el traslado de  

PAOLA ANDREA VANEGAS PRADA,  a la Carrera 61 A No. 14-03 del 

Barrio Buenos Aires  de Bucaramanga.   

 

TERCERO. ACLARAR   al CPMSM BUCARAMANGA,  que deberá hacer 

efect ivo el traslado de PAOLA ANDREA VANEGAS PRADA ,  a la dirección 

que se f i jó para cumplir la pris ión domicil iar ia siempre que no pese una 

medida privat iva de la l ibertad más restr ict iva que la que ahora se impone.  

  

CUARTO :  OFÍCIESE a la Dirección del CPMSM BUCARAMANGA, a efectos 

de que adelante los trámites de su competencia, de acuerdo al Decreto 

1142 de 2016 y el ar t ículo 4 de la Resolución 4005 del 2016 y art ículo 1 de 

la Resolución 5512 de 2016, que permitan a  la interna  PAOLA ANDREA 

VANEGAS PRADA,  el acceso a los servicios de salud que all í se est ipulan, 

conforme se indicó en la parte motiva.  

 

QUINTO .  DISPONER  que el INPEC controle el sust ituto penal otorgado a  

PAOLA ANDREA VANEGAS PRADA, con el mecanismo de vigi lancia 

electrónica, en los términos del art.   25 de la ley 1709 de 2014, el cual 
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adiciona el art iculo 38D de la Ley 599 de 2000, en los términos indicados 

en la mot iva, con la aclaración que en caso de no contar con el mismo de 

igual manera procederá el traslado al domici l io.  

 

SEXTO.    Comunicar que contra esta decisión proceden los recursos de 

reposición y apelación.  

 

NOTIFÍQUESE  Y  CÚMPLASE 

 

 

 

ALICIA MARTÍNEZ ULLOA 

JUEZ 

 
 
m j  
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DAR COPIA DE ESTA ACTA A LA CONDENADA 
 

 
DILIGENCIA DE COMPROMISO 38G 

CUI 544986001132-2020-02247-00    N.I.  39038  

 
En                   ,  Hoy _______de _______________de 2024, ante Funcionar io del 
INPEC,    la señora  PAOLA ANDREA VANEGAS PRADA ,  identif icada con la 
cédula de ciudadanía número 1.010.001.599 de Bucaramanga,  se comprometió 
a cumplir  las  s iguientes obl igaciones previstas en e l  ar t .  23 que adic ionó un 
art ícu lo 38B a la Ley 599 de 2000,  de conformidad con lo dispuesto por la  señora 
Juez Segundo de Penas de es ta c iudad,   en auto del  13  de marzo de 2024,  
mediante e l  cual  le  concede la SUSTITUCIÓN de la ejecuc ión de la pena en 
establec imiento carcelar io por  la  del LUGAR DE RESIDENCIA.  
 

a) No cambiar de residencia sin autorización, previa del funci onario 
judicial;  
b) Que dentro del  término que fije  el juez sean reparados los daños 
ocasionados con el delito. El pago de la indemnización debe asegurarse 
mediante garantía personal, real , bancaria o mediante acuerdo con la 
víctima, salvo que demuestre insolvencia;   
c) Comparecer personalmente ante la autoridad judicial que vigile el 
cumplimiento de la pena cuando fuere requerido para ello;  
d) Permitir la entrada a la residencia de los servidores públicos encargados 
de realizar la vigilancia del  cumplimiento de la reclusión. Además deberá 
cumplir las condiciones de seguridad que le hayan sido impuestas en la 
sentencia, las contenidas en los reglamentos del Inpec para el cumplimiento 
de la prisión domiciliaria y las adicionales que impusiere el Juez de 
Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad.  
e)  Presentarse a las instalaciones del Palacio de  Justicia, el próximo 
martes 26 de marzo de 2024 a las 2:00 p.m a la capacitación por parte 
del personal de Asistencia Social de los Juzgados de Penas de esta 
ciudad. 
 
Para garantizar las obl igaciones  que de la prisión domicil iar ia se derivan 
el condenado prestara caución prendaria en efect ivo.  
 
la  sentenciada cumplirá el sust ituto penal  en la  Carrera 61 A No. 14-03 del 
Barr io Buenos Aires  de Bucaramanga .  
Correo electrónico :    
Teléfono :  
Se advierte a la comprometida  que el  Incumpl imiento de cualquiera de las 
obl igac iones contraídas, la evas ión o incumpl imiento con la rec lus ión o s i 
fundadamente aparece que cont inúa desarro l lando act iv idades del ic t ivas,  serán 
motivos  para hacer efect iva la pena de pr is ión en Establec imiento Carcelar io.  
 
No s iendo otro e l objeto de la presente d i l igenc ia, f i rman los que en e l la 
interv in ieron una vez leída y aprobada.  

 
 

COMPROMETIDA 
FUNCIONARIO INPEC 
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JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

 

Bucaramanga, veintinueve (29) de enero de dos mil veinticuatro (2024)  

 

                                                   

ASUNTO REDENCIÓN DE PENA (concede)  

RADICADO NI  39716  
(CUI  6800 1 600 0 15 9 201 9 028 76 0 0 )   
 

EXPEDIENTE  FÍS ICO  

ELECTRÓNICO x  

SENTENCIADO (A)  ANGI  YURLEY ACEVEDO THOMAS  CÉDULA 1 098 7 21 8 52  

CENTRO DE 
RECLUSIÓN  

CPMSM DE BUCARAMANGA 

DIRECCIÓN 
DOMICILIARIA  

 
NO APLICA 

BIEN JURIDICO Segur idad 
Púb l i ca  

LEY906/200 4   
X 

LEY 600/200 0   LEY 1826/20 17   

PET ICIÓN PARTE X  OFICIO   

 

ASUNTO 

Resolver de la redención de pena en relación con la sentenciada 

ANGI YURLEY ACEVEDO THOMAS, identificada con la cédula de 

ciudadanía número 1 098 721 852 .   

 

ANTECEDENTES 

 

El Juzgado Séptimo Penal del  Circuito con Funciones de 

Conocimiento de Bucaramanga , en sentencia proferida el 4 de agosto de 

2023 condenó a ANGI YURLEY ACEVEDO THOMAS  a la pena de 54 

MESES DE PRISIÓN al hallarlo responsable del deli to de FABRICACIÓN, 

TRÁFICO, PORTE O TENENCIA DE ARMAS DE FUEGO, ACCESORIOS, 

PARTES O MUNICIONES e INTERDICCIÓN DE DERECHOS Y FUNCIONES 

PÚBLICAS por el  mismo término de la pena principal . Se le negó la 

suspensión condicional de la ejecución de la pena y la pris ión domici l iaria.   

 

Su detención data del 1 de septiembre de 2023, y l leva a la fecha en 

privación de la l ibertad CUATRO (4) MESES VEINTIOCHO (28)  DÍAS DE 

PRISIÓN.  Actualmente privada de la l ibertad en el CPMSM de 

Bucaramanga  por este asunto.   

 

PETICIÓN 
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Se allega documentos para redención de pena con o fic io 

2023EE0251213 del 19 de dic iembre de 2023 1,  contentivos de los 

certi f icados de cómputos y cali f icaciones conductas para reconocimiento 

de redención de pena de ACEVEDO THOMAS, expedidas por el CPMSM de 

Bucaramanga. 

 

CONSIDERACIONES 

 

Entra el Juzgado a  establecer la v iabil idad de otorgamiento de la 

redención de pena, conforme a los certi f icados de cómputos remitidos por 

el penal, para lo que procede a detal lar los mismos, señalando que , en 

cuanto a redención de pena, no se le avalaran los s iguientes cóm putos: 

 

CERTIFICADO FECHA TRABAJO ESTUDIO ENSEÑANZA 

19053962 Oct a Dic/23  174 80 

 TOTAL   174 80 

Tiempo redimido 24.5 días = 24 días 

 

Lo que le redime su dedicación intramural 24 DÍAS DE PRISIÓN.  

 

Y al revisar la evaluación de la conducta del interno , se t iene que se 

cali f icó como buena y activ idad sobresaliente, ta l y como se plasma en los 

certi f icados del Consejo de Discipl ina, lo que permite reconocer la 

redención de pena que se enuncia, en atención a lo normado en el Código 

Penitenciario y Carcela rio sobre este aspecto.  

 

Así las cosas, al sumar la detención fís ica y las redenciones de pena 

reconocidas, se t ienen una penalidad cumplida de CINCO (5) MESES 

VEINTIDOS (22) DÍAS DE PRISIÓN. 

 

En razón y mérito de lo expuesto, el JUZGADO SEGUNDO DE 

EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA , 

 

RESUELVE 

 

 
1 Ingres ado a l  J uzgad o e l  27  de d ic ie mbr e de 2023  

mailto:csjepbuc@cendoj.ramajudicial.gov.co


                                                   
 

 

 

 
Palac io  de Jus t i c ia  “V icente  Azue ro  P la ta” ,  o f i c ina  338  

Te l . :  (7 )  63 3930 0│E -mai l :  cs je pbuc@cend o j . r amajud ic ia l .g ov .co  
Horar io  de  a te nc ión :  8 :00  am –  4 :00 pm  

PRIMERO .  -  OTORGAR a ANGI YURLEY ACEVEDO THOMAS, una 

redención de pena por  estudio y enseñanza de  24 DÍAS DE PRISIÓN ,  por 

los meses a que se hizo alusión en la parte motiva de este proveído . 

  

SEGUNDO. - DECLARAR que ANGI YURLEY ACEVEDO THOMAS , 

ha cumplido una penalidad CINCO (5) MESES VEINTIDOS (22) DÍAS DE 

PRISIÓN, teniendo en cuenta la detención fís ica y la redención reconocida . 

 

TERCERO. - ENTERAR a las partes que contra la presente decis ión  

proceden los recursos de reposic ión y apelación.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 

 

 

ALICIA MARTÍNEZ ULLOA 

Juez  

 

AR / 
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JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE 

BUCARAMANGA. 

 

Bucaramanga, trece (13) de marzo de dos mil veinticuatro (2024) 

 ASUNTO REDENCION DE PENA,  PERMISO DE HASTA 72 HORAS PARA SALIR DEL 

PENAL Y PRISION DOMICILIARIA  

R ADIC ADO NI .2274  
CUI  050016000206200821399  
 

EXPEDIENTE  FISICO  

ELECTRONICO  x  

SENTENCI ADO ( A)  JUAN CARLOS LONDOÑO MEJIA  CEDUL A 1.128.428.077  

CENTRO DE 

RECLUSIÓN 

CPAMS GIRÓN 

BIEN JURIDICO  VIDA Y 

SEGURIDAD 

PUBLICA  

LEY 

906/2004  

X  LEY 600/2000   LEY 1826/2017   

 

ASUNTO A TRATAR 

 

Resolver la solicitud de redención de pena, permiso administrativo de 72 horas para ausentarse 

del penal y prisión domiciliaria deprecadas a favor de JUAN CARLOS LONDOÑO MEJIA 

identificado con C.C. 1.128.428.077, privado de la libertad en el CPAMS GIRÓN. 

 

CONSIDERACIONES 

 

1.- JUAN CARLOS LONDOÑO MEJIA cumple una pena de 506 meses de prisión e inhabilitación 

para el ejercicio de derechos y funciones publicas por el termino de 20 años, en atención a la 

sentencia proferida el 13 de agosto de 2009 por el Juzgado Quince Penal del Circuito con 

funciones de conocimiento de Medellín, por el delito de homicidio agravado en concurso con porte 

ilegal de armas de fuego de defensa personal, la cual fue confirmada el 25 de noviembre de 2009 

por el H. Tribunal Superior Sala Penal de Medellín, se le negaron los subrogados penales. 

 

2.- El 13 de agosto de 2024 el Despacho avocó conocimiento de la presente causa de 

conformidad con lo dispuesto en los Acuerdos PCSJA22-12028 del 19 de diciembre de 2022 y 

CSJAA23-156 del 12 de abril de 2023. 

 

3. REDENCIÓN DE PENA 

 

3.1 Para efectos de redención de pena se allegan los siguientes cómputos: 

 

CERTIFICADO 

No. 

PERIODO HORAS 

CERTIFICADAS 
ACTIVIDAD 

REDIME 

DESDE HASTA HORAS DÍAS 

18423965 01/10/2021 31/12/2021 372 ESTUDIO 372 31 

18604980 01/01/2022 17/01/2022 60 ESTUDIO 60 5 

18604980 18/01/2022 30/06/2022 1080 TRABAJO 1080 67.5 



 
 
 
 

  

• Certificados de calificación de conducta 

 

N° PERIODO GRADO 

CONSTANCIA 18/09/2021-30/09/2023 BUENA 

 

3.2.- Así las cosas, las horas certificadas y que han sido referidas anteriormente le representan 

al sentenciado 273.5 días ( 9 meses 3.5 días) de redención por las actividades realizadas en el 

penal; atendiendo que la conducta del mismo ha sido calificada en el grado buena y su 

desempeño como sobresaliente, por lo que procede dicho reconocimiento con fundamento en lo 

normado en los artículos 82, 97 y 98 de la ley 65 de 1993. 

 

3.3 El ajusticiado ha estado privado de la libertad por este proceso desde el 24 de septiembre 

de 2008, por lo que a la fecha ha descontado un término físico de 185 meses 19 días. 

 

3.4.- En sede de redenciones deben sumarse las siguientes:  

Lo que arrojan un total de 57 meses 5 días. 

 

3.5.- Así las cosas, en total – sumado el tiempo físico y la redención atrás señalada – la 

sentenciada ha descontado la cantidad de 242 meses 24 días. 

 

4 DE LA AUTORIZACIÓN DEL PERMISO ADMINISTRATIVO DE HASTA 72 HORAS:  

 

4.1.- De conformidad con el principio de reserva judicial, es competencia de este Despacho, 

resolver de fondo lo concerniente al permiso administrativo para salir del penal hasta por 72 horas, 

puesto que la posibilidad de salir en libertad, así sea por un breve lapso, radica en las autoridades 

judiciales. 

18680777 01/07/2022 30/09/2022 632 TRABAJO 632 39.5 

18768099 01/10/2022 31/12/2022 632 TRABAJO 632 39.5 

18861992 01/01/2023 31/03/2023 616 TRABAJO 616 38.5 

18927978 01/04/2023 27/04/2023 184 TRABAJO 184 11.5 

18927978 28/04/2023 30/06/2023 252 ESTUDIO 252 21 

19033330 01/07/2023 31/08/2023 240 ESTUDIO 240 20 

TOTAL REDIMIDO 273.5 

30/10/2012  7 MESES Y 5 DIAS  

29/11/2013  5 MESES Y 5 DIAS  

11/12/2014  6 MESES Y 5 DIAS  

20/11/2015  4 MESES Y 14 DIAS  

28/07/2016  3 MESES Y 25 DIAS  

16/08/2016  3 MESES Y 20 DIAS  

03/09/2018  3 MESES Y 15 DIAS 

21/05/2019  2 MESES Y 20 DIAS  

02/03/2020  1 MES Y 1 DIA  

28/02/2022  6 MESES Y 3 DIAS  

21/06/2022  4 MESES Y 8.5  DIAS  

13/03/2024  9 MESES 3.5 DÍAS  



 
 
 
 

  

4.2.- Lo anterior como quiera que, el beneficio administrativo implica un cambio de las condiciones 

de cumplimiento de la condena, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 38 de la ley 906 de 

2004, razón suficiente para que - de acuerdo al derrotero trazado por la Corte Constitucional, la 

competencia del asunto radique en “…el juez de penas, lo anterior sin perjuicio de la colaboración 

armónica que debe existir entre el ejecutivo y la Rama Judicial…”1 

 

4.3.- El beneficio administrativo de las 72 horas debe estudiarse acorde a al artículo 147 del 

Código Penitenciario, regulado por los Decretos 1542 de 1997 y 232 de 1998, en los que se 

establece:  

 

“ARTÍCULO 147. PERMISO HASTA DE SETENTA Y DOS HORAS. La Dirección del Instituto Penitenciario 

y Carcelario podrá conceder permisos con la regularidad que se establecerá al respecto, hasta de setenta 

y dos horas, para salir del establecimiento, sin vigilancia, a los condenados que reúnan los siguientes 

requisitos: 1. Estar en la fase de mediana seguridad. 2. Haber descontado una tercera parte de la pena 

impuesta. 3. No tener requerimientos de ninguna autoridad judicial. 4. No registrar fuga ni tentativa de ella, 

durante el desarrollo del proceso ni la ejecución de la sentencia condenatoria. 5. <Numeral modificado por 

el artículo 29 de la Ley 504 de 1999. El nuevo texto es el siguiente:> Haber descontado el setenta por 

ciento (70%) de la pena impuesta, tratándose de condenados por los delitos de competencia de los Jueces 

Penales de Circuito Especializados. 6. Haber trabajado, estudiado o enseñado durante la reclusión y 

observado buena conducta, certificada por el Consejo de Disciplina. Quien observare mala conducta 

durante uno de esos permisos o retardare su presentación al establecimiento sin justificación, se hará 

acreedor a la suspensión de dichos permisos hasta por seis meses; pero si reincide, cometiere un delito o 

una contravención especial de policía, se le cancelarán definitivamente los permisos de este género.”  

 

4.4.- Por su parte el decreto 232 de 1998 contempla como requisitos adicionales:  

 

“1. Que el solicitante no se encuentre vinculado formalmente en calidad de sindicado en otro proceso penal 

o contravencional, 2. Que no existan informes de inteligencia de los organismos de seguridad del Estado 

que vinculen al solicitante del permiso, con organizaciones delincuenciales, 3. Que el solicitante no haya 

incurrido en una de las faltas disciplinarias señaladas en el artículo 121 de la Ley 65 de 1993, 4. Que haya 

trabajado, estudiado o enseñado durante todo el tiempo de reclusión y, 5. Haber verificado la ubicación 

exacta donde el solicitante permanecerá durante el tiempo del permiso…” 

 

4.5.- En ese orden de ideas, acerca del análisis de los requisitos establecidos para la concesión 

del beneficio deprecado, tenemos lo siguiente: 

 

4.5.1.- El sentenciado mediante Acta N° 421-0122022 del 28 de abril de 2022 fue calificado en 

fase de tratamiento correspondiente a MEDIANA SEGURIDAD, por lo que ítem respecto a la fase 

de seguridad está superado. 

 

4.5.2.- El PL purga una pena acumulada de 506 meses de prisión, ahora bien, la tercera parte de 

la pena impuesta equivale a 168 meses, tiempo que ya se superó en el caso concreto dado que, 

sumado el tiempo físico y las redenciones, ha descontado la cantidad de 242 meses 24 días, 

superándose este aspecto objetivo. 

 

                                                           
1 Sentencia T-972 de 2005. 



 
 
 
 

  

4.5.3.- No obstante, obra dentro del expediente y en la cartilla biográfica que el sentenciado 

registra la siguiente actuación administrativa de índole disciplinario, a saber; (i) Radicado 421-

073 del 21/02/2018 perdida de redención hasta 60 a 120 días, conducta que se encuentra 

cumplida, (ii) Radicado 210-19 por presunto hallazgo de elementos prohibidos, así como asumir 

conductas dirigidas a menoscabar la seguridad y tranquilidad del Centro de Reclusión, proceso 

en el cual fue absuelto y; (iii) Radicado 093-21 por el presunto hallazgo de elementos prohibidos 

“celular” partes y/o accesorios, radio USB y billetes, así como asumir conductas dirigidas a 

menoscabar la seguridad y tranquilidad del Centro de Reclusión, proceso se que se encuentra 

pendiente a tomar decisión de fondo por parte del consejo de disciplina del CPAMS GIRÓN. 

 

4.5.4.- Obra dentro del expediente el informe rendido por el director del CPAMS GIRÓN, conforme 

al cual puede establecerse que al ajusticiado JUAN CARLOS LONDOÑO se ha hecho verificación 

favorable del sitio donde permanecería durante el permiso, esto es, la CALLE 105 No 72ª-50 

Barrio Pedregal de Medellín (A), siendo depositario su hermana TATIANA ESTEFANIA 

LONDOÑO MEJIA; que el sentenciado durante su permanencia en el panóptico ha mantenido 

una conducta en el grado de buena y ejemplar, no registra fugas o intentos de fuga durante el 

tiempo que lleva recluido en el centro carcelario, no se encuentra vinculado a otro proceso penal 

o contravencional en calidad de sindicado, que de acuerdo con lo informado al penal por la 

INTERPOL y SIPOL, no se tiene conocimiento de posible vinculación con organizaciones 

delincuenciales; y mediante acta 421-0122022 del 28 de abril de 2022 su fase de tratamiento 

penitenciario en MEDIANA SEGURIDAD. Con el mencionado informe se allegaron los 

correspondientes soportes documentales. 

 

4.5.6.- Así las cosas, el proceso de resocialización progresivo que viene adelantando el interno, 

lo hace merecedor de la confianza del Despacho para que inicie su trámite de reinserción a la 

comunidad por el lapso del permiso de hasta 72 horas para salir del establecimiento penitenciario 

sin vigilancia que se concederá. Lo anterior como quiera que, si bien fue sancionado con pérdida 

de redención de 60 a 120 días, ello ocurrió en el 2018 y la sanción ya se aplicó, ahora por cuenta 

del Rad: 210-19 fue absuelto y, respecto del Rad 093-21 no existe decisión de fondo por lo que 

no puede afirmarse que incurrió en falta disciplinaria, en virtud del principio de presunción de 

inocencia. 

 

4.5.7.- Una de las funciones de la pena es la prevención especial positiva, que consiste en buscar 

la resocialización del condenado, respetando su autonomía y dignidad humana, pues el objeto 

del derecho penal no es excluir al infractor de la sociedad, sino promover su reinserción mediante 

un proceso resocializador fundado en el principio de progresividad. 

 

4.5.8.- La evaluación de dicho proceso no puede ser de manera aislada sino a través de un 

estudio integral, que conlleve a establecer si se encuentra lo suficientemente interiorizado su 

proceso de resocialización a efectos de ser retornado a la sociedad, así sea por poco tiempo. 



 
 
 
 

  

 

4.5.9.- La competencia del ejecutor para decidir sobre este beneficio, le impone la obligación de 

verificar si la situación del sentenciado que depreca el permiso de 72 horas corresponde con la 

normativa aplicable; tal y como acontece en este evento. 

4.5.10.- En consecuencia, reunidos todos los presupuestos legales, se concederá el beneficio 

administrativo de permiso de salida del penal hasta por 72 horas a favor del sentenciado JUAN 

CARLOS LONDOÑO MEJIA, por ende, se ordenará a la Dirección del Penal para que, previas 

las gestiones internas se fije el día y las horas durante las cuales el encartado entrará a gozar del 

permiso en mención, en cuyo propósito es que el sentenciado aproveche esta oportunidad y le 

demuestre a la justicia y a la comunidad su alegado óptimo proceso de resocialización; en caso 

de evadirse, conduciría no solo a la revocatoria del beneficio, sino a la expedición de la orden de 

captura y compulsa de copias para la investigación penal por el delito de fuga de presos. 

 

4.5.11.- Así mismo se le informa al director de la Penitenciaría que mientras se esté cumpliendo 

a cabalidad con lo ordenado en este auto, no será necesario nuevo pedimento o solicitud en el 

mismo sentido, no obstante, cualquier anomalía o fuga deberá ser informada inmediatamente, 

para lo pertinente, al igual que una vez sea resuelto el proceso administrativo disciplinario con el 

que cuenta mediante Radicado 093-21 sea informado a este Despacho para los fines pertinentes.  

 

4.5.12.- Cabe advertir que en principio y durante el primer año el permiso será cada DOS 

MESES luego de lo cual, en caso de no existir anomalía alguna, desde ya se advierte que deberá 

otorgarse cada mes. 

 

5. DE LA PRISION DOMICILIARIA  

 

5.1.- El sentenciado solicitó que se le otorgue la prisión domiciliaria de conformidad con el artículo 

38 G de la ley 599 de 2000, que reza: 

 

“ARTÍCULO 38G. La ejecución de la pena privativa de la libertad se cumplirá en el lugar de residencia o 

morada del condenado cuando haya cumplido la mitad de la condena y concurran los presupuestos 

contemplados en los numerales 3 y 4 del artículo 38B del presente código, excepto en los casos en que el 

condenado pertenezca al grupo familiar de la víctima o en aquellos eventos en que fue sentenciado por 

alguno de los siguientes delitos: genocidio; contra el derecho internacional humanitario; desaparición 

forzada; secuestro extorsivo; tortura; desplazamiento forzado; tráfico de menores; uso de menores de edad 

para la comisión de delitos; tráfico de migrantes; trata de personas; delitos contra la libertad, integridad y 

formación sexuales; extorsión; concierto para delinquir agravado; lavado de activos; terrorismo; usurpación 

y abuso de funciones públicas con fines terroristas; financiación del terrorismo y de actividades de 

delincuencia organizada; administración de recursos con actividades terroristas y de delincuencia 

organizada; financiación del terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades 

terroristas; fabricación, tráfico y porte de armas y municiones de uso restringido, uso privativo de las fuerzas 

armadas o explosivos; delitos relacionados con el tráfico de estupefacientes, salvo los contemplados en el 

artículo 375 y el inciso 2o del artículo 376 del presente código…” 

 

A su vez los numerales 3 y 4 del artículo 38 B adicionado por el artículo 23 de la Ley 1709 de 

2014, a los cuales remite esta norma, señalan: 



 
 
 
 

  

 

“3. Que se demuestre el arraigo familiar y social del condenado…En todo caso corresponde al juez de 

conocimiento, que imponga la medida, establecer con todos los elementos de prueba allegados a la 

actuación la existencia o inexistencia del arraigo……4. Que se garantice mediante caución el cumplimiento 

de las siguientes obligaciones: a) No cambiar de residencia sin autorización, previa del funcionario judicial; 

b) Que dentro del término que fije el juez sean reparados los daños ocasionados con el delito. El pago de 

la indemnización debe asegurarse mediante garantía personal, real, bancaria o mediante acuerdo con la 

víctima, salvo que demuestre insolvencia; c) Comparecer personalmente ante la autoridad judicial que vigile 

el cumplimiento de la pena cuando fuere requerido para ello; d) Permitir la entrada a la residencia de los 

servidores públicos encargados de realizar la vigilancia del cumplimiento de la reclusión. Además deberá 

cumplir las condiciones de seguridad que le hayan sido impuestas en la sentencia, las contenidas en los 

reglamentos del Inpec para el cumplimiento de la prisión domiciliaria y las adicionales que impusiere el 

Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad…” 

 

5.2.- Respecto del cumplimiento de los requisitos delimitados por el legislador se tiene lo 

siguiente: 

 

5.2.1.- En lo que respecta al requisito objetivo del cumplimiento de la mitad de la condena, esto 

es, 253 meses, y a la fecha ha descontado entre detención física y redención de pena un tiempo 

equivalente a 242 meses 24 días, monto que a la luz de la norma permite afirmar que NO ha 

cumplido con este requisito objetivo. 

 

5.3 Así las cosas, como quiera que para el otorgamiento de este subrogado se requiere el 

cumplimiento de todos y cada uno de los presupuestos establecidos por la Ley, y en este caso 

no se satisface el objetivo en punto del cumplimiento de la mitad de la pena impuesta en contra 

del PL JUAN CARLOS LONDOÑO MEJIA, imperioso resulta denegar el subrogado deprecado, 

sin que sea necesario adentrarnos en el cumplimiento de los demás requisitos. 

 

OTRAS DETERMINACIONES 

 

Por el CSA de estos juzgados se dispone oficiar al CPAMS GIRÓN a efectos de que envíe con 

destino a este Despacho, una vez se tome la decisión de fondo sobre el proceso disciplinario bajo 

Radicado 093-21 con el fin de revocar o no el permiso de 72 horas otorgado en este auto.  

 

En razón y mérito de lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 

MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA; 

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO: RECONOCER al interno JUAN CARLOS LONDOÑO MEJIA, como redención de 

pena NUEVE MESES TRES PUNTO CINCO DIAS ( 9 meses 3.5 días) por las actividades 

realizadas durante la privación de su libertad. 

 



 
 
 
 

  

SEGUNDO: DECLARAR que JUAN CARLOS LONDOÑO MEJIA ha cumplido una penalidad de 

DOSCIENTOS CUARENTA Y DOS MESES VEINTICUATRO DIAS (242 meses 24 días), 

sumando el tiempo físico y las redenciones concedidas. 

 

TERCERO: AUTORIZAR el permiso administrativo para salir del penal hasta por 72 horas al 

interno JUAN CARLOS LONDOÑO MEJIA, al encontrarse reunidos los requisitos para tal efecto. 

 

CUARTO: ORDENAR a la Dirección del Penal, para que previas las gestiones internas se fijen 

los días y las horas durante las cuales el encartado entrará a gozar del permiso, advirtiéndose 

que en principio y durante el primer año será cada DOS MESES luego de lo cual, en caso de no 

existir anomalía alguna desde ya, se deberá otorgar cada mes. 

 

QUINTO: INFORMAR al director de la Penitenciaria, que mientras se está cumpliendo a 

cabalidad con lo ordenado en este auto, no será necesario nuevo pedimento o solicitud en el 

mismo sentido, eso sí, cualquier anomalía o fuga deberá ser informada inmediatamente para lo 

pertinente. 

 

SEXTO: NEGAR, el sustituto de la prisión domiciliaria JUAN CARLOS LONDOÑO MEJIA por lo 

expuesto en la parte motiva de este auto. 

 

SEPTIMO: CUMPLIR con lo esbozado en el acápite OTRAS DETERMINACIONES de la parte 

motiva de este auto. 

 

OCTAVO: ENTERAR a las partes que contra esta decisión proceden los recursos ordinarios de 

Ley. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 
 

GABRIEL ANDRÉS MORENO CASTAÑEDA 
Juez 



































 
 
 

NI 27679 RAD 680016000000201200186 
Condenado: Walter Prada Mariño 
Delito: homicidio 
Auto: Libertad condicional  

JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 

Bucaramanga, siete (7) de marzo de dos mil veinticuatro (2024) 

ASUNTO LIBERTAD CONDICIONAL Y OTRAS DETERMINACIONES  

RADICADO NI 27679 

(CUI 680016000000201200186)  

EXPEDIENTE  FISICO X 

ELECTRONICO  

SENTENCIADO (A) WALTER PRADA MARIÑO CEDULA 1.098.756.903 

CENTRO DE 

RECLUSIÓN 

CPMS BUCARAMANGA 

PRISION 

DOMICILIARIA 

FINCA EL JAZMIN VEREDA SAN ISIDRO DE RIONEGRO 

BIEN JURIDICO VIDA, SEGURIDAD 

PUBLICA  

LEY906/2004 X LEY 600/2000  LEY 1826/2017  

 

MOTIVO DE LA DECISIÓN  

 

Resolver la solicitud de LIBERTAD CONDICIONAL elevada por el sentenciado WALTER PRADA 

MARIÑO identificado con C.C. 1.098.756.903, privado de la libertad en su domicilio Finca El Jazmín 

Vereda San Isidro – Rionegro, pendiente de materializar su traslado al CPMS Bucaramanga. 

 

CONSIDERACIONES 

 

1. El Despacho le vigila pena a WALTER PRADA MARIÑO de 250 meses de prisión con 

ocasión a la sentencia proferida por el Juzgado Noveno Penal del Circuito con funciones de 

conocimiento de Bucaramanga el 19 de junio de 2015, modificada por la Sala Penal del Tribunal 

Superior de Bucaramanga el 5 de diciembre de 2016 por el delito de homicidio agravado en grado 

de tentativa en concurso heterogéneo con tráfico, fabricación o porte ilegal de armas de fuego, 

accesorios, partes o municiones. Radicado 68001600000020120018600 NI 27679, se le negaron 

los subrogados penales. 

 

2.- Mediante auto del 8 de junio de 2021 el Juzgado Quinto Homólogo concedió la prisión 

domiciliaria, la que posteriormente revocó en auto del 11 de mayo de 2023 ordenando el traslado 

de su residencia al penal. 

 

3.- EL 28 de junio de 2023 el Despacho avocó conocimiento de la presente causa de conformidad 

con lo dispuesto en los Acuerdos PCSJA22-12028 del 19 de diciembre de 20221 y CSJAA23-156 

del 12 de abril de 20232.  

 

 

 
1 Expedido por el Consejo Superior de la Judicatura 
2 Expedido por el Consejo Seccional de la Judicatura 



 
 
 

NI 27679 RAD 680016000000201200186 
Condenado: Walter Prada Mariño 
Delito: homicidio 
Auto: Libertad condicional  

4 DE LA LIBERTAD CONDICIONAL 

 

4.1 Al expediente se allegó solicitud de libertad condicional invocada por el sentenciado, la que 

procederá a resolverse en los siguientes términos. 

 

4.2.- Es competencia de los Jueces de Ejecución de Penas resolver de fondo lo concerniente a la 

libertad condicional, prevista en el artículo 30 de la ley 1709 de 2014, que modificó el artículo 64 de 

la ley 599 de 2000, en el que; previa valoración de la gravedad de la conducta punible, se exige el 

cumplimiento de los siguientes requisitos: (i) que la persona haya cumplido las 3/5 partes de la pena, 

(ii) que su adecuado desempeño y comportamiento durante el tratamiento penitenciario en el centro 

de reclusión permita suponer fundadamente que no existe necesidad de continuar la ejecución de 

la pena, (iii) que se demuestre el arraigo familiar y social y (iv) que se repare la víctima o se asegure 

el pago de la indemnización mediante garantía personal, real, bancaria o acuerdo de pago, salvo 

se demuestre insolvencia económica. 

 

4.3. Conforme lo establece el artículo 471 del CPP la petición de libertad condicional para su estudio 

debe presentarse en los siguientes términos:  

 

“…ARTÍCULO 471. SOLICITUD. El condenado que se hallare en las circunstancias previstas en el Código 

Penal podrá solicitar al juez de ejecución de penas y medidas de seguridad la libertad condicional, 

acompañando la resolución favorable del consejo de disciplina, o en su defecto del director del respectivo 

establecimiento carcelario, copia de la cartilla biográfica y los demás documentos que prueben los requisitos 

exigidos en el Código Penal, los que deberán ser entregados a más tardar dentro de los tres (3) días 

siguientes…” 

 

4.4. No obstante ello, no puede el despacho acceder a la solicitud de libertad condicional invocado 

en primer lugar, como quiera que los documentos que acompañan la solicitud del interno WALTER 

PRADA MARIÑO en exclusiva soportan lo concerniente al arraigo familiar y social, se negará  la 

libertad condicional deprecada, dado que brilla por su ausencia los documentos que le permitan a 

este operador determinar cuál ha sido el desempeño y comportamiento durante el tratamiento 

penitenciario -  Resolución favorable de la Institución Penitenciaria -  Cartilla biográfica - Certificado 

de calificación de conducta - soportes todos estos que deben ser emitidos por el establecimiento 

penitenciario que designe el INPEC para continuar descontando la pena que aquí se vigila.  

 

4.5. Sumado a ello,  con la documentación obrante dentro del expediente no puede en forma alguna 

entenderse como adecuado su desempeño y comportamiento durante el tratamiento penitenciario 

en el centro de reclusión o en el lugar en el que en su oportunidad se comprometió a permanecer 

en prisión domiciliaria, que permita suponer fundadamente que no existe necesidad de continuar la 

ejecución de la pena, atendiendo que como se ha explicado; pese a que se hizo merecedor de 

continuar descontando pena en su domicilio desde el 8 de junio de 2021, el mencionado desatendió 

las obligaciones propias de la aludida gracia al no permanecer en la residencia fijada, y en 
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consecuencia en auto del 11 de mayo del 2023 el Juzgado Quinto de Ejecución de Penas y Medidas 

de Seguridad de Bucaramanga revocó la aludida gracia y ordenó que continuara descontando la 

condena en forma intramural (que a la fecha no se ha cumplido pues el PL no accedió a su traslado 

el 4 de enero de 2024 cuando funcionarios del INPEC arribaron a su domicilio para hacerlo efectivo); 

lo que permite inferir que el sentenciado no aprovechó la oportunidad que la administración de 

justicia le brindó. 

 

4.6. El artículo 150 de la Ley 65 de 1993, establece: “… interno que incumpla las obligaciones previstas 

en el programa de institución abierta, de confianza, libertad o franquicia preparatorias, se le revocará el 

beneficio y deberá cumplir el resto de la condena sin derecho a libertad condicional”. 

 

4.7. En conclusión, ante la revocatoria del beneficio de la prisión domiciliaria que tuvo lugar en virtud 

de las trasgresiones por parte del sentenciado cuando se encontraba disfrutando la precitada gracia 

no solo se afectó la progresividad del tratamiento penitenciario y carcelario que inició el 11 de julio 

de 2012, sino que dejó al descubierto desidia en torno a su proceso de resocialización y de alguna 

manera remediar su proceder al interior del penal, pues aun cuando ha superado las 3/5 partes de 

la pena como requisito objetivo para el otorgamiento de la libertad deprecada, lo abonado no 

compensa el comportamiento al que se alude por las características que el mismo refleja; desinterés 

del que a la fecha no puede predicarse variación alguna para hacerse merecedor de reincorporarse 

en el seno social.  

 

Suficientes las consideraciones anteriores para denegar por el momento el sustituto de la libertad 

condicional formulada por el sentenciado y por ello, no se hará petición alguna de la documentación 

que allega el panóptico a este Despacho. 

 

5 OTRAS DETERMINACIONES:  

 

5.1 Obra un memorial suscrito por el Director del CPMS BUCARAMANGA fechado 26 de enero 

de 2026, en el cual manifestó que el DG. Gelvez Salcedo Oscar se acercó a la vivienda del PPL 

WALTER PRADA MARIÑO y este se negó a cumplir con la orden emanada por el Juzgado Quinto 

homólogo en auto de fecha 11 de mayo de 2023, sin embargo, expuso que se presentaría 

voluntariamente al establecimiento el 9 de enero de 2024 a las 8:00 A.M, sin que a la fecha se haya 

cumplido con lo manifestado, por ello, este Despacho procede a tomar las siguientes decisiones: 

 

5.2 Establecer como DETENCIÓN INICIAL la que transcurrió entre el 11 de julio de 2012 hasta 

el 4 de enero de 2024 (fecha en que funcionarios del INPEC acudieron a la residencia del 

sentenciado y este no accedió a salir de forma voluntaria), periodo éste que arroja un quantum de 

detención física de 139 meses 25 días que sumado a la redenciones de pena reconocidas de: (i) 

184.5 días el 10 de julio de 2017, (ii) 29.5 días el 3 de octubre de 2017, (iii) 120 días el 20 de agosto, 

(iv) 334 días el 29 de enero de 2020 y(v) 130 días el 9 de abril de 2021 da un total de 166 meses 

14 días, quedando pendiente por cumplir una pena de 83 meses 16 días. 
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5.3 Teniendo en cuenta lo advertido, por el CSA de estos Juzgados LÍBRESE ORDEN DE 

CAPTURA ante las autoridades correspondientes en contra del señor WALTER PRADA MARIÑO 

con el fin de que cumpla la pena que le resta por purgar, esto es, 83 meses 16 días. 

 

5.4 OFICIAR a la CPMS BUCARAMANGA para que procedan a dar de baja de la base de datos 

con la que cuenta esa institución (SISIPEC) al señor WALTER PRADA MARIÑO Identificado con 

la cédula de ciudadanía No. 1.098.756.903 desde el 4 de enero de 2024, fecha esta en la que se 

acudió a la residencia del mencionado ciudadano y este no quiso salir de forma voluntaria para su 

traslado al panóptico. 

 

5.6 De otro lado, se allega al expediente derecho de petición fechado 28 de julio de 2023 con el 

cual el PL WALTER PRADA MARIÑO, justifica el incumplimiento a la prisión domiciliaria otorgada, 

por ser extemporáneo y haber decisión de fondo sobre lo mencionado, no se tenga en cuenta el 

mismo ya que no se allegó en el tiempo adecuado. 

 

En razón y mérito de lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS 

DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA; 

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO: NEGAR al sentenciado WALTER PRADA MARIÑO la LIBERTAD CONDICIONAL, por 

las razones expuestas en la parte motiva.  

 

SEGUNDO: DECLARAR que a la fecha WALTER PRADA MARIÑO cuenta con una detención 

inicial de CIENTO SESENTA Y SEIS MESES CATORCE DIAS (166 meses 14 días) que data del 

tiempo físico y redenciones de penas reconocidas en el presente proceso. 

 

TERCERO: CUMPLIR, con lo esbozado en el acápite OTRAS DETERMINACIONES de la parte 

motiva de este auto. 

 

CUARTO: ENTERAR a las partes que contra esta decisión proceden los recursos ordinarios de 

Ley. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

GABRIEL ANDRÉS MORENO CASTAÑEDA  

Juez 
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JUZGADO TERCERO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

 

Bucaramanga, marzo trece (13) de dos mil veinticuatro (2024). 

 

ASUNTO NIEGA REPOSICIÓN CONCEDE APELACIÓN 
Interlocutorio No. 270  

RADICADO NI 31517 
(CUI 68001600000020220010200) 

EXPEDIENTE  FISICO  

ELECTRONICO X 

SENTENCIADO (A) IVAN DIAZ FLOREZ CEDULA 13848460 

CENTRO DE RECLUSIÓN CENTRO PENITENCIARIO DE MEDIANA SEGURIDAD DE BUCARAMANGA 

DIRECCIÓN DOMICILIARIA N/A 

BIEN JURIDICO Seguridad pública LEY 906/2004 X LEY 600/2000  LEY 1826/2017  

 
 

ASUNTO A TRATAR 

 

Se procede a resolver el recurso de reposición interpuesto como principal por el   

sentenciado IVAN DIAZ FLOREZ, en contra del auto proferido el 22 de noviembre 

de 2023, mediante el cual le fueron negados los sustitutos de prisión domiciliaria y 

libertad condicional. 

 

Sustenta el recurso manifestándose inconforme con la negativa de la 

libertad condicional, señalando que si bien es cierto la extorsión es un delito 

reprochable a todas luces por la sociedad de nuestro país y de muchas otras 

naciones, también lo es, que a él se le impuso una sanción que resarce el daño 

causado a las víctimas, por tanto al valorar la conducta punible al momento de 

resolver la libertad condicional, se está realizando un nuevo juicio en su contra 

vulnerando el principio non bis in idem. 

 

Argumenta que los jueces vigías se centran en el delito como tal, sin 

analizar los antecedentes del condenado al momento en que fue juzgado, el 

entorno familiar y social, el proceso de resocialización, resaltando que realizó 

actividades de redención en el área de educativas, para así generar un juicio de 

valor de forma integral y pide se le dé la oportunidad de regresar al seno de su 

familia pues ha reconocido el daño ocasionado con su proceder. 

 

Sostiene que las altas cortes han emitido pronunciamientos sobre la 

valoración del delito versus la resocialización del interno, produciendo 

jurisprudencia favorable a la hora de conceder los subrogados penales, tales 

como las decisiones AP2977-2022, 61471 acta No. 153 de julio de 2022 M.P. 
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Fernando León Bolaños Palacios, C233 de 2016, T640 de 2017, STP 15806 de  

2019 radicado 683606, AP 348 2022 RADICADO 61616. 

 

  

CONSIDERACIONES  

 

 

IVAN DIAZ FLOREZ descuenta pena de 99 meses de prisión, impuesta en 

sentencia de condena proferida el 31 de agosto de 2022, por el Juzgado Segundo 

Penal del Circuito Especializado de Bucaramanga, como responsable de los 

delitos de concierto para delinquir agravado en concurso heterogéneo con 

extorsión y receptación. 

 

Este despacho mediante auto del 22 de noviembre de 2023, le negó al 

sentenciado  la libertad condicional  con fundamento en  lo dispuesto en el artículo 

26 de la ley 1121 de 2006, que consagra la  exclusión de beneficios y subrogados  

como el solicitado, cuando se trate  de delitos de extorsión, entre otros; en virtud a 

que  precisamente fue condenado por el delito de  EXTORSIÓN,  por hechos 

ocurridos en vigencia de la citada ley (desde agosto de 2012 hasta agosto de 2018). 

 

Ahora bien, la Corte Constitucional mediante sentencia C 073 de 2010, con 

ponencia del Magistrado Humberto Antonio Sierra Porto, declaro exequible el 

artículo 26 de la ley 1121 de 2006 que consagra la exclusión de beneficios y 

subrogados entre otros para el delito de extorsión. En la referida sentencia la 

Corte Constitucional sostuvo:  

 

“5.2. Examen de la violación al derecho a la igualdad. 
 
Alega la demandante que el legislador, al establecer que para los delitos de terrorismo, 
financiación del terrorismo, secuestro extorsivo, extorsión y conexos, no proceden los beneficios y 
subrogados penales, violó el principio de igualdad por cuanto los autores de crímenes igual o más 
graves si pueden ser destinatarios de aquellas medidas. Se establecería, según esta línea 
argumentativa, un tratamiento discriminatorio e injustificado para quienes cometan las conductas 
fijadas en el artículo 26 de la Ley 1121 de 2006. No comparte la Corte tales aseveraciones, por las 
siguientes razones. 
 
Como se ha explicado, de manera reiterada1, la Corte ha considerado que el legislador puede 
limitar la concesión de beneficios penales, en función de la gravedad de las conductas delictivas 
que busca combatir. De allí que se hayan declaradas ajustadas a la Constitución diversas medidas 
encaminadas a endurecer el sistema procesal penal, muy semejantes, por lo demás, a las 
establecidas en el artículo 26 de la Ley 1121 de 2006. 
 

 
1 Sentencias C- 213 de 1994; C- 762 de 2002 y C- 537 de 2008. 
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Así mismo, la Corte ha estimado que la exclusión de beneficios y subrogados penales en materia 
de terrorismo, no sólo no desconoce el derecho a la igualdad, sino que se inscribe en el 
cumplimiento de obligaciones internacionales que Colombia ha adquirido con otros Estados. 
… 
 
Finalmente, la Corte precisa que el legislador goza de un amplio margen de configuración 
normativa al momento de diseñar el proceso penal, y por ende, de conceder o negar determinados 
beneficios o subrogados penales. Lo anterior por cuanto no existen criterios objetivos que le 
permitan al juez constitucional determinar qué comportamiento delictual merece un tratamiento 
punitivo, o incluso penitenciario, más severo que otro, decisión que, en un Estado Social y 
Democrático de Derecho, pertenece al legislador quien, atendiendo a consideraciones ético-
políticas y de oportunidad, determinará las penas a imponer y la manera de ejecutarlas2. En 
efecto, el legislador puede establecer, merced a un amplio margen de configuración, sobre cuáles 
delitos permite qué tipo de beneficios penales y sobre cuáles no. Dentro de esos criterios, los más 
importantes son: (i) el análisis de la gravedad del delito y (ii) la naturaleza propia del diseño de las 
políticas criminales, cuyo sentido incluye razones políticas de las cuales no puede apropiarse el 
juez constitucional.  
 
En el caso concreto, la demandante sólo alega la violación al derecho a la igualdad tratando de 
establecer una comparación entre diversos delitos, sin contar con el segundo elemento que 
configura el margen de discrecionalidad del legislador, tal y como se ha explicado. Por tal razón, el 
cargo de inconstitucionalidad no está llamado a prosperar.” 

 
 

Como se puede advertir la Corte Constitucional declaró ajustado a la constitución el 

artículo 26 de la ley 1121 de 2006, norma que excluye la concesión de beneficios y 

subrogados entre otros para el delito de extorsión; entonces contrario a lo manifestado 

por el impugnante, este juzgado no le niega  el beneficio de la libertad condicional, por 

falta de valoración integral  como él lo alega, sino en cumplimiento a la ley  porque el 

legislador dentro del amplio margen de configuración sobre cuáles delitos permite 

beneficios penales y sobre cuáles no, limitó la concesión de beneficios, para  los  delitos 

previstos en la referida norma en función de la gravedad de tales conductas.  

 

Ahora bien, en cuanto al argumento planteado por el sentenciado en el sentido de que no 

se aplicaron las sentencias que de las altas cortes cita, referidas a la valoración de la 

conducta, cabe reiterarle que la libertad condicional le fue negada porque el citado 

artículo 26 de la lay 1121 de 2006 prohíbe expresamente su concesión, más no porque 

se haya realizado una valoración equivocada de la conducta, la que ya fue hecha por el 

legislador al excluir los beneficios.  

 

 En consecuencia se mantiene la providencia objeto de recurso y como el sentenciado  

interpuso subsidiariamente el de apelación, se enviará la actuación al el Juzgado 

Segundo Penal del Circuito Especializado de Bucaramanga, conforme lo dispuesto en el 

artículo 478  de la ley 906 de 20043. 

  

 
2 Ver al respecto, L.A. Hart, Punishment and Responsability, Oxford, 1968 y Lopera M, G, Principio de 

proporcionalidad y ley penal, Madrid, 2006, p. 144. 

 
3 ARTÍCULO 478. DECISIONES. Las decisiones que adopte el juez de ejecución de penas y medidas de 

seguridad en relación con mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad y la rehabilitación, son 
apelables ante el juez que profirió la condena en primera o única instancia. 
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En virtud y mérito de lo expuesto,  EL JUZGADO TERCERO DE EJECUCION DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA,  

  

 

R E S U E L V E: 

 

 

PRIMERO: NO REPONER el auto proferido el 22 de noviembre de 2023, mediante el que 

este juzgado negó  prisión domiciliaria y libertad condicional al sentenciado IVAN DIAZ 

FLOREZ, conforme lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

  

SEGUNDO: De conformidad con lo dispuesto en el artículo 478 de la ley 906 de 2004, se 

concede para ante el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de 

Bucaramanga, en el efecto suspensivo el recurso de apelación interpuesto 

subsidiariamente. 

 

 

NOTIFÍQUESE     Y     CÚMPLASE. 

 

 

 

 

MARIA HERMINIA CALA MORENO 

 JUEZ 



























 

Bucaramanga, seis (06) de febrero de dos mil veinticuatro (2024) 

 

 

MOTIVO DE LA DECISIÓN  

 

Resolver solicitud de redención de pena, libertad condicional y cierre del trámite incidental del Art. 

477 a favor de PEDRO FABIAN TARAZONA JAIMES identificado con C.C. 91.161.349, privado 

de la libertad en su lugar de domicilio ubicado en la CALLE 7 NRO. 6 A – 34 GUACA (SDER.), 

bajo vigilancia del EPMSC MALAGA. 

 

CONSIDERACIONES 

 

1.- PEDRO FABIAN TARAZONA JAIMES, cumple una pena de 90 meses de prisión, en virtud de 

la sentencia condenatoria proferida en su contra el 21 de junio de 2019, por el Juzgado Promiscuo 

del Circuito de Málaga, como autor del delito de Homicidio, por hechos acaecidos el 14 de mayo 

de 2018, sentencia que fuera confirmada por el H. Tribunal Superior Sala Penal de este distrito 

en sentencia de fecha 03 de febrero de 2022, se le concedió la prisión domiciliaria previo pago 

de caución por valor de UN (1SMLMV) y suscripción de diligencia de compromiso. 

 

2.- El 20 de diciembre el despacho avocó conocimiento de la presente causa de conformidad con 

lo dispuesto en los Acuerdos PCSJA22-12028 del 19 de diciembre de 20221 y CSJAA23-156 del 

12 de abril de 20232. 

 

 

3. REDENCIÓN DE PENA 

 

 

 
1 Expedido por el Consejo Superior de la Judicatura 
2 Expedido por el Consejo Seccional de la Judicatura de Santander 

ASUNTO REDENCIÓN DE PENA, LIBERTAD CONDICIONAL Y CIERRE DEL TRAMITE 

INCIDENTAL DEL ART 477 

RADICADO NI 37151 (CUI 

68432610060820188002400)  

EXPEDIENTE  FISICO 
 

ELECTRONICO X 

SENTENCIADO (A) PEDRO FABIAN TARAZONA JAIMES  CEDULA 91.161.349 

CENTRO DE 

RECLUSIÓN 

EPMSC MALAGA 

DIRECCIÓN 

DOMICILIARIA 

Calle 7 Nro. 6 A – 34 Guaca (Sder.) 

BIEN JURIDICO Vida  LEY906/2004 X LEY 600/2000  LEY 1826/2017  



 

3.1 Para efectos de redención de pena se allegan los siguientes cómputos: 

 

• Certificados de calificación de conducta 

 

N° PERIODO GRADO 

CONSTANCIA 08/12/2018 AL 07/06/2019 BUENA 

CONSTANCIA 08/06/2019 AL 03/10/2022 EJEMPLAR 

 

3.2.- Las horas certificadas y que han sido referidas anteriormente le representan al sentenciado 

27.75 días de redención por las actividades realizadas en el penal; atendiendo que la conducta 

del mismo ha sido calificada en los grados de buena y ejemplar y su desempeño como 

sobresaliente, por lo que procede dicho reconocimiento con fundamento en lo normado en los 

artículos 82, 97 y 98 de la ley 65 de 1993. Si bien el certificado No 18722315 contempla la 

evaluación de desempeño desde el 01/03/2019 al 11/07/2019, lo cierto es que las horas 

certificadas corresponden a los meses de abril, mayo y junio de esa anualidad. 

 

3.3.- El PL ha estado privado de la libertad por este proceso desde el 8 de junio de 2018, por lo 

que a la fecha ha descontado un término físico de 67 meses 29 días, que sumado a las siguientes 

redenciones de: (i) 3 meses y 5 días el 28 de octubre de 2022 y;(ii) 27.75 días el presente auto, 

arrojan un total de 72 meses 1.75 días.  

 

4. DE LA REVOCATORIA DE LA PRISION DOMICILIARIA: 

 

4.1.- Mediante auto del 21 de diciembre del 2023 el Despacho inició el trámite de revocatoria del 

beneficio domiciliario, por lo que corrió traslado a la defensa y al sentenciado respecto de los 

oficios: (i) Oficio 9027- CERVI- ARCUV 2023EE0188119 del 23 de septiembre de 2023, (ii) Oficio 

9027- CERVI- ARCUV 2023EE0196677,(iii) Oficio 90272-CERVI-ARVIE 20223EE0118578 y; (iv) 

Oficio 0272-CERVI-DICER 2023EE0203080, mediante los cuales se reportaban trasgresiones al 

dispositivo de vigilancia electrónica. 

 

4.2.- El 13 de enero de 2024 el procesado descorrió el traslado del incidente del 447 del C.P.P e 

indicó que debido a trabajos de mejoramiento y mantenimiento que realiza la Alcaldía del 

municipio de Guaca en la vía que conduce a su lugar de trabajo y viceversa a su casa, se vio en 

la obligación de tomar una ruta alterna habilitada para su desplazamiento y que modificaba la ruta 

normal que estaba autorizada por parte del Despacho y vigilada por el CERVI del INPEC; de 

dicha situación tuvo conocimiento e hizo verificación el INPEC de Málaga (Santander). 

CERTIFICADO 

No. 

PERIODO HORAS 

CERTIFICADAS 
ACTIVIDAD 

REDIME 

DESDE HASTA HORAS DÍAS 

18722315 01/03/2019 11/07/2019 444 TRABAJO 444 27.75 

TOTAL, REDENCIÓN 27.75 



 

Finalmente destaca que ha cumplido con sus horarios y las zonas de delimitación que le permiten 

ir a su trabajo, del que depende su núcleo familiar y que en ningún caso ha salido del municipio 

de Guaca, adicionalmente, relato que cuenta con las 3/5 partes para su libertad condicional, 

misma de la que allega solicitud. 

 

4.3.- Una vez revisado minuciosamente el expediente, se puede observar que en la cartilla 

biográfica esta la anotación del 29 de diciembre de 2023, mediante la cual el PL informa del 

arreglo vial que se presenta en la municipalidad que reside y adicionalmente, manifestó que la 

correa de su dispositivo se encuentra averiada por lo que implora su cambio. 

 

4.4.- Ahora bien, una vez esgrimidos los argumentos por parte del indiciado respecto de las 

transgresiones realizadas, para este Despacho es claro que el sentenciado incumplió su 

compromiso de estar en el lugar de residencia en cumplimiento de la prisión domiciliaria, teniendo 

únicamente permiso para ausentarse del mismo a efectos de transportarse a su lugar de trabajo, 

no obstante, tampoco hay que dejarse de lado que el ámbito económico de una familia promedio 

en nuestro país es menos que precaria, y en ese orden de ideas se hace necesario tomar 

decisiones tendientes a cumplir con su labor y poder llegar a cumplir con su deber, 

adicionalmente, revisada la cartilla biográfica se denota que en todas las visitas realizadas por el 

INPEC siempre se ha encontrado en su lugar de domicilio y ha cumplido a cada llamado realizado, 

razón por la cual por una única ocasión este Despacho entenderá justificados sus reportes y en 

consecuencia mantendrá la concesión del sustituto de la prisión domiciliaria y cerrará el trámite 

incidental del artículo 447 del C.P.P, advirtiéndole al señor Tarazona Jaimes que su 

desplazamiento solo debe hacerse en una única ruta de su lugar de residencia a su lugar de 

trabajo y viceversa, pues de seguir con esos comportamientos en una futura ocasión se le 

revocará el sustituto otorgado. 

 

5. DE LA LIBERTAD CONDICIONAL: 

 

5.1.- En esta oportunidad se solicita la libertad condicional del enjuiciado acompañada de los 

siguientes documentos (i) cartilla biográfica, (ii) certificados de calificación de conducta, (iii) 

Resolución N° 413 003 del 29 de enero de 2024 y; (iv) arraigos sociales y familiares. 

 

5.2.- Es competencia de los Jueces de Ejecución de Penas resolver de fondo lo concerniente a 

la libertad condicional, prevista en el artículo 30 de la ley 1709 de 2014, que modificó el artículo 

64 de la ley 599 de 2000, en el que; previa valoración de la gravedad de la conducta punible, se 

exige el cumplimiento de los siguientes requisitos: (i) que la persona haya cumplido las 3/5 partes 

de la pena, (ii) que su adecuado desempeño y comportamiento durante el tratamiento 

penitenciario en el centro de reclusión permita suponer fundadamente que no existe necesidad 

de continuar la ejecución de la pena, (iii) que se demuestre el arraigo familiar y social y (iv) que 



 

se repare la víctima o se asegure el pago de la indemnización mediante garantía personal, real, 

bancaria o acuerdo de pago, salvo se demuestre insolvencia económica. 

 

5.3.- Al unísono la Sala Penal del máximo Tribunal de la Justicia Ordinaria decantó sobre el 

instituto jurídico de la libertad condicional, lo siguiente: 

 

“….El artículo 64 del Código Penal (modificado por el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014), con la 

exequibilidad condicionada declarada por la Corte Constitucional en la sentencia CC C–757–2014, enseña 

que la finalidad del subrogado de la libertad condicional es permitir que el condenado pueda cumplir por 

fuera del centro de reclusión parte de la pena privativa de la libertad impuesta en la sentencia, cuando la 

conducta punible cometida, los aspectos favorables que se desprendan del análisis efectuado por el juez 

de conocimiento en la sentencia –en su totalidad–, el adecuado comportamiento durante el tiempo que ha 

permanecido privado de la libertad y la manifestación que el proceso de resocialización ha hecho efecto en 

el caso concreto –lo cual traduce un pronóstico positivo de rehabilitación–, permiten concluir que en su 

caso resulta innecesario continuar la ejecución de la sanción bajo la restricción de su libertad (artículo 64 

numeral 2° del código penal)…Sólo de esa forma se hace palpable la progresividad del sistema 

penitenciario, cuya culminación es la fase de confianza de la libertad condicional, que presupone la 

enmienda y readaptación del delincuente y efectiviza su reinserción a la sociedad, lográndose la finalidad 

rehabilitadora de la pena. La perspectiva en clave de libertad principalmente apuesta por las posibilidades 

de resocialización o reinserción social de la persona que ha cometido una infracción delictiva, acorde a 

máximas de rehabilitación, mientras la visión de seguridad apunta a su exclusión social, propias de políticas 

intimidatorias e inocuizadoras o de aislamiento del condenado, que contrarrestan su reintegro a las 

dinámicas comunitarias…”3 

 

5.4.- En el caso concreto, sobre el cumplimiento del requisito objetivo no existe inconveniente 

alguno, dado que TARAZONA JAIMES cumple una condena de 90 meses de prisión, por lo que 

las 3/5 partes equivalen a 54 meses, quantum ya superado, conforme quedó plasmado en 

antecedencia, dado que el condenado ha descontado 72 meses 1.75 días de prisión, sumando 

el tiempo físico y las redenciones concedidas. 

 

5.5.- A efectos de valorar el aspecto subjetivo, obra la Resolución N°413 003 del 29 de enero de 

2024 expedida por el Consejo de Disciplina del EPMSC DE MALAGA, en el que se emitió 

concepto favorable para conceder la libertad condicional al sentenciado, de igual forma, se allegó 

la certificación de conducta del interno entre el 08 de marzo de 2019 y el 29 de enero de 2024  

en el que su calificación fue calificada en los grados de BUENA y EJEMPLAR que denota su buen 

comportamiento al interior del penal  y su dedicación a actividades de redención, adicionalmente, 

en su lugar de residencia cuando fue merecedor de la prisión domiciliaria y quien ha cumplido 

con las obligaciones impuestas por este Despacho, por lo que debe considerarse superado este 

aspecto del requisito subjetivo. 

 

5.6.- En lo concerniente al segundo aspecto del ingrediente subjetivo, a saber, la valoración de la 

conducta punible, al efectuar el juicio de razonabilidad y proporcionalidad respecto a la necesidad 

de que el sentenciado continúe ejecutando la pena privativa de la libertad en el establecimiento 

 
3 Sentencia del 27 de julio de 2022. Rad. 61616 (AP3348-2022) MP Fabio Ospitia Garzón. 



 

de reclusión, si bien es cierto que, no puede obviarse la vulneración al bien jurídico de vida, 

tampoco resulta viable dejar de lado lo decantado por el Alto Tribunal Constitucional en Sentencia 

C-757 de 2014 que declaró exequible la expresión contenida en el art. 30 de la Ley 1709 de 2014, 

a través del cual se adujo que la valoración de la conducta punible que debe realizar el juez 

ejecutor debe sujetarse a las circunstancias, elementos y consideraciones dadas por el juez de 

conocimiento en la sentencia condenatoria, sean favorables o desfavorables al otorgamiento de 

la libertad condicional, de forma precisa se refirió que: 

 

“48. En primer lugar, es necesario concluir que una norma que exige que los jueces de ejecución de penas 

valoren la conducta punible de las personas condenadas para decidir acerca de su libertad condicional es 

exequible a la luz de los principios del non bis in ídem, del juez natural (C.P. art. 29) y de separación de 

poderes (C.P. art. 113) …50. Sin embargo, sí se vulnera el principio de legalidad como elemento del debido 

proceso en materia penal, cuando el legislador establece que los jueces de ejecución de penas deben 

valorar la conducta punible para decidir sobre la libertad condicional sin darles los parámetros para ello. 

Por lo tanto, una norma que exige que los jueces de ejecución de penas valoren la conducta punible de las 

personas condenadas a penas privativas de su libertad para decidir acerca de su libertad condicional es 

exequible, siempre y cuando la valoración tenga en cuenta todas las circunstancias, elementos y 

consideraciones hechas por el juez penal en la sentencia condenatoria, sean éstas favorables o 

desfavorables al otorgamiento de la libertad condicional…51. Finalmente, la Corte concluye que los jueces 

de ejecución de penas y medidas de seguridad deben aplicar la constitucionalidad condicionada de la 

expresión “previa valoración de la conducta punible” contenida en el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014, 

en todos aquellos casos en que tal condicionamiento les sea más favorable a los condenados…” 

 

5.7.- Mucho menos puede obviarse la finalidad de la gracia en comento, atinente a la posibilidad 

de resocialización o reinserción social de la persona que ha cometido una infracción delictiva, 

acorde a máximas de rehabilitación en virtud del principio de progresividad en el tratamiento 

punitivo, desde esa óptica la valoración de la conducta no ha de ser entendida como la reedición 

de esta, pues ello supondría juzgar de nuevo lo que en su momento definió el funcionario judicial 

de conocimiento en la fase de imposición de la sanción, tampoco implica la consideración de la 

gravedad en abstracto del ilícito, pues todo ello trasegaría contra el principio de la dignidad 

humana, lo que se pretende con la consagración del beneficio no es nada distinto a acentuar en 

fin resocializador de la pena, que tiene como norte la posibilidad cierta del sentenciado de 

recuperar su libertad y reintegrarse al tejido social antes del cumplimiento total de la pena.  

 

5.8.- Siguiendo la línea jurisprudencial trazada, con respecto a la gravedad de la conducta en el 

caso concreto, tenemos que el sentenciado aceptó su responsabilidad por el delito atribuido vía 

preacuerdo, reconoció sus faltas y se sometió al poder punitivo del Estado, adicionalmente, debe 

resaltarse la calificación que ha obtenido en su instancia en el penal que ha sido BUENA Y 

EJEMPLAR, , sumado a su dedicación a las actividades de redención, lo cual forjó su proceso de 

resocialización, al igual, que la calificación obtenida en la concesión de la prisión domiciliaria y su 

buen comportamiento en ella, lo anterior, con miras a retornar a la sociedad y serle útil, 

circunstancias éstas que llevaron a que el penal conceptuará favorablemente la concesión del 



 

subrogado, con lo que en esta ocasión coincide el despacho judicial, así que se entiende 

superado este requisito. 

 

5.9.- En cuanto a la demostración de la existencia de arraigo familiar y social se allegó (i) 

Certificado de convivencia expedido por el Vicario Parroquial Carlos Alberto Carrillo Ruiz, quien 

expresa que distingue al PL y que reside en la Calle 7 No 6ª-34 del municipio de Guaca(Sder) y; 

(ii) Recibo de servicio público en la cual se denota su dirección Calle 7 No 6ª-34, ,a lo que se 

suma que se encuentra en prisión domiciliaria desde la sentencia, por lo anterior se encuentra 

superado este requisito. 

 

5.10.- Por último, en lo concerniente a la reparación de la víctima o la garantía del pago de la 

indemnización mediante garantía personal, real, bancaria o acuerdo de pago, salvo se demuestre 

insolvencia económica el Juzgado fallador mediante correo electrónico remitido a este Despacho 

se manifestó advirtiendo que mediante auto se declaró la caducidad del incidente, por lo que se 

declara cumplido este requisito. 

 

5.11- En consecuencia, se otorgará la libertad condicional por un periodo de prueba igual al 

tiempo que le falta para cumplir la pena, esto es 17 meses 28.25 días, previa caución prendaria 

por valor real de UN (1 SMLMV) para lo cual se convalidará la que prestara – al momento de 

otorgársele el subrogado de la prisión domiciliaria – y en su lugar deberá  suscribir diligencia de 

compromiso con las obligaciones del artículo 65 del C.P.; advirtiéndosele que el incumplimiento 

de cualquiera de las obligaciones impuestas conllevará a la revocatoria del mecanismo sustitutivo, 

entrando a purgar en prisión la pena insoluta.  

 

5.12.- Líbrese una vez firmada la diligencia de compromiso ante el EPMSC DE MALAGA la 

respectiva boleta de libertad, en la que se indicará que, si el penado es requerido por alguna otra 

autoridad judicial, deberá dejarse a disposición de quien así la solicite; precisando que la misma 

no podrá materializarse hasta tanto no se cuente con la diligencia de compromiso debidamente 

suscrita, de la que logre extraerse sus datos legibles. 

 

En razón y mérito de lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 

MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA: 

 

 

R E S U E L V E 

 

 

PRIMERO: RECONOCER al PL PEDRO FABIAN TARAZONA JAIMES como redención de pena 

VEINTISIETE PUNTO SETENTA Y CINCO DIAS (27,75 días), por las actividades realizadas al 

interior del penal. 



 

SEGUNDO: DECLARAR que a la fecha el condenado PEDRO FABIAN TARAZONA JAIMES ha 

cumplido una pena de SETENTA Y DOS MESES UNO PUNTO SETENTA Y CINCO DIAS (72 

meses 1.75 días), teniendo en cuenta la detención física y las redenciones de pena reconocidas. 

 

TERCERO: CERRAR el trámite del art. 477 del CPP de la revocatoria de la prisión domiciliaria 

PEDRO FABIAN TARAZONA JAIMES, de conformidad con lo expuesto en la motiva 

 

CUARTO: CONCEDER la libertad condicional a PEDRO FABIAN TARAZONA JAIMES por un 

periodo de prueba de DIECISIETE MESES VEINTOCHO PUNTO VEINTICINCO DIAS (17 meses 

28.25 días), previa caución prendaria por valor real de UN (1 SMLMV) para lo cual se convalidará 

la que prestará – al momento de otorgársele el subrogado de la prisión domiciliaria – y en su lugar 

deberá suscribir diligencia de compromiso con las obligaciones del artículo 65 del C.P 

 

QUINTO: LÍBRESE la respectiva boleta de libertad para ante el EPMSC DE MALAGA, una vez 

el sentenciado cumpla con las obligaciones a su cargo, en la que se indicará que, si se encuentra 

requerido por alguna otra autoridad judicial, deberá dejarse a disposición de quien así lo solicite. 

 

SEXTO: ENTERAR a las partes que contra esta decisión proceden los recursos ordinarios de 

Ley. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

GABRIEL ANDRÉS MORENO CASTAÑEDA 

Juez. 



 
 
 
 

JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE 

BUCARAMANGA 

 

Bucaramanga, trece (13) de marzo de dos mil veinticuatro (2024) 

 

ASUNTO PRISIÓN DOMICILIARIA  

RADICADO NI. 38941 CUI 54498610611320178031401 
 

EXPEDIENTE  FISICO  

ELECTRONICO X 

SENTENCIADO (A) JOHAN SEBASTIAN MARTINEZ 

CARVAJAL 

CEDULA 1.091.655.198 

CENTRO DE RECLUSIÓN CPMS BUCARAMAMANGA 

DIRECCIÓN 

DOMICILIARIA 

 

BIEN JURIDICO LA VIDA Y EL 

PATRIMONIO 

ECONOMICO 

LEY906/2004 X LEY 600/2000  LEY 1826/2017  

 

 

MOTIVO DE LA DECISIÓN  

 

Resolver la solicitud de prisión domiciliaria deprecada por JOHAN SEBASTIAN MARTINEZ 

CARVAJAL, identificado con cédula de ciudadanía 1.091.655.198, privado de la libertad en el 

CPMS BUCARAMANGA. 

 

CONSIDERACIONES 

 

1.- JOHAN SEBASTIAN MARTINEZ CARVAJAL, cumple una pena de 192 meses de prisión, en 

virtud de la acumulación de sentencias por parte del Juzgado de Ejecución de Penas y Medias 

de Seguridad de Ocaña-Norte de Santander el 24 de octubre de 2019, respecto de las siguientes 

sentencias: 

 

1.1. Radicado 54-498-61-06113-2017-80314, Juzgado Tercero Penal del Circuito con 

funciones de conocimiento de Ocaña (N. de Sder.), proferida el 30 de noviembre de 2017, 

condenando a 180 meses de prisión por el delito de Homicidio agravado en concurso 

homogéneo y sucesivo y en concurso heterogéneo simultáneo con Fabricación, tráfico, porte 

o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones, por hechos ocurridos el 9 de 

abril de 2017.  Se negó Suspensión condicional de ejecución de la pena y prisión domiciliaria. 

 

1.2. Radicado 54-498-60-00000-2017-00010, Juzgado Segundo Penal Municipal con 

funciones de conocimiento de Ocaña (N. de Sder.), proferida el 23 de mayo de 2018, 

condenando a 24 meses de prisión por el delito de Hurto calificado, hechos ocurridos el 4 de 

mayo de 2017. 

 



 
 
 
 

2.- El 8 de noviembre de 2023, el Despacho avocó conocimiento de la presente causa de 

conformidad con lo dispuesto en los Acuerdos PCSJA22-12028 del 19 de diciembre de 20221 y 

CSJAA23-156 del 12 de abril de 20232, recibidas del Juzgado Tercero homólogo el 28 de julio de 

2023. 

 

3 JOHAN SEBASTIAN MARTINEZ CARVAJAL se encuentra privado de la libertad desde el 

22 de mayo de 2017, por ello, ha descontado en privación física 81 meses 21 días de la pena 

impuesta. 

 

3.1 Al sentenciado se le han reconocido las siguientes redenciones de pena: (i) 2 meses 10.5 

días el 21 de diciembre de 2018, (ii) 3 meses 24 días el 26 de noviembre de 2019, (iii) 1 mes el 

17 de febrero de 2021 (iv) 1 mes 1 día el 17 de febrero de 2021, (v) 28 días el 17 de febrero de 

2021 (vi) 1 mes 1 día el 17 de febrero de 2021, (vii) 1 mes el 17 de febrero de 2021, (viii) 1 mes 

el 23 de julio de 2021, (ix) 1 mes el 23 de julio de 2021, (x) 1 mes 1.5 días el 4 de abril de 2022y; 

(xi) 1 mes 1 día el 4 de abril de 2022, por lo que en redenciones cuenta con un tiempo de 15 

meses 7 días. 

 

3.2 Sumado el tiempo en privación física de la libertad y las redenciones de pena da un total 

de 96 meses 28 días,  

 

4 DE LA PRISIÓN DOMICILIARIA: 

 

4.1.- El sentenciado solicitó que se le otorgue la prisión domiciliaria de conformidad con el artículo 

38 G de la ley 599 de 2000, que reza: 

 

“ARTÍCULO 38G. La ejecución de la pena privativa de la libertad se cumplirá en el lugar de residencia o 

morada del condenado cuando haya cumplido la mitad de la condena y concurran los presupuestos 

contemplados en los numerales 3 y 4 del artículo 38B del presente código, excepto en los casos en que el 

condenado pertenezca al grupo familiar de la víctima o en aquellos eventos en que fue sentenciado por 

alguno de los siguientes delitos: genocidio; contra el derecho internacional humanitario; desaparición 

forzada; secuestro extorsivo; tortura; desplazamiento forzado; tráfico de menores; uso de menores de edad 

para la comisión de delitos; tráfico de migrantes; trata de personas; delitos contra la libertad, integridad y 

formación sexuales; extorsión; concierto para delinquir agravado; lavado de activos; terrorismo; usurpación 

y abuso de funciones públicas con fines terroristas; financiación del terrorismo y de actividades de 

delincuencia organizada; administración de recursos con actividades terroristas y de delincuencia 

organizada; financiación del terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades 

terroristas; fabricación, tráfico y porte de armas y municiones de uso restringido, uso privativo de las fuerzas 

armadas o explosivos; delitos relacionados con el tráfico de estupefacientes, salvo los contemplados en el 

artículo 375 y el inciso 2o del artículo 376 del presente código…” (negrilla y subraya del juzgado) 

 

A su vez los numerales 3 y 4 del artículo 38 B adicionado por el artículo 23 de la Ley 1709 de 

2014, a los cuales remite esta norma, señalan: 

 

                                                           
1 Expedido por el Consejo Superior de la Judicatura 
2 Expedido por el Consejo Seccional de la Judicatura 



 
 
 
 

“3. Que se demuestre el arraigo familiar y social del condenado…En todo caso corresponde al juez de 

conocimiento, que imponga la medida, establecer con todos los elementos de prueba allegados a la 

actuación la existencia o inexistencia del arraigo……4. Que se garantice mediante caución el cumplimiento 

de las siguientes obligaciones: a) No cambiar de residencia sin autorización, previa del funcionario judicial; 

b) Que dentro del término que fije el juez sean reparados los daños ocasionados con el delito. El pago de 

la indemnización debe asegurarse mediante garantía personal, real, bancaria o mediante acuerdo con la 

víctima, salvo que demuestre insolvencia; c) Comparecer personalmente ante la autoridad judicial que vigile 

el cumplimiento de la pena cuando fuere requerido para ello; d) Permitir la entrada a la residencia de los 

servidores públicos encargados de realizar la vigilancia del cumplimiento de la reclusión. Además, deberá 

cumplir las condiciones de seguridad que le hayan sido impuestas en la sentencia, las contenidas en los 

reglamentos del Inpec para el cumplimiento de la prisión domiciliaria y las adicionales que impusiere el 

Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad…” 

 

4.2.- Respecto del cumplimiento de los requisitos delimitados por el legislador se tiene lo 

siguiente: 

 

4.2.1.- En lo que respecta al requisito objetivo del cumplimiento de la mitad de la condena, esto 

es, 96 meses, y a la fecha ha descontado entre detención física y redenciones de pena un tiempo 

equivalente a 96 meses 28 días, monto que a la luz de la norma permite afirmar que no ha 

cumplido con este requisito objetivo. 

 

4.2.2.- Igualmente debe decirse que los delitos acumulados por lo que se encuentra condenado 

son, homicidio agravado en concurso homogéneo y sucesivo y en concurso heterogéneo 

simultáneo con Fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o 

municiones y hurto calificado, no se enmarcan dentro de las prohibiciones del artículo 28 de la 

ley 1709 de 2014 que adicionó el artículo 38 G de la ley 599 de 2000. 

 

4.2.3.- En lo que respecta al arraigo, la Sala Penal del máximo Tribunal de la Justicia Ordinaria 

ha establecido que supone “la existencia de un vínculo del procesado con el lugar donde reside, lo cual 

se acredita con distintos elementos de juicio, entre otros, tener una residencia fija y estable, vivir en ella 

junto con la familia y estar presto a atender el requerimiento de las autoridades…"3, concepto que reiteró 

y aclaró para el especifico tema que se debate, en los siguientes términos: 

 

“…se relaciona con el vínculo -en este caso del sentenciado-, con el lugar donde reside o residirá, y no de 

la zozobra e intranquilidad de la comunidad o, de la amenaza que constituye para la sociedad el 

otorgamiento del subrogado penal de la prisión domiciliaria, categorías distintas al actual instituto jurídico 

en estudio (establecido en los artículos 38B y 38G del CP) y que más bien se inscriben en el modificado 

artículo 38 (antes de la reforma introducida por la Ley 1709 de 2014) del mismo estatuto sustantivo de las 

penas, como quiera que allí sí se decía: "que el desempeño personal, laboral, familiar o social del 

sentenciado permita al juez deducir seria, fundada y motivadamente que no colocará en peligro a la 

comunidad y que no evadirá el cumplimiento de la pena…"4. 

 

4.2.4.- En cuanto a la demostración de la existencia de arraigo familiar y social se aportó la 

siguiente documentación : (i) Declaración extra juicio en la cual la compañera permanente del 

sentenciado manifestó que vive en la dirección KDX- 220-380 barrio San Fermín del municipio de 

                                                           
3 Sentencia del 25 de mayo de 2015. Rad. 29581 (SP6348-2015) 
4 Sentencia del 23 de agosto de 2017. Rad. 93423 (STP13145-2017) 



 
 
 
 

Ocaña junto a él y su hijo de 9 meses, (ii) recibo público de energía eléctrica del domicilio en la 

que se corrobora la dirección allegada y, (iii) certificación  de residencia suscrita por el Inspector 

Primero de Policía del Municipio de Ocaña que a su Despacho se presentó la conyugue del PL y 

manifestó bajo la gravedad del juramento que el PL reside en la KDX- 220-380 barrio San Fermín 

del municipio de Ocaña y; (iv) certificaciones personales y laborales, por lo anterior se advierte 

superado este requisito. 

 

4.2.5.- Si bien el numeral 4, literal b, del art. 38B del C. Penal señala: “b) Que dentro del término que 

fije el juez sean reparados los daños ocasionados con el delito. El pago de la indemnización debe 

asegurarse mediante garantía personal, real, bancaria o mediante acuerdo con la víctima, salvo que 

demuestre insolvencia;”, debemos entender que esta es una de las obligaciones que adquiere el 

beneficiario de la prisión domiciliaria y cuyo cumplimiento se garantiza con la caución que se le 

imponga como lo exige el citado numeral. Además, acorde con el artículo 132 de la Ley 906 de 

2004, víctima es aquella persona, natural o jurídica, que individual o colectivamente hubiere 

sufrido algún daño concreto, específico, como consecuencia del injusto. En este caso el bien 

jurídico vulnerado es la vida y el patrimonio económico, por ello, se le solicitó a los Juzgados de 

Conocimiento informar sobre los incidentes de reparación integral y se manifestó por parte de los 

mismos que en ninguno de los dos procesos se inició el trámite. 

 

“Para acreditar la condición de víctima se requiere que haya un daño real, concreto y específico cualquiera 

que sea la naturaleza de éste, que legitime la participación de la víctima o de los perjudicados en el proceso 

penal para buscar la verdad y la justicia, el cual ha de ser apreciado por las autoridades judiciales en cada 

caso. Demostrada la calidad de víctima, o en general que la persona ha sufrido un daño real, concreto y 

específico, cualquiera sea la naturaleza de éste, está legitimada para constituirse en parte civil, y puede 

orientar su pretensión a obtener exclusivamente la realización de la justicia, y la búsqueda de la verdad, 

dejando de lado cualquier objetivo patrimonial” 5. 

 

4.2.6.- Corolario de lo anterior, este Despacho concederá la prisión domiciliaria a MARTINEZ 

CARVAJAL, conforme las motivaciones que se dejaron expuestas en precedencia, previa caución 

prendaria por DOS salarios mínimos legales mensuales vigentes ( 2 S.M.L.M.V ) que deberán ser 

consignados en la cuenta judicial del Banco Agrario de este Despacho No. 680012037007 y/o 

mediante póliza judicial; con los cuales se garanticen las siguientes obligaciones: 

 

“a) No cambiar de residencia sin autorización previa del funcionario judicial; 

 

b) Que dentro del término que fije el juez sean reparados los daños ocasionados con el delito. El 

pago de la indemnización debe asegurarse mediante garantía personal, real, bancaria o mediante 

acuerdo con la víctima, salvo que demuestre insolvencia; 

 

c) Comparecer personalmente ante la autoridad judicial que vigile el cumplimiento de la pena 

cuando fuere requerido para ello; 

                                                           
5 Corte Constitucional, sentencia C-516/07. 



 
 
 
 

d) Permitir la entrada a la residencia de los servidores públicos encargados de realizar la vigilancia 

del cumplimiento de la reclusión. Además, deberá cumplir las condiciones de seguridad que le 

hayan sido impuestas en la sentencia, las contenidas en los reglamentos del Inpec para el 

cumplimiento de la prisión domiciliaria y las adicionales que impusiere el Juez de Ejecución de 

Penas y Medidas de Seguridad” 

 

4.3 Advertir al amparado que, si violare cualquiera de las anteriores obligaciones, sería revocado 

el mecanismo y tendría que cumplir la pena de forma intramural6. Igualmente, ordenar que el 

sustituto de la prisión domiciliaria se acompañe del brazalete electrónico, si no existiere 

disponibilidad del mismo, deberá hacerse efectivo el sustituto y, posteriormente proveerse el 

mecanismo referido. 

 

4.4 Librar ORDEN DE CONDUCCIÓN al lugar de residencia, el cual se fijará en la dirección 

KDX- 220-380 BARRIO SAN FERMÍN DEL MUNICIPIO DE OCAÑA (NS), una vez el condenado 

cumpla con los compromisos a su cargo de prestar caución y suscribir diligencia de compromiso. 

 

Por lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE 

SEGURIDAD DE BUCARAMANGA; 

 

 

R E S U E L V E 

 

 

PRIMERO: DECLARAR que JOHAN SEBASTIAN MARTINEZ CARVAJAL ha cumplido una 

penalidad de NOVENTA Y SEIS MESES VEINTIOCHO DIAS (96 meses 28 días) teniendo en 

cuenta la detención física y la redención concedida.  

 

SEGUNDO: CONCEDER el mecanismo sustitutivo de la PRISIÓN DOMICILIARIA a JOHAN 

SEBASTIAN MARTINEZ CARVAJAL, de conformidad con las motivaciones que se dejaron 

expuestas en precedencia, debiéndose imponer las obligaciones mencionadas y prestar caución 

prendaria por valor real de Dos salarios mínimos legales mensuales vigentes (2 SMLMV) que 

deberán ser consignados en la cuenta judicial del Banco Agrario de este Despacho No. 

680012037007 y/o mediante póliza judicial; con el cual garantice las obligaciones referidas en la 

parte motiva de la decisión. ADVERTIR al sentenciado que si violare cualquiera de las anteriores 

obligaciones será revocado el mecanismo y tendrá que cumplir la pena de forma intramural. 

ORDENAR que el sustituto de la prisión domiciliaria se acompañe del brazalete electrónico, si no 

existiere disponibilidad del mismo, deberá hacerse efectiva la prisión domiciliaria y, 

posteriormente proveerse el mecanismo referido. 

                                                           
6 Artículo 486 de la Ley 600 de 2000. 

 



 
 
 
 

TERCERO: LIBRAR ORDEN DE CONDUCCIÓN al lugar de residencia, el cual se fijará en la 

KDX- 220-380 BARRIO SAN FERMÍN DEL MUNICIPIO DE OCAÑA, una vez el condenado 

cumpla con los compromisos a su cargo de cancelar caución y suscribir diligencia de compromiso. 

 

CUARTO: ENTERAR a las partes que contra esta decisión proceden los recursos ordinarios de 

Ley. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

GABRIEL ANDRES MORENO CASTAÑEDA 

Juez 



 
 
 
 

JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE 
BUCARAMANGA 

 

Bucaramanga, doce (12) de marzo de dos mil veinticuatro (2024) 

ASUNTO LIBERTAD CONDICIONAL  

R ADIC ADO NI .40153  

CUI  68001600015920210228900   

 

EXPEDIENTE  FISICO  

ELECTRONICO  X 

SENTENCI ADO ( A)  HERNAN DARIO FLOREZ MENDEZ CEDUL A 13.871.703 

CENTRO DE 

RECLUSIÓN 

CPMS DE BUCARAMANGA  

BIEN JURIDICO  Pat r imonio  

económico  

LEY906/2004  X  LEY 600/2000   LEY 1826/2017   

 

MOTIVO DE LA DECISIÓN  

 

Resolver la solicitud de libertad condicional deprecada a favor de HERNAN DARIO FLOREZ 

MENDEZ identificado con C.C 13.871.703 de Bucaramanga, privado de la libertad en el CPMS 

DE BUCARAMANGA. 

 

CONSIDERACIONES 

 

1.- HERNAN DARIO FLOREZ MENDEZ, cumple una pena de 16 meses 6 días de prisión, en 

virtud de la sentencia condenatoria proferida en su contra el 8 de septiembre de 2023, por el 

Juzgado Veinticinco Penal Municipal con funciones de conocimiento de Bucaramanga, como 

coautor del delito de hurto calificado y agravado, por hechos acaecidos 21 de marzo de 2021, 

negándose los subrogados penales. 

 

2.- El 09 de enero de 2024 el Despacho avocó conocimiento de la presente causa de conformidad 

con lo dispuesto en los Acuerdos PCSJA22-12028 del 19 de diciembre de 2022 y CSJAA23-156 

del 12 de abril de 2023. 

 

2.1  El ajusticiado se encuentra privado de la libertad por cuenta de este proceso desde el 19 

de abril de 2023 por lo que a la fecha ha descontado en físico 10 meses 23 días. 

 

3. DE LA LIBERTAD CONDICIONAL  

 

3.1.-En esta oportunidad se solicita la libertad condicional del enjuiciado acompañada de los 

siguientes documentos (i) cartilla biográfica, (ii) certificados de calificación de conducta, (iii) 

Resolución N° 410-00385 del 5 de marzo de 2024 y; (iv) arraigos sociales y familiares. 

 

3.2.- Es competencia de los Jueces de Ejecución de Penas resolver de fondo lo concerniente a 

la libertad condicional, prevista en el artículo 30 de la ley 1709 de 2014, que modificó el artículo 



 
 
 
 

64 de la ley 599 de 2000, en el que; previa valoración de la gravedad de la conducta punible, se 

exige el cumplimiento de los siguientes requisitos: (i) que la persona haya cumplido las 3/5 partes 

de la pena, (ii) que su adecuado desempeño y comportamiento durante el tratamiento 

penitenciario en el centro de reclusión permita suponer fundadamente que no existe necesidad 

de continuar la ejecución de la pena, (iii) que se demuestre el arraigo familiar y social y (iv) que 

se repare la víctima o se asegure el pago de la indemnización mediante garantía personal, real, 

bancaria o acuerdo de pago, salvo se demuestre insolvencia económica. 

 

4.3.- Al unísono la Sala Penal del máximo Tribunal de la Justicia Ordinaria decantó sobre el 

instituto jurídico de la libertad condicional, lo siguiente: 

 

“….El artículo 64 del Código Penal (modificado por el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014), con la 
exequibilidad condicionada declarada por la Corte Constitucional en la sentencia CC C–757–2014, enseña 
que la finalidad del subrogado de la libertad condicional es permitir que el condenado pueda cumplir por 
fuera del centro de reclusión parte de la pena privativa de la libertad impuesta en la sentencia, cuando la 
conducta punible cometida, los aspectos favorables que se desprendan del análisis efectuado por el juez 
de conocimiento en la sentencia –en su totalidad–, el adecuado comportamiento durante el tiempo que ha 
permanecido privado de la libertad y la manifestación que el proceso de resocialización ha hecho efecto en 
el caso concreto –lo cual traduce un pronóstico positivo de rehabilitación–, permiten concluir que en su 
caso resulta innecesario continuar la ejecución de la sanción bajo la restricción de su libertad (artículo 64 
numeral 2° del código penal)…Sólo de esa forma se hace palpable la progresividad del sistema 
penitenciario, cuya culminación es la fase de confianza de la libertad condicional, que presupone la 
enmienda y readaptación del delincuente y efectiviza su reinserción a la sociedad, lográndose la finalidad 
rehabilitadora de la pena. La perspectiva en clave de libertad principalmente apuesta por las posibilidades 
de resocialización o reinserción social de la persona que ha cometido una infracción delictiva, acorde a 
máximas de rehabilitación, mientras la visión de seguridad apunta a su exclusión social, propias de políticas 
intimidatorias e inocuizadoras o de aislamiento del condenado, que contrarrestan su reintegro a las 
dinámicas comunitarias…”1 

 

4.4.- En el caso concreto, sobre el cumplimiento del requisito objetivo no existe inconveniente 

alguno, dado que FLOREZ MENDEZ cumple una condena de 16 meses 6 días de prisión, por lo 

que las 3/5 partes equivalen a 9 meses 21 días, quantum ya superado, conforme quedó plasmado 

en antecedencia, dado que el condenado ha descontado 10 meses 23 días de prisión, por lo que 

se declara cumplido este requisito. 

 

4.5.- A efectos de valorar el aspecto subjetivo, obra la Resolución N°410-00385 del 5 de marzo 

de 2024 expedida por el Consejo de Disciplina del CPMS BUCARAMANGA, en el que se emitió 

concepto favorable para conceder la libertad condicional al sentenciado, de igual forma, se allegó 

cartilla biográfica en la que se denota que su conducta fue calificada en el grado de buena lo que 

hace ver su buen comportamiento al interior del penal, por lo que debe considerarse superado 

este aspecto del requisito subjetivo. 

 

4.6.- En lo concerniente al segundo aspecto del ingrediente subjetivo, a saber, la valoración de la 

conducta punible, al efectuar el juicio de razonabilidad y proporcionalidad respecto a la necesidad 

de que el sentenciado continúe ejecutando la pena privativa de la libertad en el establecimiento 

                                                           
1 Sentencia del 27 de julio de 2022. Rad. 61616 (AP3348-2022) MP Fabio Ospitia Garzón. 



 
 
 
 

de reclusión, si bien es cierto que, no puede obviarse la vulneración al bien jurídico de patrimonio 

económico, tampoco resulta viable dejar de lado lo decantado por el Alto Tribunal Constitucional 

en Sentencia C-757 de 2014 que declaró exequible la expresión contenida en el art. 30 de la Ley 

1709 de 2014, a través del cual se adujo que la valoración de la conducta punible que debe 

realizar el juez ejecutor debe sujetarse a las circunstancias, elementos y consideraciones dadas 

por el juez de conocimiento en la sentencia condenatoria, sean favorables o desfavorables al 

otorgamiento de la libertad condicional, de forma precisa se refirió que: 

 

“48. En primer lugar, es necesario concluir que una norma que exige que los jueces de ejecución de penas 

valoren la conducta punible de las personas condenadas para decidir acerca de su libertad condicional es 

exequible a la luz de los principios del non bis in ídem, del juez natural (C.P. art. 29) y de separación de 

poderes (C.P. art. 113) …50. Sin embargo, sí se vulnera el principio de legalidad como elemento del debido 

proceso en materia penal, cuando el legislador establece que los jueces de ejecución de penas deben 

valorar la conducta punible para decidir sobre la libertad condicional sin darles los parámetros para ello. 

Por lo tanto, una norma que exige que los jueces de ejecución de penas valoren la conducta punible de las 

personas condenadas a penas privativas de su libertad para decidir acerca de su libertad condicional es 

exequible, siempre y cuando la valoración tenga en cuenta todas las circunstancias, elementos y 

consideraciones hechas por el juez penal en la sentencia condenatoria, sean éstas favorables o 

desfavorables al otorgamiento de la libertad condicional…51. Finalmente, la Corte concluye que los jueces 

de ejecución de penas y medidas de seguridad deben aplicar la constitucionalidad condicionada de la 

expresión “previa valoración de la conducta punible” contenida en el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014, 

en todos aquellos casos en que tal condicionamiento les sea más favorable a los condenados…” 

 

4.7.- Mucho menos puede obviarse la finalidad de la gracia en comento, atinente a la posibilidad 

de resocialización o reinserción social de la persona que ha cometido una infracción delictiva, 

acorde a máximas de rehabilitación en virtud del principio de progresividad en el tratamiento 

punitivo, desde esa óptica la valoración de la conducta no ha de ser entendida como la reedición 

de esta, pues ello supondría juzgar de nuevo lo que en su momento definió el funcionario judicial 

de conocimiento en la fase de imposición de la sanción, tampoco implica la consideración de la 

gravedad en abstracto del ilícito, pues todo ello trasegaría contra el principio de la dignidad 

humana, lo que se pretende con la consagración del beneficio no es nada distinto a acentuar en 

fin resocializador de la pena, que tiene como norte la posibilidad cierta del sentenciado de 

recuperar su libertad y reintegrarse al tejido social antes del cumplimiento total de la pena.  

 

4.8.- Siguiendo la línea jurisprudencial trazada, con respecto a la gravedad de la conducta en el 

caso concreto, tenemos que el sentenciado aceptó su responsabilidad por los delitos atribuidos 

vía preacuerdo, reconoció sus faltas y se sometió al poder punitivo del Estado, adicionalmente, 

debe resaltarse la calificación que ha obtenido en su instancia en el penal que ha sido calificada 

en el grado de BUENA, lo anterior, con miras a retornar a la sociedad y serle útil, circunstancias 

éstas que llevaron a que el penal conceptuará favorablemente la concesión del subrogado, con 

lo que en esta ocasión coincide el despacho judicial, así que se entiende superado este requisito. 

 

4.9.- En cuanto a la demostración de la existencia de arraigo familiar y social se allegaron los 

siguientes documentos: (i) certificado expedido por el Presidente de la Junta de Acción Comunal 

de la Urbanización Villa Rosa Sector 2 quien manifestó que el PL reside en la Calle 13BN No 21-



 
 
 
 

54 Casa 2 Manzana 15 hace aproximadamente 18 años, (ii) certificación firmada por el párroco 

de la parroquia Nuestra Señora de Guadalupe quien certifica que el PL reside en la Calle 13BN 

No 21-54 Casa 2 Manzana 15 hace aproximadamente 18 años(iii) Servicio de recibo público 

emitido por el AMB en el que se corrobora la existencia del domicilio y; (iv) Declaraciones extra 

proceso que corroboran su domicilio, por lo que se declara cumplido este requisito. 

 

4.10 Por último, en lo concerniente a la reparación de la víctima o la garantía del pago de la 

indemnización mediante garantía personal, real, bancaria o acuerdo de pago, salvo se demuestre 

insolvencia económica, se declara como cumplido este requisito pues en audiencia de verificación 

de preacuerdo el Juzgado de conocimiento verificó la indemnización a la víctima y de ello quedo 

constancia en la sentencia condenatoria. 

 

4.11 En consecuencia, se otorgará la libertad condicional por un periodo de prueba igual al 

tiempo que le falta para cumplir la pena, esto es 5 meses 13 días, previa caución prendaria por 

valor de cien mil pesos ($ 100.000) que deberá ser consignada en la cuenta judicial del Banco 

Agrario de este Despacho No. 680012037007 y suscripción de diligencia de compromiso con las 

obligaciones del artículo 65 del C.P.; advirtiéndosele que el incumplimiento de cualquiera de las 

obligaciones impuestas conllevará a la revocatoria del mecanismo sustitutivo, entrando a purgar 

en prisión la pena insoluta.  

 

4.12 Una vez el penado cumpla con las obligaciones a su cargo, líbrese ante el CPMS 

BUCARAMANGA la respectiva boleta de libertad, en la que se indicará que, si el sentenciado es 

requerido por alguna otra autoridad judicial, deberá dejarse a disposición de quien así lo solicite. 

 

En razón y mérito de lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 

MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA; 

 

 

R E S U E L V E 

 

 

PRIMERO: DECLARAR que a la fecha el condenado HERNAN DARIO FLOREZ MENDEZ ha 

cumplido una pena de DIEZ MESES VEINTITRES DIAS (10 meses 23 días) teniendo en cuenta 

la detención física y las redenciones de pena reconocidas. 

 

 

SEGUNDO: CONCEDER la libertad condicional a HERNAN DARIO FLOREZ MENDEZ por un 

periodo de prueba de CINCO MESES TRECE DIAS (5 meses 13 días), previa caución prendaria 

de cien mil pesos ($100.000), que deberá ser consignada en la cuenta judicial del Banco Agrario 

de este Despacho No. 680012037007 y suscripción de diligencia de compromiso. 



 
 
 
 

TERCERO: LÍBRESE la respectiva boleta de libertad para ante el CPMS BUCARAMANGA, una 

vez el sentenciado cumpla con las obligaciones a su cargo, en la que se indicará que, si se 

encuentra requerido por alguna otra autoridad judicial, deberá dejarse a disposición de quien así 

lo solicite. 

 

CUARTO: ENTERAR a las partes que contra esta decisión proceden los recursos ordinarios de 

Ley. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 
GABRIEL ANDRÉS MORENO CASTAÑEDA  

Juez. 



 
 
 

JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

 

Bucaramanga, trece (13) de marzo de dos mil veinticuatro (2024) 

 

ASUNTO PRISIÓN DOMICILIARIA  

RADICADO NI 40746 

(CUI 680016000159202301932)  

EXPEDIENTE  FISICO X 

ELECTRONICO  

SENTENCIADO (A) JEFFERSON DAVID REYES GAONA CEDULA 1.102.383.525  

CENTRO DE 

RECLUSIÓN 

CPMS BUCARAMANGA 

BIEN JURIDICO PATRIMONIO 

ECONOMICO 

LEY906/2004 X LEY 600/2000  LEY 1826/2017  

 
MOTIVO DE LA DECISIÓN 

 

Resolver la solicitud de prisión domiciliaria deprecada a favor de JEFFERSON REYES GAONA 

identificado con la C.C. 1.102.383.525, privado de la libertad en el CPAMS GIRÓN.  

 

CONSIDERACIONES 

 

1-.JEFFERSON DAVID REYES GAONA, cumple una pena de 14 meses 18 días de prisión, 

impuesta por el Juzgado Veinticuatro Penal Municipal con funciones de conocimiento de 

Bucaramanga el 4 de septiembre de 2023, como coautor del delito de hurto calificado y agravado 

en grado de tentativa por hechos ocurridos el 26 de febrero de 2023; negándole los subrogados 

penales.  

 

2 El 8 de Marzo de 2024 el Despacho avocó conocimiento de la presente causa de 

conformidad con lo dispuesto en los Acuerdos PCSJA22-12028 del 19 de diciembre de 20221 y 

CSJAA23-156 del 12 de abril de 20232. 

 

3 El sentenciado se encuentra privado de la libertad por cuenta de este proceso desde el 22 

de junio de 2023 por lo que a la fecha arroja un total de tiempo físico descontado por cuenta de este 

proceso de 8 meses 21 días de prisión.  

 

4 DE LA PRISION DOMICILIARIA: 

 

4.1.- El sentenciado solicitó que se le otorgue la prisión domiciliaria de conformidad con el artículo 

38 G de la ley 599 de 2000, que reza: 

 

“ARTÍCULO 38G. La ejecución de la pena privativa de la libertad se cumplirá en el lugar de residencia o 

morada del condenado cuando haya cumplido la mitad de la condena y concurran los presupuestos 

contemplados en los numerales 3 y 4 del artículo 38B del presente código, excepto en los casos en que el 

                                                           
1 Expedido por el Consejo Superior de la Judicatura 
2 Expedido por el Consejo Seccional de la Judicatura de Santander 



 
 
 

condenado pertenezca al grupo familiar de la víctima o en aquellos eventos en que fue sentenciado por alguno 

de los siguientes delitos: genocidio; contra el derecho internacional humanitario; desaparición forzada; 

secuestro extorsivo; tortura; desplazamiento forzado; tráfico de menores; uso de menores de edad para la 

comisión de delitos; tráfico de migrantes; trata de personas; delitos contra la libertad, integridad y formación 

sexuales; extorsión; concierto para delinquir agravado; lavado de activos; terrorismo; usurpación y abuso de 

funciones públicas con fines terroristas; financiación del terrorismo y de actividades de delincuencia 

organizada; administración de recursos con actividades terroristas y de delincuencia organizada; financiación 

del terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades terroristas; fabricación, tráfico y porte 

de armas y municiones de uso restringido, uso privativo de las fuerzas armadas o explosivos; delitos 

relacionados con el tráfico de estupefacientes, salvo los contemplados en el artículo 375 y el inciso 2o del 

artículo 376 del presente código…” (negrilla y subraya del juzgado) 

 

A su vez los numerales 3 y 4 del artículo 38 B adicionado por el artículo 23 de la Ley 1709 de 2014, 

a los cuales remite esta norma, señalan: 

 

“3. Que se demuestre el arraigo familiar y social del condenado…En todo caso corresponde al juez de 

conocimiento, que imponga la medida, establecer con todos los elementos de prueba allegados a la actuación 

la existencia o inexistencia del arraigo……4. Que se garantice mediante caución el cumplimiento de las 

siguientes obligaciones: a) No cambiar de residencia sin autorización, previa del funcionario judicial; b) Que 

dentro del término que fije el juez sean reparados los daños ocasionados con el delito. El pago de la 

indemnización debe asegurarse mediante garantía personal, real, bancaria o mediante acuerdo con la víctima, 

salvo que demuestre insolvencia; c) Comparecer personalmente ante la autoridad judicial que vigile el 

cumplimiento de la pena cuando fuere requerido para ello; d) Permitir la entrada a la residencia de los 

servidores públicos encargados de realizar la vigilancia del cumplimiento de la reclusión. Además, deberá 

cumplir las condiciones de seguridad que le hayan sido impuestas en la sentencia, las contenidas en los 

reglamentos del Inpec para el cumplimiento de la prisión domiciliaria y las adicionales que impusiere el Juez 

de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad…” 

 

4.2.- Respecto del cumplimiento de los requisitos delimitados por el legislador se tiene lo siguiente: 

 

4.2.1.- En lo que respecta al requisito objetivo del cumplimiento de la mitad de la condena, esto es, 

7 meses 9 días, y a la fecha ha descontado un tiempo equivalente a 8 meses 21 días, monto que 

a la luz de la norma permite afirmar que no ha cumplido con este requisito objetivo. 

 

4.2.2.- Igualmente debe decirse que el delito el que se encuentra condenado, a saber, hurto 

calificado y agravado en grado de tentativa, no se enmarca dentro de las prohibiciones del artículo 

28 de la ley 1709 de 2014 que adicionó el artículo 38 G de la ley 599 de 2000. 

 

4.2.3.- En lo que respecta al arraigo, la Sala Penal del máximo Tribunal de la Justicia Ordinaria ha 

establecido que supone “la existencia de un vínculo del procesado con el lugar donde reside, lo cual se 

acredita con distintos elementos de juicio, entre otros, tener una residencia fija y estable, vivir en ella junto 

con la familia y estar presto a atender el requerimiento de las autoridades…"3, concepto que reiteró y aclaró 

para el especifico tema que se debate, en los siguientes términos: 

 

                                                           
3 Sentencia del 25 de mayo de 2015. Rad. 29581 (SP6348-2015) 



 
 
 

“…se relaciona con el vínculo -en este caso del sentenciado-, con el lugar donde reside o residirá, y no de la 

zozobra e intranquilidad de la comunidad o, de la amenaza que constituye para la sociedad el otorgamiento 

del subrogado penal de la prisión domiciliaria, categorías distintas al actual instituto jurídico en estudio 

(establecido en los artículos 38B y 38G del CP) y que más bien se inscriben en el modificado artículo 38 

(antes de la reforma introducida por la Ley 1709 de 2014) del mismo estatuto sustantivo de las penas, como 

quiera que allí sí se decía: "que el desempeño personal, laboral, familiar o social del sentenciado permita al 

juez deducir seria, fundada y motivadamente que no colocará en peligro a la comunidad y que no evadirá el 

cumplimiento de la pena…"4. 

 

4.2.4.- En cuanto a la demostración de la existencia de arraigo familiar y social se allegó la siguiente 

documentación : (i) Declaración extra juicio suscrita por Otoniel Rodríguez Ardila en la que manifestó 

que el PL de concederle la prisión domiciliaria llegara a su domicilio ubicado en la Calle 114 No 47-

20 Barrio Zapamanga V etapa y;(ii) recibo de servicio público expedido por el Acueducto 

Metropolitano de Bucaramanga AMB mediante el cual se corrobora la existencia del domicilio, por 

lo anterior se advierte superado este requisito. 

 

4.2.5.- Si bien el numeral 4, literal b, del art. 38B del C. Penal señala: “b) Que dentro del término que 

fije el juez sean reparados los daños ocasionados con el delito. El pago de la indemnización debe asegurarse 

mediante garantía personal, real, bancaria o mediante acuerdo con la víctima, salvo que demuestre 

insolvencia;”, debemos entender que esta es una de las obligaciones que adquiere el beneficiario de 

la prisión domiciliaria y cuyo cumplimiento se garantiza con la caución que se le imponga como lo 

exige el citado numeral. Además, acorde con el artículo 132 de la Ley 906 de 2004, víctima es 

aquella persona, natural o jurídica, que individual o colectivamente hubiere sufrido algún daño 

concreto, específico, como consecuencia del injusto. En este caso el bien jurídico vulnerado es del 

patrimonio económico en el cual la victima allegó una declaración extrajuicio en la que manifestó 

que se encuentra indemnizada integralmente. 

 

“Para acreditar la condición de víctima se requiere que haya un daño real, concreto y específico cualquiera 

que sea la naturaleza de éste, que legitime la participación de la víctima o de los perjudicados en el proceso 

penal para buscar la verdad y la justicia, el cual ha de ser apreciado por las autoridades judiciales en cada 

caso. Demostrada la calidad de víctima, o en general que la persona ha sufrido un daño real, concreto y 

específico, cualquiera sea la naturaleza de éste, está legitimada para constituirse en parte civil, y puede 

orientar su pretensión a obtener exclusivamente la realización de la justicia, y la búsqueda de la verdad, 

dejando de lado cualquier objetivo patrimonial” 5. 

 

4.2.6.- Corolario de lo anterior, este Despacho concederá la prisión domiciliaria a REYES GAONA, 

conforme las motivaciones que se dejaron expuestas en precedencia, previa caución prendaria por 

cien mil pesos ($100.000) que deberán ser consignados en la cuenta judicial del Banco Agrario de 

este Despacho No. 680012037007 con los cuales se garanticen las siguientes obligaciones: 

 

“a) No cambiar de residencia sin autorización previa del funcionario judicial; 

                                                           
4 Sentencia del 23 de agosto de 2017. Rad. 93423 (STP13145-2017) 
5 Corte Constitucional, sentencia C-516/07. 



 
 
 

b) Que dentro del término que fije el juez sean reparados los daños ocasionados con el delito. El 

pago de la indemnización debe asegurarse mediante garantía personal, real, bancaria o mediante 

acuerdo con la víctima, salvo que demuestre insolvencia; 

c) Comparecer personalmente ante la autoridad judicial que vigile el cumplimiento de la pena 

cuando fuere requerido para ello; 

d) Permitir la entrada a la residencia de los servidores públicos encargados de realizar la vigilancia 

del cumplimiento de la reclusión. Además, deberá cumplir las condiciones de seguridad que le 

hayan sido impuestas en la sentencia, las contenidas en los reglamentos del Inpec para el 

cumplimiento de la prisión domiciliaria y las adicionales que impusiere el Juez de Ejecución de 

Penas y Medidas de Seguridad” 

 

4.3 Advertir al amparado que, si violare cualquiera de las anteriores obligaciones, sería revocado el 

mecanismo y tendría que cumplir la pena de forma intramural6. Igualmente, ordenar que el sustituto 

de la prisión domiciliaria se acompañe del brazalete electrónico, si no existiere disponibilidad del 

mismo, deberá hacerse efectivo el sustituto y, posteriormente proveerse el mecanismo referido. 

 

4.4 Librar ORDEN DE CONDUCCIÓN al lugar de residencia, el cual se fijará en la CALLE 114 

NO 47-20 BARRIO ZAPAMANGA V ETAPA DEL MUNICIPIO DE FLORIDABLANCA, una vez el 

condenado cumpla con los compromisos a su cargo de prestar caución y suscribir diligencia de 

compromiso. 

 

En razón y mérito de lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS 

DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA; 

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO: DECLARAR que JEFFERSON DAVID REYES GAONA ha cumplido una penalidad de 

OCHO MESES VEINTIUNO DÍAS (8 meses 21 días) teniendo en cuenta la detención física y la 

redención concedida.  

 

SEGUNDO: CONCEDER el mecanismo sustitutivo de la PRISIÓN DOMICILIARIA a JEFFERSON 

DAVID REYES GAONA, de conformidad con las motivaciones que se dejaron expuestas en 

precedencia, debiéndose imponer las obligaciones mencionadas y prestar caución prendaria por 

valor real de cien mil pesos ($100.000) que deberán ser consignados en la cuenta judicial del Banco 

Agrario de este Despacho No. 680012037007; con el cual garantice las obligaciones referidas en la 

parte motiva de la decisión. ADVERTIR al sentenciado que si violare cualquiera de las anteriores 

obligaciones será revocado el mecanismo y tendrá que cumplir la pena de forma intramural. 

ORDENAR que el sustituto de la prisión domiciliaria se acompañe del brazalete electrónico, si no 

                                                           
6 Artículo 486 de la Ley 600 de 2000. 

 



 
 
 

existiere disponibilidad del mismo, deberá hacerse efectiva la prisión domiciliaria y, posteriormente 

proveerse el mecanismo referido. 

 

TERCERO: LIBRAR ORDEN DE CONDUCCIÓN al lugar de residencia, el cual se fijará en la 

CALLE 114 NO 47-20 BARRIO ZAPAMANGA V ETAPA del municipio de Floridablanca, una vez el 

condenado cumpla con los compromisos a su cargo de cancelar caución y suscribir diligencia de 

compromiso. 

 

CUARTO: : ENTERAR a las partes que contra esta decisión proceden los recursos ordinarios de 

Ley. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

GABRIEL ANDRÉS MORENO CASTAÑEDA 
Juez 

























































 

 
 

JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE 

BUCARAMANGA 

 
 

Bucaramanga, primero (1°) de diciembre de dos mil veintitrés (2023) 
 

                                                   

ASUNTO Redención de pena  

RADICADO NI. 12119 CUI 68190610000020220000200 EXPEDIENTE  FISICO  

ELECTRONICO X 

SENTENCIADO (A) MARIBEL DE LOS ANGELES AGUILAR 

JARAMILLO 

CEDULA 1.099.554.842 

CENTRO DE RECLUSIÓN CPMSM  BUCARAMANGA 

DIRECCIÓN DOMICILIARIA  

BIEN JURIDICO Salud pública LEY906/2004 X LEY 600/2000  LEY 1826/2017  

 

 

ASUNTO A TRATAR 

 

Resolver la solicitud de redención de pena deprecada a favor de MARIBEL DE LOS ANGELES 

AGUILAR JARAMILLO, identificada con la cedula de ciudadanía Nro. 1.099.554.842, encontrándose 

privada de la libertad en el CPMSM BUCARAMANGA. 

 

CONSIDERACIONES 

 

1.- MARIBEL DE LOS ANGELES AGUILAR JARAMILLO cumple una pena de 56 meses de prisión y 

multa de 62 SMLMV impuesta el 17 de rebrero de 2023 por el Juzgado Primero Penal del 

Circuito con Funciones de conocimiento de Cimitarra-Santander, como autora 

responsable del delito de Fabricación, tráfico o porte de estupefacientes agravado (artículo 376 del C.P. 

inciso segundo y artículo 384 numeral 1 literal B), por hechos ocurridos entre agosto de 2021 y marzo 

de 2022, negándole los subrogados penales. La defensa interpuso apelación pero luego desistió 

ante el Tribunal Superior de este Distrito Judicial de San Gil-Santander donde, el 4 de marzo de 

202e, se admitió el desistimiento.  

 

2.- En la fecha, el despacho avocó conocimiento de la presente causa de conformidad con lo 

dispuesto en los Acuerdos PCSJA22-12028 del 19 de diciembre de 20221 y CSJAA23-156 del 12 

de abril de 20232, conforme la remisión ordenada por el Juzgado Tercero Homólogo. 

 

3.- DE LA REDENCIÓN DE PENA 

 

Para efectos de redención de pena se allegan los siguientes cómputos: 

 

                                                           
1 Expedido por el Consejo Superior de la Judicatura 
2 Expedido por el Consejo Seccional de la Judicatura 



 

 
 

 

 

• Certificados de calificación de conducta 

 

N° PERIODO GRADO 

CONSTANCIA 16/06/2022 a 15/03/2023 BUENA 

CONSTANCIA 16/03/2023 a 15/09/2023 EJEMPLAR 

 

3.1.-Adicionalmente, la directora del CPMSM Bucaramanga, con fecha 7 de noviembre de 

2023 expide constancia donde señala que la interna desde el 19/09/2023 no presentó sanción 

disciplinaria y su conducta se mantuvo en el grado de buena. 

 

3.2.- Así las cosas, las horas certificadas y que han sido referidas anteriormente le representan a 

la sentenciada 140 días (4 meses 20 días) de redención por las actividades realizadas en el penal; 

atendiendo que la conducta de la misma ha sido calificada en el grado de buena/ejemplar y su 

desempeño como sobresaliente, por lo que procede dicho reconocimiento con fundamento en lo 

normado en los artículos 82, 97 y 98 de la ley 65 de 1993. 

 

3.3.- La ajusticiada ha estado privada de la libertad por este proceso desde el 9 de junio de 2022 

cuando se produjo su captura.  De manera que el tiempo descontado en privación física de la 

libertad hasta la fecha es de 17 meses 22 días. 

 

3.4.- En redenciones de pena se tiene la reconocida en este auto por 140 días, es decir, 4 meses 

20 días. 

 

3.5.- Así las cosas, en total – sumado el tiempo físico y las redenciones anteriores concedidas, la 

sentenciada ha descontado la cantidad de 22 meses 12 días de prisión. 

 

En razón y mérito de lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 

MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA; 

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO: CONCEDER en favor de MARIBEL DE LOS ANGELES AGUILAR JARAMILLO, 

identificada con la cedula de ciudadanía Nro. 1.099.554.842, una redención de pena de 140 días (4 

CERTIFICADO 

No. 

PERIODO HORAS 

CERTIFICADAS 
ACTIVIDAD 

REDIME 

DESDE HASTA HORAS DÍAS 

18680401 01/08/2022 31/10/2022 384 ESTUDIO 384 32 

18851244 01/11/2022 30/04/2023 696 ESTUDIO 696 58 

18981106 01/05/2023 30/09/2023 600 ESTUDIO 600 50 

 140 



 

 
 

meses 20 días) por las actividades de trabajo realizadas al interior del penal, de conformidad con 

lo expuesto en la motiva.  

 

SEGUNDO: DECLARAR que a la fecha la condenada MARIBEL DE LOS ANGELES AGUILAR 

JARAMILLO ha cumplido una pena de 22 meses 12 días de prisión, teniendo en cuenta la 

detención física y las redenciones de pena reconocidas. 

 

TERCERO:  ENTERAR a las partes que contra esta decisión proceden los recursos ordinarios. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

GABRIEL ANDRÉS MORENO CASTAÑEDA 

Juez 



 

 
 

JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE 

BUCARAMANGA 

 
Bucaramanga, quince (15) de febrero de dos mil veinticuatro (2024) 

 
                                                   

ASUNTO Redención de pena  

RADICADO NI. 12119 CUI 68190610000020220000200 EXPEDIENTE  FISICO  

ELECTRONICO X 

SENTENCIADO (A) MARIBEL DE LOS ANGELES AGUILAR 

JARAMILLO 

CEDULA 1.099.554.842 

CENTRO DE RECLUSIÓN CPMSM  BUCARAMANGA 

DIRECCIÓN DOMICILIARIA  

BIEN JURIDICO Salud pública LEY906/2004 X LEY 600/2000  LEY 1826/2017  

 

ASUNTO A TRATAR 

Resolver la solicitud de redención de pena deprecada a favor de MARIBEL DE LOS ANGELES 

AGUILAR JARAMILLO, identificada con la cedula de ciudadanía Nro. 1.099.554.842, encontrándose 

privada de la libertad en el CPMSM BUCARAMANGA. 

 

CONSIDERACIONES 

1.- La ajusticiada MARIBEL DE LOS ANGELES AGUILAR JARAMILLO cumple una pena de 56 

meses de prisión y multa de 62 SMLMV impuesta el 17 de frebrero de 2023 por el Juzgado 

Primero Penal del Circuito con Funciones de conocimiento de Cimitarra-Santander, como autora 

responsable del delito de Fabricación, tráfico o porte de estupefacientes agravado (artículo 376 

del C.P. inciso segundo y artículo 384 numeral 1 literal B), por hechos ocurridos entre agosto de 

2021 y marzo de 2022, negándole los subrogados penales. El 4 de marzo de 2023 el Tribunal 

Superior de este Distrito Judicial de San Gil-Santander admitió el desistimiento respecto del 

recurso de apelación elevado por la defensa.  

 

2.- El 1 de diciembre de 2023 este despacho avocó conocimiento de la presente causa de 

conformidad con lo dispuesto en los Acuerdos PCSJA22-12028 del 19 de diciembre de 20221 y 

CSJAA23-156 del 12 de abril de 20232, conforme la remisión ordenada por el Juzgado Tercero 

Homólogo. 

 

3.- DE LA REDENCIÓN DE PENA 

 

Para efectos de redención de pena se allegan los siguientes cómputos: 

                                                           
1 Expedido por el Consejo Superior de la Judicatura 
2 Expedido por el Consejo Seccional de la Judicatura 

CERTIFICADO 

No. 

PERIODO HORAS 

CERTIFICADAS 
ACTIVIDAD 

REDIME 

DESDE HASTA HORAS DÍAS 

19076612 01/10/2023 31/12/2023 354 ESTUDIO 354 29.5 

 29.5 



 

 
 

 

• Certificados de calificación de conducta 

 

N° PERIODO GRADO 

420-00342023 16/06/2023 a 15/12/2023 EJEMPLAR 

CONSTANCIA 16/09/2023 A 2/02/2024 EJEMPLAR 

 

3.1.-Adicionalmente, la directora del CPMSM Bucaramanga, con fecha 2 de febrero de 2024 

expide constancia donde señala que la interna desde el 19/09/2023 a 2/02/2024 no presentó 

sanción disciplinaria y su conducta se mantuvo en el grado de ejemplar. 

 

3.2.- Así las cosas, las horas certificadas y que han sido referidas anteriormente le representan a 

la sentenciada 29.5 días de redención por las actividades realizadas en el penal; atendiendo que 

la conducta de la misma ha sido calificada en el grado de ejemplar y su desempeño como 

sobresaliente, por lo que procede dicho reconocimiento con fundamento en lo normado en los 

artículos 82, 97 y 98 de la ley 65 de 1993. 

 

3.3.- La ajusticiada ha estado privada de la libertad por este proceso desde el 9 de junio de 2022 

cuando se produjo su captura. De manera que el tiempo descontado en privación física de la 

libertad hasta la fecha es de 20 meses 6 días. 

 

3.4.- Adicional a lo anterior, por las actividades de enseñanza, trabajo o estudio al interior del 

panóptico a la sentenciada se le reconocieron en diferentes autos los siguientes periodos: (i) 140 

días (4 meses 20 días) el 1 de diciembre de 2023 (ii) 29.5 días el día de hoy; para un total 

descontado hasta la fecha de 5 meses 19.5 días 

 

3.5.- Así las cosas, en total – sumado el tiempo físico y las redenciones anteriores concedidas, la 

sentenciada ha descontado la cantidad de 25 meses 25.5 días de prisión. 

 

En razón y mérito de lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 

MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA; 

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO: CONCEDER en favor de MARIBEL DE LOS ANGELES AGUILAR JARAMILLO, 

identificada con la cedula de ciudadanía Nro. 1.099.554.842, una redención de pena de VEINTINUEVE 

PUNTO CINCO (29.5 días) por las actividades de trabajo realizadas al interior del penal, de 

conformidad con lo expuesto en la motiva.  

 

 



 

 
 

SEGUNDO: DECLARAR que a la fecha la condenada MARIBEL DE LOS ANGELES AGUILAR 

JARAMILLO ha cumplido una pena de VEINTICINCO MESES VEINTICINCO PUNTO CINCO 

DÍAS DE PRISIÓN (25 meses 25.5), teniendo en cuenta la detención física y las redenciones de 

pena reconocidas. 

 

TERCERO:  ENTERAR a las partes que contra esta decisión proceden los recursos ordinarios. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

GABRIEL ANDRÉS MORENO CASTAÑEDA 

Juez 



                                                   

 

BRAYAN GIOVANNY CALDERON MORENO  

NI-40569 
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JUZGADO TERCERO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 

Bucaramanga, marzo catorce (14) de dos mil veinticuatro (2024) 

                                                   
ASUNTO CONCEDE REDENCION PENA 

AUTO No 189 

RADICADO NI -40569 
(CUI-68001600015920220602800) 

EXPEDIENTE  FISICO  

ELECTRONICO X 

SENTENCIADO (A) BRAYAN GIOVANNY CALDERON MOERNO CEDULA 1.102.374.341 

CENTRO DE RECLUSIÓN CENTRO PENITENCIARIO Y CARCELARIO DE MEDIANA SEGURIDAD DE BUCARAMANGA 

DIRECCIÓN DOMICILIARIA N/A 

BIEN JURIDICO contra el patrimonio económico  ley906/2004 x ley 600/2000  ley 1826/2017  

 

ASUNTO   A   TRATAR 

 

Procede el despacho a estudiar la solicitud de redención de pena incoado por el 

interno BRAYAN GIOVANNY CALDERON MORENO.  

 

CONSIDERACIONES 

 

En sentencia proferida el 19 de octubre de 2022 por el Juzgado Primero Penal Municipal 

con funciones mixtas de Floridablanca, BRAYAN GIOVANNY CALDERON MORENO, fue 

condenado a la pena de 42 meses de prisión, como responsable del delito de hurto 

calificado y agravado. 

 
 En la presente oportunidad se allega por las autoridades administrativas del 

establecimiento carcelario documentación así: 

 

Nº 
CERTIFICADO 

PERIODO TRABAJO ESTUDIO CONDUCTA 

DESDE HASTA HORAS REDENCION HORAS REDENCION      

18871297 ABR/2023 ABR/2023   108 9 ✓  

18918184 MAY/2023 JUN/2023   288 24 ✓  

18995864 JUL/2023 AGO/2023   294    24.5 ✓  

TOTAL     690    57.5  

 

 En consecuencia, las horas certificadas, referidas anteriormente, le representan al 

sentenciado un total de CINCUENTA Y SIETE PUNTO CINCO (57.5) DIAS de redención de 

pena; de conformidad con lo establecido en los artículos 81, 96, 97 y 101 de la Ley 65 de 

19931. 

 
1ARTÍCULO 81. EVALUACIÓN Y CERTIFICACIÓN DEL TRABAJO. <Artículo modificado por el artículo 56 de la Ley 1709 de 
2014. El nuevo texto es el siguiente:> Para efectos de evaluación del trabajo en cada centro de reclusión habrá una junta, 
bajo la responsabilidad del Subdirector o del funcionario que designe el Director. 
El Director del establecimiento certificará las jornadas de trabajo de acuerdo con los reglamentos y el sistema de control de 
asistencia y rendimiento de labores que se establezcan al respecto.  
PARÁGRAFO 1o. Lo dispuesto en este artículo se aplicará también para los casos de detención y prisión domiciliaria y demás 
formas alternativas a la prisión.  
PARÁGRAFO 2o. No habrá distinciones entre el trabajo material y el intelectual. 
 
ARTÍCULO 96. EVALUACIÓN Y CERTIFICACIÓN DEL ESTUDIO. El estudio será certificado en los mismos términos del 
artículo 81 del presente Código, previa evaluación de los estudios realizados. 
 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1709_2014_pr001.html#56


                                                   

 

BRAYAN GIOVANNY CALDERON MORENO  

NI-40569 

 

2 
 

 El Despacho se abstendrá de reconocer redención de pena con relación a 48 horas 

dedicadas a estudio en el mes de septiembre 2023 acreditadas en el certificado de 

cómputos No. 18995864, toda vez que en el citado período la calificación de la actividad 

desempeñada por el penado, fue DEFICIENTE. 

 

 Por lo expuesto, EL JUZGADO TERCERO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS 

DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA, 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: RECONOCER al sentenciado BRAYAN GIOVANNY CALDERON 

MORENO identificado con la cédula de ciudadanía No. 1.102.374.341, redención de pena 

CINCUENTA Y SIETE PUNTO CINCO (57.5) DIAS, conforme lo expuesto. 

 

SEGUNDO: El Despacho se abstendrá de reconocer redención de pena con relación 

a 48 horas dedicadas a estudio en el mes de septiembre 2023 acreditadas en el certificado 

de cómputos No. 18995864, toda vez que en el citado período la evaluación de la actividad 

desempeñada por el penado, fue DEFICIENTE. 

 

TERCERO: Contra esta decisión proceden los recursos de reposición y apelación. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

MARIA HERMINIA CALA MORENO 

YENNY Juez 

 
ARTÍCULO 97. REDENCIÓN DE PENA POR ESTUDIO. <Artículo modificado por el artículo 60 de la Ley 1709 de 2014. El 
nuevo texto es el siguiente:> El juez de ejecución de penas y medidas de seguridad concederá la redención de pena por 
estudio a los condenados a pena privativa de la libertad. Se les abonará un día de reclusión por dos días de estudio.  
Se computará como un día de estudio la dedicación a esta actividad durante seis horas, así sea en días diferentes. Para esos 
efectos, no se podrán computar más de seis horas diarias de estudio.  
Los procesados también podrán realizar actividades de redención, pero solo podrá computarse una vez quede en firme la 
condena, salvo que se trate de resolver sobre su libertad provisional por pena cumplida.  
 
ARTÍCULO 101. CONDICIONES PARA LA REDENCIÓN DE PENA. El juez de ejecución de penas y medidas de seguridad, 
para conceder o negar la redención de la pena, deberá tener en cuenta la evaluación que se haga del trabajo, la educación o 
la enseñanza de que trata la presente ley. En esta evaluación se considerará igualmente la conducta del interno. Cuando esta 
evaluación sea negativa, el juez de ejecución de penas se abstendrá de conceder dicha redención. La reglamentación 
determinará los períodos y formas de evaluación. 
  
 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1709_2014_pr001.html#60

